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Como Presidente de CGLU, acojo con agrado la publicación del Tercer 
Informe Mundial sobre la Descentralización y la Democracia Local 
(GOLD III). Con este informe que aborda la prestación de servicios 
básicos a nivel local, se cumple con el compromiso asumido por CGLU 
de presentar cada tres años un análisis sobre el estado de la democracia 
local y de la descentralización en el mundo. Como miembro del Grupo 
de Alto Nivel de Personas Eminentes sobre la Agenda para el Desarrollo 
Post-2015, designado por el Secretario General de la ONU, estoy 
convencido que GOLD III hará una importante contribución al debate 
sobre los Objetivos del Milenio, la Agenda de Desarrollo Post- 2015 y la 
Agenda Urbana de Hábitat III.

Los servicios básicos son esenciales para la preservación de la vida 
y de la dignidad humana, pero también para apoyar el crecimiento 
económico y la equidad social. “Dar prioridad a la seres humanos” 
significa brindarles servicios básicos de calidad. En este sentido, GOLD 
III debe servir como una llamada a la acción.

El informe indica claramente que, si bien se ha avanzado en el acceso y la calidad de 
los servicios, estamos aún lejos de cubrir la totalidad de las necesidades existentes. Los 
niveles de acceso son particularmente bajos en las ciudades de algunos países de África 
Sub-sahariana y de Asia del Sur. La rápida urbanización, los cambios demográficos y 
ambientales exacerban los desafíos y plantean nuevos retos que requieren un aumento 
significativo de la inversión en infraestructuras básicas. La población urbana del mundo 
aumentará alrededor de 1,4 mil millones de personas en el curso de los próximos 20 
o 30 años. Estos nuevos residentes urbanos necesitarán acceso al agua potable, al 
saneamiento, a la vivienda, a la recolección de residuos, al transporte y a la electricidad. 
Actualmente cerca de mil millones de habitantes de barrios marginales no tienen acceso 
o tienen un acceso limitado a estos servicios básicos. No responder a estos desafíos 
tendría graves repercusiones sobre las condiciones de vida, la sostenibilidad ambiental y 
el desarrollo económico de nuestras sociedades.

GOLD III hace un llamado de atención y propone alternativas. Los gobiernos locales, 
por ser el nivel de gobierno más cercano a la ciudadanía, pueden facilitar el acceso 
universal a servicios básicos de calidad. Como se muestra en este informe, existe una 
fuerte correlación positiva entre la mejora de los servicios básicos y la participación de los 
gobiernos locales en su gestión. Pero para responder a los retos planteados en materia 
de prestación de servicios básicos, se requieren más recursos humanos, técnicos y, sobre 
todo, financieros.

GOLD III destaca los desafíos a los que se enfrentan los gobiernos locales para garantizar 
la sostenibilidad de los servicios básicos y para ofrecer servicios asequibles, en particular 
para las poblaciones más desfavorecidas. Fortalecer la capacidad de los gobiernos 
locales, es fundamental para reducir los déficits actuales. GOLD III proporciona ejemplos 
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dónde la cobertura y la calidad de los servicios están asociadas a descentralización, a una 
gestión más eficiente y cercana a los habitantes, acompañada de una mejor movilización 
de recursos y de ayudas que llegan directamente a los menos favorecidos.

Una de las principales recomendaciones de GOLD III es priorizar la financiación de los 
servicios básicos, especialmente en los países de ingresos bajos y medianos-bajos donde 
la brecha entre la inversión necesaria y los recursos disponibles en la actualidad es mayor. 
Las inversiones a largo plazo en infraestructura requieren de créditos concesionales que 
sólo se pueden obtener con el apoyo de los gobiernos nacionales y de las organizaciones 
multilaterales. También es necesario que las organizaciones internacionales faciliten a los 
gobiernos locales un acceso más directo a los mecanismos de ayuda internacional. 

El informe destaca que la prestación de servicios básicos exige una cooperación estrecha 
entre los gobiernos locales y los otros niveles de gobierno. Una mejor coordinación 
vertical y horizontal entre los niveles local, regional, nacional e internacional es necesaria. 
Para construir una gobernanza multinivel eficaz se requiere un marco institucional y legal 
que defina claramente las funciones y competencias de todos los niveles de gobierno 
apoyándose en el principio de subsidiariedad.  

GOLD III presenta distintas formas de asociación y colaboración entre gobiernos locales y 
otros actores implicados en la prestación de servicios básicos, incluyendo al sector privado 
y a la sociedad civil. Reconoce también la diversidad de opiniones sobre el partenariado 
público-privado (PPP) y explora las condiciones requeridas para su éxito. El informe 
destaca la necesidad de que los gobiernos locales asuman con mayor fuerza una serie de 
responsabilidades, incluyendo la selección de modelos de gestión, de seguimiento y de 
evaluación de los servicios adaptados a la realidad de cada territorio con el fin de poder 
cooperar y rendir cuentas de la manera más eficaz. 

Por último, como alcalde de Estambul, una de las ciudades más antiguas del mundo, me 
sumo con entusiasmo al llamado que hace GOLD III para que la gestión de los servicios 
se integre dentro de una visión holística del desarrollo urbano. Las infraestructuras de 
servicios básicos deben ser parte del esfuerzo de planeamiento urbano y territorial. La 
planificación urbana debe servir de punto de encuentro de todos los actores involucrados 
–sin dejar de lado a los habitantes de las zonas marginadas–, para trabajar juntos por la 
mejora del acceso a los servicios.

Quisiera hacer un llamamiento a las instituciones internacionales, a los gobiernos 
nacionales y a la sociedad civil para recoger las recomendaciones de GOLD III y entablar 
un diálogo con los gobiernos locales sobre la mejor forma de hacer frente a los enormes 
desafíos que existen en materia de acceso universal a servicios básicos de calidad. Juntos 
podemos construir “el futuro que queremos”, un futuro en el que todas las personas 
puedan vivir con dignidad, en una sociedad próspera, respetuosa de la justicia social y de 
la sostenibilidad ambiental.

Dr. Kadir Topbas
Alcalde de Estambul
Presidente de CGLU

 ‘
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INTRODUCCIÓN 
David Satterthwaite

1 Traducción de: UN, 
Habitat Agenda Goals and 
Principles, Commitments 
and the Global Plan of 
Action Article 84, New York, 
1996

Los progresos de la democracia local se 
suelen medir por su contribución a la cali-
dad de vida de los ciudadanos. Los gobier-
nos locales también son considerados por 
su aptitud a responder a las necesidades 
de sus habitantes. Los servicios básicos 
son fundamentales para mejorar la cali-
dad de vida y, en general, su provisión es 
responsabilidad de los gobiernos locales. 
Pero aun cuando los gobiernos locales no 
sean responsables del suministro, son ellos 
quienes deben afrontar las consecuencias 
sanitarias, económicas, sociales y ambien-
tales de su insuficiencia. 

Mejorar el suministro de los servicios bási-
cos es uno de los principales componentes 
de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
cuya meta es erradicar la extrema pobre-
za en el mundo. Los servicios básicos ju-
garán también un papel importante dentro 
de la Agenda de Desarrollo Post-2015. Por 
ello, Ciudades y Gobiernos Locales Unidos 
(CGLU) centra su Tercer Informe Mundial 
sobre la Descentralización y la Democracia 
Local (GOLD III) en la situación de los servi-
cios básicos en el mundo.

El informe examina la provisión y la gober-
nanza de los servicios locales básicos en 
siete regiones del mundo, describe las in-
suficiencias en el acceso, trata de extraer 
conclusiones y proponer soluciones para 
resolver los problemas existentes. El infor-
me se concentra en particular sobre el rol, 
real y potencial, de los gobiernos locales 
para garantizar el acceso universal a servi-
cios básicos de calidad.

¿Cuáles son los servicios locales 
básicos?

Como lo demostró GOLD I, los gobiernos 
locales en las diferentes regiones del mun-
do comparten una serie de responsabili-
dades en la provisión de servicios básicos 
(cf. cuadro 1.). La Agenda de ONU Habitat 
propone definir los servicios básicos de la 
siguiente manera:

“Las infraestructuras y servicios básicos a 
nivel local incluyen el suministro de agua 
potable y el saneamiento de las aguas resi-
duales, la gestión de los desechos sólidos, 
los servicios sociales, los equipamientos 
de transporte y de comunicación, la ener-
gía, los servicios de salud y de urgencia, las 
escuelas, la seguridad pública y la gestión 
de los espacios públicos”1.

Los servicios incluidos en esta definición 
pueden ser organizados en tres categorías:

 � Las infraestructuras básicas: distribu-
ción del agua (potable) y saneamiento, 
gestión y recolección de desechos sóli-
dos, transporte, energía.

 � Los servicios sociales: educación, sa-
lud, vivienda, protección de la infancia y 
servicios para la tercera edad.

 � Los servicios sobre la calidad de vida: 
seguridad pública, planificación urbana, 
cultura y ocio, deportes, espacios públi-
cos.

Mientras que la segunda categoría incluye 
también servicios que son fundamentales 
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Cuadro 1. Las principales competencias de los gobiernos 
locales en el mundo

Servicios: distribución de agua potable y saneamiento, recolección de la basu-
ra, transportes públicos, alumbrado público, limpieza de las calles, mercados y 
espacios públicos, aseos públicos, control de la contaminación, salud pública 
y protección del medio-ambiente, protección de la infancia, escuelas primarias, 
bibliotecas y actividades culturales, algunos servicios sociales (generalmente 
compartidos con autoridades de  nivel superior), registro civil, prevención de en-
fermedades infecciosas, cementerios y, en numerosos países, la salud, la educa-
ción, la vivienda y la policía municipal.

Infraestructuras: sistemas de bombeo y de distribución de agua, plantas de 
tratamiento de aguas negras y pluviales, carreteras locales, caminos vecinales 
y puentes, plantas de tratamiento de desechos sólidos, terminales de bus, ins-
talaciones en parques, jardines, terrenos de deportes y otros espacios públicos. 

Edificación: reglamentación de la construcción, mantenimiento de inmuebles 
públicos, reglamentación del alquiler de vivienda.

Planificación urbana: planificación urbana y gestión del uso del suelo, aplica-
ción de los reglamentos de urbanismo

Otros: desarrollo económico local y turismo.

para el desarrollo humano, las infraestruc-
turas y servicios del primer grupo son las 
bases sobre las cuales se construyen y fun-
cionan los asentamientos humanos. Todos 
necesitan agua, aseos, energía, deshacerse 
de los desechos domésticos y desplazarse. 
Por esta razón, este informe se concentra 
en los servicios locales básicos siguientes: 

 � Distribución de agua potable2;
 � Saneamiento (incluyendo la colecta y el 

tratamiento de las aguas negras y plu-
viales);

 � Gestión de los desechos sólidos (inclu-
yendo la colecta, el tratamiento y el re-
ciclaje)3;

 � Transportes urbanos4;
 � Energía5, generalmente electricidad.

Considerando que las necesidades de los 
ciudadanos son diversas y cambiantes, se 

ha dejado a criterio de cada región modifi-
car este grupo de cinco servicios según el 
contexto regional. El capítulo sobre Asia Pa-
cífico incluyó la rehabilitación de los tugurios 
(« slum upgrading »)6 y la prevención de ca-
tástrofes naturales; el capítulo sobre Eura-
sia también aborda la distribución de agua 
caliente para calefacción; América del Norte 
hace referencia al acceso a Internet a banda 
ancha al igual que el de Europa que también 
abarca los servicios para la infancia y la ter-
cera edad. El capítulo sobre América Latina 
incluye un debate sobre la seguridad urba-
na y sobre el rol de los gobiernos locales en 
la construcción de ciudades más seguras. 
Además, aunque el informe se centra en el 
análisis de los servicios de base, su objetivo 
es  contribuir a una visión holística del sumi-
nistro de los servicios locales básicos. Por lo 
general, los gobiernos locales se confrontan 
a desafíos políticos, sociales, económicos 

2 El informe se concentra en 
la gestión y la distribución de 
agua potable para el uso do-
méstico. No toma en cuenta 
la gestión y protección de 
los recursos hídricos o el 
suministro de agua para uso 
agrícola o industrial.

3 Ver los textos internaciona-
les de referencia sobre la de-
finición de la gestión local de 
los desechos domésticos. 
Los desechos domésticos se 
distinguen de los desechos 
industriales y hospitalarios 
(potencialmente peligrosos) 
cuya gestión es muchas 
veces una competencia de 
nivel nacional. Ver igualmen-
te las referencias sobre los 
métodos de tratamiento de 
los desechos (vertederos, 
incineración, reciclaje, com-
postaje, etc.). 

4 El informe se concentra 
en el sistema de gestión y 
de regulación de los trans-
portes públicos y de las 
infraestructuras urbanas 
correspondientes (estacio-
nes y terminales). En ciertos 
países o regiones, la gestión 
de las carreteras o el mante-
nimiento de calles y vías ur-
banas está también incluida.

5 La energía no es por lo ge-
neral una competencia local, 
pero en algunos países se 
debate la gestión local de la 
distribución de energía. Ade-
más, la reducción del consu-
mo de energía tiene implica-
ciones para los servicios de 
transportes, la gestión del 
agua y de los desechos.

6 Tugurios (en inglés “slum”), 
es el término usado en la li-
teratura especializada y por 
las agencias de las Naciones 
Unidas para calificar las zo-
nas pobres de asentamien-
tos precarios e informales 
que en el mundo hispánico y 
de habla portuguesa tienen 
muchas definiciones (villa 
miseria, favela, chabola, ba-
rrios marginales, viviendas 
de emergencia, zonas peri-
féricas, infraviviendas, etc.). 
El término inglés “slum” fue 
durante mucho tiempo con-
siderado como peyorativo, 
pero fue reivindicado hoy 
en día por sus propios habi-
tantes organizados en aso-
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Cuadro 2. El concepto de descentralización7

En este informe, la descentralización se entiende como la existencia de:

 � autoridades locales, diferentes de las otras autoridades de la administración 
del Estado, y que disponen de,

 � un cierto grado de autonomía y están dotadas de competencias propias, 
con poderes, recursos y capacidades, definidas y ejercidas en el marco de 
las leyes;  

 � cuya legitimidad política resulta de haber sido electas a través del sufragio 
democrático de los habitantes, lo que determina la manera de ejercer el 
poder y las hace responsables ante los ciudadanos de su jurisdicción.

y ambientales que no pueden ser resueltos 
adecuadamente con intervenciones secto-
riales aisladas del resto del contexto. 

Hay grandes diferencias en la responsa-
bilidad que tienen los distintos niveles de 
gobiernos en el suministro de los servicios 
básicos, y en el papel real que juegan los 
gobiernos locales en el terreno, ya sea en 
el financiamiento, la gestión, la provisión o 
el control de los servicios. Y esto indepen-
dientemente de cuales sean sus responsa-
bilidades reconocidas en la legislación. En 
ciertos países, los gobiernos locales siguen 
siendo considerados como órganos del go-
bierno central, lo cual significa que trabajan 

bajo su dirección y, en algunos casos, sin 
la mínima autoridad independiente legal-
mente reconocida. Sin embargo, en la ma-
yoría de los casos, las autoridades locales 
siempre juegan un papel en la prestación 
de servicios, ya sea en la planificación de 
las infraestructuras urbanas y la gestión del 
suelo, la movilización de recursos, la ope-
ración o el control de los servicios. En resu-
men, existe un amplio abanico de modali-
dades que los gobiernos locales que fun-
cionan adecuadamente pueden usar para 
contribuir al mejoramiento de los servicios 
básicos y, por ende, a la mejora de la cali-
dad de vida de sus ciudadanos.  

El alcance de GOLD III: el contexto de la pro-
visión de los servicios básicos a nivel local

Los siete capítulos regionales de este in-
forme abarcan un conjunto de temas co-
munes que definen el modo de prestación 
de servicios locales básicos. Los capítulos 
examinan las relaciones de los gobiernos 
locales con los otros niveles de gobierno 
(nacional y sub-nacionales), con el sector 
privado y la sociedad civil. El Informe ana-
liza cómo garantizar el acceso universal a 
los servicios, asegurando al mismo tiempo 
su sostenibilidad financiera y medioam-
biental. Los informes concluyen con reco-
mendaciones políticas para contribuir a la 

realización de los diferentes objetivos en el 
contexto de los desafíos existentes y emer-
gentes en cada región.

Marcos institucionales y legales: en cada 
capítulo se resume el papel y competen-
cias legales de los diferentes niveles de go-
biernos para regular, asegurar el suminis-
tro, la gestión y el control de los servicios 
básicos. Se analiza en particular el papel 
de los gobiernos locales y los avances de 
la descentralización. Los servicios básicos 
dependen del contexto geográfico como 
de las realidades locales en que operan. 
Por ello se considera que la descentraliza-

ciaciones autoproclamados 
“slum-dweller” o habitantes 
de los tugurios. El mismo 
apelativo “slum” es también 
utilizado por las Naciones 
Unidas. Será utilizado como 
equivalente a barrios infor-
males, en este informe. Ver 
también Environment and 
Urbanization 1 (2) October 
(1989), accesible en http://
eau.sagepub.com/con-
tent/1/2.toc.

7 Extraído de CGLU, La des-
centralización y la democra-
cia local en el mundo, GOLD 
I, Barcelona, Diputación de 
Barcelona, 2008.
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ción de la gestión de los servicios básicos 
se fundamenta en al principio de subsidia-
riedad: las decisiones deben ser tomadas 
por el nivel más bajo de gobierno que está 
en condición de implementarlas más efi-
cazmente. 

En sistemas descentralizados, los gobier-
nos locales tienen generalmente la res-
ponsabilidad y la autoridad de organizar 
la prestación de los servicios básicos. Son 
considerados como la “autoridad organiza-
dora” de estos servicios. En principio, una 
autoridad organizadora es un organismo 
público con competencias legales y políti-
cas que le autorizan a planificar y regular 
los servicios de un sector específico8. Así 
mismo es la autoridad que determina la 
propiedad de las infraestructuras, el modo 
de suministro (si monopólico o competiti-
vo), fija los niveles tarifarios para facilitar el 
acceso y las normas técnicas y medioam-
bientales que deben ser respetadas por los 
prestatarios del servicio.

Acceso: el Informe presenta datos recientes 
sobre la cobertura y la calidad de los servi-
cios locales básicos y analiza las disparida-
des entre y en el interior de los países. En 
algunos casos, la falta de datos verificables 
o comparables, o las controversias sobre 
cómo definir los estándares “adecuados” 
para la prestación de los servicios compli-
can esta tarea. Por ejemplo, en los países 
con ingresos altos (y en muchos países con 
ingresos medianos), se considera que el 
suministro de agua es satisfactorio cuando 
se dispone de agua potable a domicilio las 
veinticuatro horas del día. Sin embargo, los 
datos disponibles sobre el acceso al agua 
potable a nivel mundial sólo indica qué por-
centaje de habitantes recibe agua en su ho-
gar y que proporción de la población tiene 
acceso a una “fuente de agua mejorada”.9 
Eso incluye los grifos y fuentes de agua pú-
blicas, los pozos de agua con bombas, las 
fuentes o pozos protegidos y la captación 
de las aguas de lluvia. El acceso a través de 

grifos o fuentes públicas de agua es clasifi-
cado como “fuente de agua mejorada” aun 
cuando obtener agua signifique una larga 
fila de espera, distribución irregular, una 
carga pesada que transportar y a veces 
agua impropia para el consumo. Para el 
saneamiento la situación es similar. En los 
países de altos ingresos (y en numerosos 
país de ingresos medianos), se considera 
que el saneamiento es satisfactorio cuando 
se dispone de un sistema de eliminación 
de excretas en el domicilio (WC o inodoros 
con descarga mecánica o manual) direc-
tamente conectado al alcantarillado sani-
tario. El único indicador disponible a nivel 
mundial es el acceso a “instalaciones sa-
nitarias mejoradas” que incluyen: WC con 
descarga de agua conectados al alcantari-
llado, pozos negros (o fosas sépticas) o una 
letrina sanitaria, letrinas con cajón o tapa 
y aireación, letrinas aboneras secas.10 Otro 
problema son los datos. Por lo general son 
recogidos por los gobiernos nacionales y 
las agencias internacionales sobre la base 
de encuestas y muestreos que presentan 
la proporción de la población urbana y ru-
ral con acceso a los servicios, pero que no 
precisan su ubicación geográfica. Por eso, 
la información sobre las desigualdades lo-
cales en la prestación de servicios básicos 
es muy limitada. Los gobiernos locales no 
siempre tienen acceso a los datos censa-
les para facilitar la localización de las zonas 
donde el acceso a los servicios es deficien-
te. Las encuestas responden principalmen-
te a las necesidades de los gobiernos na-
cionales y de las agencias internacionales 
y no a los gobiernos locales quienes, sin 
embargo, son los responsables de la pres-
tación de los servicios.  

A pesar de las limitaciones de los datos, 
las diferencias de acceso y de calidad en la 
prestación de servicios básicos en las dife-
rentes regiones del mundo son evidentes. 
En los países de altos ingresos y en cier-
tos países de ingresos medios, toda o casi 
toda la población recibe servicios. En la 

8 Definición extraída de los 
estándares ISO 24510 para 
el agua y el saneamiento: “la 
autoridad responsable es la 
entidad que tiene la respon-
sabilidad general del sumi-
nistro del servicio a la pobla-
ción en un área geográfica 
dada”. Ver también : http://
www.uitp.org/public-trans-
port/organising-authorities/

9 OMS/UNICEF, Progres son 
Drinking Water and Sanita-
tion; 2012 Update, Nueva 
York y Ginebra; Joint Moni-
toring Programme for Water 
Supply and Sanitation, 2012.

10 OMS/UNICEF, 2012
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mayor parte de los países con ingresos me-
dios, la proporción de la población que tie-
ne acceso a los servicios básicos aumentó 
significativamente entre 1990 y el 2010. Sin 
embargo, en los países de bajos ingresos y 
en algunos países de ingresos medianos, 
al menos la mitad de la población tiene 
dificultades de acceso a los servicios. En 
2010, en África subsahariana, sólo 16% de 
la población recibía agua a domicilio, o sea 
un aumento de 1% con respecto al 1990. 
En Asia del Sur, el porcentaje de población 
con acceso domiciliario era de 25% en 
2010, y de 20% en 199011. Incluso retenien-
do los bajos estándares utilizados bajo la 
mención “instalaciones sanitarias mejora-
das”, sólo el 30% de la población de África 
subsahariana y el 41% de la población de 
Asia del Sur tenían acceso a tales servicios 
en el 2010. El 41% de la población en Asia 
del Sur y el 25% de la población en Áfri-
ca subsahariana siguen dependiendo de la 
defecación al aire libre12. 

Gestión y financiamiento: También se 
analizan los modelos de gestión y de fi-
nanciamiento de los servicios básicos. 
Dentro de los modelos de gestión se inclu-
yen la gestión directa por una institución 
pública (ej: ayuntamiento), por una em-
presa privada, a través de partenariados 
 público-privados, así como de partenaria-
dos público-ONG y  público-comunidades 
locales13. Cuando el suministro no es 
realizado por el sector público, el infor-
me analiza la capacidad de los gobiernos 
locales para ejercer un control sobre los 
operadores exteriores, para asegurar una 
licitación pública apropiada, el monitoreo 
de la buena ejecución del contrato y, even-
tualmente, para sancionar el no respeto de 
las condiciones contractuales.

En términos de financiamiento, los capí-
tulos examinan si las competencias que 
fueron descentralizadas se acompañan 
de la descentralización financiera corres-
pondiente (por ejemplo si el gobierno local 

tiene potestad para fijar las tasas y tarifas 
de los servicios). Los capítulos analizan las 
fuentes de financiamiento, las conocidas 
“3T”, concepto desarrollado inicialmente 
por la OCDE para explicar el financiamien-
to sostenible del sector del agua, pero que 
se puede aplicar a otros servicios públi-
cos. Las 3T definen las principales fuentes 
de financiamiento de los servicios públi-
cos de la forma siguiente: las Tarifas (Ta-
riffs) o precios, pagados por los usuarios 
del servicio, las Tasas (Taxes) o impuestos, 
locales o nacionales, pagados por los ciu-
dadanos y distribuidos por el intermedia-
rio de las subvenciones gubernamentales 
y por fin las Transferencias (Transfers) o 
donaciones que provienen de las agencias 
de cooperación extranjeras en los países 
en desarrollo. Además de las 3T, se re-
capitulan otras fuentes de financiamiento 
como préstamos bancarios, emisiones de 
bonos y obligaciones financieras, o inver-
siones realizadas por el sector privado que 
permiten cubrir las necesidades financie-
ras. Sin embargo, estos recursos deben 
ser reembolsados y por consiguiente no 
son asimilables a las 3T que proporcionan 
recursos no reembolsables. Las tarifas y 
las subvenciones de los diferentes servi-
cios son igualmente analizadas para com-
prender como afectan a los más pobres.

Los desafíos existentes y emergentes: 
Cada capítulo revisa los principales facto-
res que dificultan la mejora del suministro 
de los servicios así como los desafíos eco-
nómicos, demográficos y medioambienta-
les (tales como el cambio climático y la 
amenaza de catástrofes naturales) cuya 
incidencia sobre los servicios básicos 
puede agravarse en un futuro cercano. 

Estudios de caso: en cada uno de los ca-
pítulos regionales, se presentan ejemplos 
de soluciones innovadoras con el fin de 
ilustrar las diversas respuestas de parte de 
los gobiernos locales y de sus socios frente 
a estos desafíos. Los casos de éxitos, pero 

11 OMS/UNICEF, 2012.

12 OMS/UNICEF, 2012.

13 El término “partenariado” 
es usado en la literatura 
especializada como equiva-
lente de asociación/coope-
ración mediante acuerdos 
administrativos, técnicos 
y financieros entre socios 
(“partners”) con la finalidad 
de colaborar para brindar 
un servicio.
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Fuente: Naciones unidas (2012)14

Gráfico 1. Aumentación prevista de la población urbana entre 2010 y 2030 (en mi-
llones de habitantes)

también de fracaso, pueden ser herramien-
tas de aprendizaje para los gobiernos loca-
les a través del mundo.

La prestación de servicios básicos en un 
mundo crecientemente urbanizado

GOLD III se concentra en particular en las 
zonas urbanas y en los desafíos que repre-
senta la prestación de servicios básicos en 
un mundo cada vez más urbanizado. Durante 
las últimas décadas, la población de muchas 
grandes metrópolis se multiplicó por veinte 
y en algunos casos más de cien veces. En 
los países de ingresos altos y medianos su-
periores, la mayor parte de la población (y 
de la actividad economía) se encuentra en 
las ciudades. Pero el análisis de la situación 
urbana es también importante para los paí-
ses con ingresos bajos o medianos bajos, 
que están experimentando actualmente un 
crecimiento urbano rápido. Las proyecciones 
de las Naciones Unidas indican que el mayor 
crecimiento demográfico mundial durante las 
próximas décadas tendrá lugar en las zonas 

urbanas (se proyecta un crecimiento de 1,4 
mil millones de personas), y principalmente 
en los países que hoy en día son clasifica-
dos como países con ingresos medianos o 
bajos15.

Un aspecto determinante de nuestro futuro 
depende de la capacidad que tengan los go-
biernos nacionales y sub-nacionales para su-
perar el atraso acumulado en la prestación de 
los servicios básicos en zonas urbanas y para 
suministrar servicios básicos a los 1,4 mil mi-
llones de futuros habitantes de las ciudades.  

En este informe se sigue la definición adop-
tada por los gobiernos nacionales de cada 
país para identificar las “áreas urbanas”. 
En algunos países, se consideran urbanos 
asentamientos con varios centenares de 
habitantes, mientras que en otros, solo se 
incluyen asentamientos con varios miles de 
habitantes. Desgraciadamente, estas dife-
rencias de definición dificultan las compara-
ciones internacionales. Por ejemplo, la India 
tendría un porcentaje de población urbana 

14 Naciones Unidas, 2012. 
Notar que durante este pe-
riodo las proyecciones pre-
vén que la población rural no 
aumentará.

15 United Nations, World Ur-
banization Prospects: The 
2011 Revision, Department 
of Economic and Social Af-
fairs, Population Division, 
New York, 2012: http//esa.
un.org/undp/wup/index.htm.
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superior al 50%, en vez del 30% actual, si 
se aplicara la definición utilizada en Suecia 
o Perú16. Las tasas de acceso a los servicios 
en zonas rurales y en zonas urbanas men-
cionadas en este informe tienen entonces 
que ser interpretadas con precaución. 

La capacidad de los gobiernos a adaptarse 
a los procesos de urbanización tiene reper-
cusión sobre el suministro de los servicios 
básicos y sobre la realización de los obje-
tivos y metas internacionales de acceso y 
calidad. Eso no significa que el suministro 
de los servicios básicos sea menos impor-
tante en zonas rurales. Incluso en un mun-
do urbanizado, más de dos tercios de la 
población en la mayoría de los países de 
ingresos bajos es rural, y algunas de las 
mayores insuficiencias en el suministro de 
los servicios básicos se concentran en zo-
nas rurales. Sin embargo, existen diferen-
cias significativas en el modo de suministro 
de los servicios y en los arreglos institucio-
nales más apropiados según que los con-
textos sean urbanos o rurales. Además, las 
poblaciones urbanas tienen características 
y necesidades distintas. 

Las grandes aglomeraciones, densamen-
te pobladas, necesitan diferentes tipos de 
servicios de agua, de saneamiento, de re-
colección y manejo de desechos sólidos y 
de transporte público. Por ejemplo, los po-
zos de agua protegidos y las letrinas pue-
den proporcionar agua de buena calidad y 
el saneamiento adecuado en muchos con-
textos rurales, pero son totalmente insufi-
cientes en la mayoría de las ciudades im-
portantes. La falta de reconocimiento por 
parte del sistema de las Naciones Unidas 
de estas diferencias, por ejemplo, en la de-
finición de “instalaciones de saneamiento 
mejoradas”, significa que las estadísticas 
oficiales pueden sobreestimar la situación y 
la calidad del suministro en zonas urbanas.

También hay grandes diferencias en la po-
blación atendida por los gobiernos urbanos 

y rurales. Las ciudades incluyen muchas 
veces concentraciones importantes de 
habitantes pobres que viven en tugurios o 
barrios informales. La falta de suministro 
de infraestructuras en estas zonas puede 
representar un desafío. En numerosos lu-
gares, los ciudadanos pobres se han orga-
nizado y trabajan con los gobiernos locales 
para encontrar soluciones. Muchas refor-
mas sociales que transformaron las con-
diciones de vida y de salud de las pobla-
ciones urbanas pobres en los países que 
hoy en día son de altos ingresos, fueron 
respuestas a las peticiones de grupos de 
ciudadanos pobres organizados en el siglo 
XIX. Hoy, las organizaciones y federacio-
nes de habitantes de los tugurios y otros 
grupos de bajos recursos (tales como las 
mujeres auto-empleadas y los trabajadores 
que recogen la basura de manera informal) 
juegan un papel similar en los países de in-
gresos bajos y medianos17. 

Gobernanza y gobernanza multinivel

Gobernanza
Además de examinar el rol de los gobier-
nos en el suministro de servicios, el informe 
GOLD III trata de explorar las relaciones en-
tre niveles de gobierno así como entre go-
biernos, sector privado y sociedad civil, es 
decir la “gobernanza” de los servicios lo-
cales básicos. El concepto de gobernanza 
incluye los mecanismos, procesos e institu-
ciones a través de los cuales los ciudada-
nos, la sociedad civil y el sector privado ar-
ticulan sus intereses, ejercen sus derechos 
y cumplen con sus obligaciones18.

En los debates sobre el desarrollo en los 
países de ingresos bajos y medianos en los 
años 1980 se hacía muchas veces referen-
cia al concepto de “buena gobernanza”. 
Este concepto amplia el espectro del aná-
lisis porque va más allá del análisis institu-
cional y legal abarcando también la rendi-
ción de cuentas, la transparencia, el control 
de la corrupción y la participación ciudada-

16 David Satterthwaite, “Ur-
ban myths and the mis-use 
of data that underpin them”, 
p.83-99, Jo Beall, Basudeb 
Guha-Khasnobis and Ravi 
Kanbur (editors), Urbaniza-
tion and Development; Mul-
tidisciplinary Perspectives, 
Oxford University Press, 
Oxford, 2010

17  Cf. http://www.sdinet.
org/; así como: David Sat-
terthwaite and Diana Mitlin, 
Reducing Urban Poverty 
in the Global South, Rout-
ledge, London, 2014.

18 UNDP, Governance for 
sustainable human develop-
ment, United Nations Devel-
opment Programme, New 
York.
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na en la toma de decisiones y el suministro 
de servicios.

El concepto de buena gobernanza fue utili-
zado inicialmente por las agencias de coo-
peración y los bancos de desarrollo para 
referirse a los gobiernos nacionales. En un 
primer momento no se aplicó a los gobier-
nos locales. Sin embargo, la buena gober-
nanza local jugó un papel importante en la 
mejora del suministro de servicios básicos 
en los países hoy clasificados como de al-
tos ingresos. En la mayor parte de los paí-
ses de Europa, los gobiernos municipales 
mejoraron la calidad y la cobertura de los 
servicios básicos locales entre el fin del si-
glo XIX y el principio del siglo XX19. Más re-
cientemente, los progresos en el suministro 
de los servicios básicos están relacionados 
con los procesos de democratización, de 
descentralización y de mayor transparencia 
en numerosos países, como se explica en 
este informe. Esto permite subrayar la im-
portancia de la buena gobernanza a nivel 
local. 

Existe una gran diversidad de actores invo-
lucrados en la gobernanza de los servicios 
básicos locales. El sector privado incluye 
desde individuos emprendedores que ven-
den agua en los tugurios hasta las grandes 
empresas multinacionales que trabajan en 
la distribución de agua y el saneamiento, 
la gestión de los desechos sólidos y en los 
transportes públicos. La “sociedad civil” 
también es muy heterogénea e incluye a 
los sindicatos, las ONG, las organizaciones 
de base –desde las pequeñas estructuras 
de micro-crédito como grupos de ahorro y 
crédito hasta las federaciones nacionales 
de habitantes de tugurios- así como las 
asociaciones de barrios, de profesionales y 
de hombres de negocios. Los grupos de la 
sociedad civil representan un conjunto de 
intereses y de prioridades (muchas veces 
en competencia) y podrían también aplicar 
el concepto de buena gobernanza a sus 
propias actividades.

Gobernanza multinivel
Como ya fue mencionado, la naturaleza 
principalmente “local” de los servicios bá-
sicos y el principio de subsidiariedad, su-
gieren que los gobiernos locales tienen un 
papel primordial en la gobernanza de los 
servicios. No obstante, estos son goberna-
dos por un sistema complejo en el cual la 
autoridad es compartida por múltiples ni-
veles de actores. Los principios de descen-
tralización y de subsidiariedad funcionarán 
adecuadamente sólo en el marco de un sis-
tema de “gobernanza multinivel” eficaz20. 
Según Marks y Hooghe: “la gobernanza 
multinivel emerge cuando los expertos de 
diferentes niveles de gobiernos comparten 
la responsabilidad de la regulación y de la 
formulación de las políticas, generalmente 
conjuntamente con los grupos de interés”21.

Incluso cuando los gobiernos locales son 
la autoridad organizadora de los servi-
cios básicos, otros actores gubernamen-
tales y socios exteriores se suelen impli-
car en ciertos aspectos de la regulación, 
financiamiento, gestión o suministro. Por 
ejemplo, las infraestructuras de transporte 
público pueden ser financiadas y gestio-
nadas por los gobiernos de las metrópolis, 
en lugar de hacerlo cada ayuntamiento por 
su cuenta. En la Unión Europea, la gober-
nanza compartida entre la Comisión Euro-
pea, los Estados miembros y los gobier-
nos locales es esencial para la definición 
de las normas, la regulación del mercado 
y la obtención de financiamientos. El con-
cepto de gobernanza multinivel se refiere 
tanto a la coordinación vertical como hori-
zontal. Los gobiernos locales pueden, por 
ejemplo, asociarse entre municipalidades 
vecinas (mancomunidades) para la pres-
tación de servicios persiguiendo objetivos 
e intereses compartidos, para gestionar 
más eficazmente los recursos limitados, 
lograr economías de escala, por ejemplo 
para la gestión de plantas de tratamiento 
de desechos o de saneamiento del agua. 
Aun en el marco de un informe cuyo objeti-

19 Peter Clark, European 
Cities and Towns 400-2000, 
Oxford University Press, Ox-
ford, 2009.

20 No hay una definición uni-
versalmente reconocida de 
la gobernanza multinivel. La 
OCDE define la gobernanza 
multinivel como una divi-
sión explícita o implícita de 
la toma de decisión, de las 
competencias, del desarro-
llo y de la implementación 
de las políticas entre dife-
rentes niveles administra-
tivos y territoriales. OECD, 
Water Governance in OECD 
Countries; A Multi-Level Ap-
proach, OECD Studies on 
Water, OECD Publishing, 
Paris, 2011. En el contex-
to de la Unión europea, “el 
Comité de las regiones ve el 
principio de la gobernanza 
multinivel como basado so-
bre la acción coordinada de 
la UE, los países miembros 
y las autoridades locales y 
regionales según los princi-
pios de la subsidiariedad y 
de la proporcionalidad y en 
partenariado, para la imple-
mentación de las políticas 
de la Unión europea” (CdR 
273-2011 fin).

21 Rod Hague and Martin 
Harrop, Comparative gov-
ernment and politics: an in-
troduction, p. 282, Palgrave 
Macmillan, Basingstoke, 
2007.
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vo es analizar la gobernanza local, el con-
cepto de gobernanza multinivel contribu-
ye a profundizar el análisis de los servicios 
locales básicos para considerar la efecti-
vidad y la eficacia de las relaciones entre 
los diferentes actores y sectores: público, 
privado, sociedad civil tanto a nivel local, 
como nacional e internacional. 

El papel del sector privado en el   
 suministro de los servicios básicos

Como se explica a lo largo del informe, la 
participación del sector privado en la go-
bernanza de los servicios básicos puede 
tomar diversas formas, en función de quién 
sea propietario de las infraestructuras, las 
modalidades de inversión, la toma de ries-
gos, el modo de remuneración del opera-
dor, la administración y la duración de los 
contratos (ver Tabla 1. sobre la participa-
ción del sector privado en la distribución y 
saneamiento del agua). Esta sección pre-
senta una síntesis de algunos de los mo-
delos más importantes de participación del 
sector privado. 

En los casos más extremos, la privatización 
(divestiture en inglés) significa la transferen-
cia de la propiedad de las infraestructuras 
y del servicio del sector público al sector 
privado. Sin embargo, en la mayor par-
te de los casos la participación del sector 
privado toma la forma de un “partenariado 
 público-privado” (PPP) en el marco del cual 
los roles y responsabilidades son comparti-
dos entre el sector público y privado.

Aun en los casos de privatización, la autori-
dad pública ejerce un papel de supervisión 
sobre los precios y la calidad del servicio. 
Una compañía privada puede comprar par-
ticipaciones en una empresa pública y asu-
mir la gestión del servicio, pero el gobierno 
conserva generalmente un control indirec-
to, a través de la concesión a la entidad 
privada de una licencia para suministrar el 
servicio público y ejerce además un control 

a través de una entidad de regulación sec-
torial como en Inglaterra22.

Otros modelos de participación del sector 
privado no implican transferencias de ac-
tivos. En su versión más simplificada, un 
operador privado puede obtener un con-
trato concedido por la autoridad organiza-
dora para realizar tareas específicas, por 
ejemplo construir aseos públicos o fuentes 
públicas de agua, para lo cual puede nece-
sitarse un proceso de licitación. 

Un contrato de partenariado de tipo 
Build-operate-transfert (BOT) [construc-
ción-operación-transferencia] es una de las 
formas más comunes de PPP. En el marco 
de este tipo de acuerdo, el gobierno local 
delega generalmente la construcción, la 
operación y el mantenimiento de las in-
fraestructuras (por ejemplo un sistema de 
distribución de agua o de alcantarillado) 
a una empresa privada por un periodo de 
tiempo específico, durante el cual la em-
presa moviliza fondos y genera beneficios. 
El socio privado gestiona la infraestructura 
y el gobierno paga por el servicio. Al ter-
minar el contrato, los activos son general-
mente transferidos al sector público. Los 
modelos BOT son usados sobre todo para 
construcciones de infraestructuras nuevas, 
por ejemplo para la realización de plantas 
de tratamiento de aguas residuales, cons-
truidas muchas veces en terrenos públicos.

Un derivado del BOT es el mode-
lo BOOT (build-own-operate-transfert), 
[constru c c ió n  -   posesión-operación-
transferencia] en el cual la empresa pri-
vada es propietaria de la infraestructura 
hasta que finalice el periodo de concesión. 
O el modelo BOO (build-own-operate) 
 [construcción-posesión-operación], en el 
cual la empresa privada conserva la propie-
dad de los activos.

En los contratos de concesión, el contra-
tista privado se encarga de la gestión del 

22 http://ppp.worldbank.org/
public-private-partnership/
agreements/ful l-divesti-
ture-privatization
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servicio e invierte en su mantenimiento y 
expansión, asumiendo el riesgo comercial. 
Las concesiones tienen duraciones contrac-
tuales más largas que la mayoría de las otras 
formas de contratos con el fin de permitir al 
operador privado de rentabilizar su inver-
sión. Al final del contrato, los activos pueden 
ser transferidos al sector público o se puede 
renegociar otra concesión. El rol del gobier-
no consiste esencialmente en velar por el 
cumplimiento de la reglamentación. 

En los contratos de gestión, el gobierno 
transfiere al sector privado ciertas respon-
sabilidades para la operación y el mante-
nimiento, pero asume la inversión y  la ex-
pansión del servicio. La remuneración del 
operador puede ser definida previamente o 
depender del rendimiento del servicio. Los 
contratos de leasing y  arriendo son simi-
lares, pero el operador privado además de 
la responsabilidad de las operaciones y del 
mantenimiento, asume la facturación y la 
recaudación de los ingresos y las relacio-
nes con los usuarios. En ambos casos, el 
operador recauda los ingresos, pero, en el 
contrato de leasing, el contratista paga un 

monto previamente acordada (por ejemplo 
por cada unidad de agua producida y dis-
tribuida). Bajo un contrato de arriendo, el 
operador paga la tarifa del arriendo al sec-
tor público y obtiene beneficios con la par-
te restante. Los contratos de servicios son 
generalmente acuerdos de corta duración 
para realizar una tarea específica, tal como 
la instalación de contadores de agua o la 
facturación y recaudación de facturas por 
un precio fijado por unidad. 

Mientras que los PPP toman, en la mayoría 
de los casos, la forma de contratos entre 
una instancia gubernamental y una com-
pañía privada, el término “partenariado” se 
refiere generalmente a un conjunto de ob-
jetivos compartidos y de acuerdos de cola-
boración que van más allá del cumplimien-
to de los términos del contrato.

El suministro de servicios por el sector 
privado depende de una rentabilidad ade-
cuada (o esperada). Ésta es más fácil de 
obtener cuando la demanda del servicio es 
elevada y el pago de las tarifas se recauda 
fácilmente, o cuando el operador privado 

Aumentación de la participación del sector privado

Contrato de 
servicio

Contrato 
de gestión

Leasing Arriendo Concesión Tipo 
BOT

Cesión/
privatización

Propiedad de 
los activos

Público Público Público Público Público Privado / 
público

Privado

Inversión de 
capital

Público Público Público Público Privado Privado Privado

Riesgo 
comercial 

Público Público Compartido Compartido Privado Privado Privado

Operaciones/ 
mantenimien-
to

Privado / 
público

Privado Privado Privado Privado Privado Privado

Duración del 
contrato 

1–2 años 3–5 años 8–15 años 8–15 años 25–30 años 20–30 
años

Indefinido

Fuente: Budds, Jessica and Gordon McGranahan (2003)23

Tabla 1.  Modelos de participación del sector privado en el suministro de la distribu-
ción y saneamiento del agua  

-------------------------------------- >

23 Jessica Budds and Gordon 
McGranahan, “Are the de-
bates on water privatization 
missing the point? Experi-
ences from Africa, Asia and 
Latin America”, Environment 
and Urbanization, 2003 , Vol. 
15, No. 2, pages 87-114.
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es directamente remunerado por el presu-
puesto público. Sin embargo, hay una gran 
diversidad de situaciones por el lado de la 
demanda (muchos usuarios tienen capaci-
dades de pago limitadas) y por el lado de 
la oferta (existen a veces importantes pro-
blemas con las infraestructuras y los pre-
supuestos municipales son muy limitados).

La metodología de GOLD III

El informe GOLD III recoge la experiencia 
de profesionales, responsables políticos y 
académicos de diferentes regiones. Su al-
cance global le da un carácter único y su 
elaboración se desarrolló durante tres años. 
Está organizado en siete capítulos regiona-
les siguiendo la estructura regional de Ciu-
dades y Gobiernos Locales Unidos. Cada 
uno de los capítulos fue preparado por uno 
o varios autores, quienes trabajaron sobre 
la problemática de los servicios básicos en 
su región. En la mayoría de las regiones se 
enviaron cuestionarios a las asociaciones 
nacionales de gobiernos locales y se reali-
zaron entrevistas a autoridades locales. En 
América Latina, se recibieron 238 respues-
tas provenientes de 19 países, incluyendo 
29 gobiernos de ciudades metropolitanas. 
En Eurasia, se enviaron cuestionarios a to-
dos los países y se recibieron 41 respues-
tas, 25 de alcaldes. En la región Asia Pa-
cífico, la encuesta abarcó 98 alcaldes y 39 
responsables de departamentos de servi-
cios básicos en 15 países. En Europa, las 
asociaciones de gobiernos locales y las ciu-
dades de 28 países contestaron a los cues-
tionarios o contribuyeron a la elaboración 
de fichas descriptivas de la situación en sus 
países. En América del Norte, la Federación 
Canadiense de Municipios (FCM) utilizó 
una encuesta ya realizada sobre el estado 
de las carreteras, sobre los sistemas de 
distribución y tratamiento de agua. Sobre 
346 ayuntamientos interrogados, 123 res-
pondieron, lo que representa alrededor de 
la mitad de la población canadiense. En los 
Estados Unidos de América, la Liga Nacio-

nal de Ciudades (NLC) realizó una encuesta 
sobre el estado de las infraestructuras loca-
les y las necesidades de la población. Reci-
bió respuestas de 232 ayuntamientos. Las 
versiones preliminares de los diferentes ca-
pítulos fueron presentadas en talleres regio-
nales durante el primer semestre de 2013 y 
fueron debatidos por más de 300 alcaldes, 
representantes políticos locales y regiona-
les, académicos y expertos de las asocia-
ciones nacionales de gobiernos locales de 
más de 80 países.

Este informe presenta una síntesis de la 
evolución de la gobernanza de los servicios 
básicos en las diferentes regiones del mun-
do en el transcurso de la última década. En 
algunas regiones, los autores tuvieron difi-
cultades para acceder a datos e informacio-
nes actualizados, en particular por lo que se 
refiere a las informaciones sobre el finan-
ciamiento de los servicios básicos. En otras 
regiones donde las informaciones y docu-
mentación son más completas, el desafío 
fue sacrificar detalles y diversidad con el fin 
de poder reflejar las principales tendencias 
y los principales puntos comunes. Todos 
los capítulos presentan conclusiones sobre 
los principales desafíos que pesan sobre la 
prestación de los servicios en cada región, 
así como recomendaciones para su mejora.

En base a las conclusiones y recomen-
daciones de los capítulos regionales, las 
conclusiones resumen las tendencias y los 
desafíos de las diferentes regiones, los di-
ferentes modelos de gobernanza, gestión, 
financiamiento y partenariado. Las conclu-
siones reafirman la importancia de los go-
biernos locales para alcanzar los ODM, así 
como para contribuir a la Agenda mundial 
de desarrollo post-2015. Finalmente, se 
presenta un conjunto de recomendaciones 
políticas para los diferentes actores intere-
sados en mejorar el acceso y la calidad de 
los servicios básicos (gobiernos locales y 
nacionales, instituciones internacionales, 
sector privado y sociedad civil). 

Aumentación de la participación del sector privado

Contrato de 
servicio

Contrato 
de gestión

Leasing Arriendo Concesión Tipo 
BOT

Cesión/
privatización

Propiedad de 
los activos

Público Público Público Público Público Privado / 
público

Privado

Inversión de 
capital

Público Público Público Público Privado Privado Privado

Riesgo 
comercial 

Público Público Compartido Compartido Privado Privado Privado

Operaciones/ 
mantenimien-
to

Privado / 
público

Privado Privado Privado Privado Privado Privado

Duración del 
contrato 

1–2 años 3–5 años 8–15 años 8–15 años 25–30 años 20–30 
años

Indefinido

Fuente: Budds, Jessica and Gordon McGranahan (2003)23

-------------------------------------- >
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La tasa de crecimiento urbano en África no 
tiene precedentes en su historia, y su fu-
turo, como el del resto de la humanidad, 
será urbano. De aquí al 2050, su población 
urbana se triplicará, pasando de alrededor 
de 400 millones de personas a cerca de 1,2 
mil millones. Este cambio demográfico sig-
nifica, entre otras cosas, un gran reto para 
los gobiernos locales para la prestación de 
servicios básicos.

Si bien se están realizando esfuerzos para 
responder al rápido crecimiento de la pobla-
ción urbana, los cambios no son suficien-
tes ni lo bastante rápidos. Sobre todo si se 
considera el gran número de residentes en 
asentamientos informales (donde se con-
centra la mayor parte de este crecimiento 
urbano) que dependen del acceso al agua, 
del saneamiento, de la recolección de re-
siduos, de la energía y del transporte para 
mejorar sus condiciones de vida, su salud, 
su educación y la condición de la mujer. 

Los servicios básicos son por naturaleza lo-
cales –deben responder a las necesidades 
de las personas, adaptarse a las condicio-
nes locales, dependen de la infraestructura 
local. Desde una perspectiva meramente 
práctica, el suministro de estos servicios 
debería corresponder - sino exclusiva, al 
menos parcialmente- a las autoridades lo-
cales. Por ello, este capítulo trata de ana-
lizar en qué medida los gobiernos locales 

son responsables de la gobernanza de los 
servicios básicos en África.

El contexto institucional

Los estados africanos son todavía jóvenes 
en términos institucionales, y la adaptación 
de las estructuras e instituciones colonia-
les a las realidades sociales y culturales del 
continente es un fenómeno relativamente 
reciente. La adopción de sistemas políticos 
democráticos y los procesos de descentra-
lización están generando nuevas situacio-
nes- confiriendo más autoridad a los go-
biernos nacionales y locales, permitiendo la 
emergencia de nuevos actores, como orga-
nizaciones de la sociedad civil, del sector 
privado o grupos comunitarios. Todos es-
tos actores se ven implicados de una forma 
u otra en la gobernanza de los servicios bá-
sicos. Los gobiernos locales desempeñan 
un papel particular como la autoridad más 
cercana de la población. Pero hay grandes 
diferencias entre los gobiernos locales en 
África. Y el compromiso parcial de la mayo-
ría de gobiernos nacionales con la descen-
tralización aún no se ha traducido en una 
mejora de los servicios básicos.  
 
Rol del gobierno nacional
En todos los países, el gobierno nacional 
es responsable de la producción de los in-
sumos de los servicios (captación de agua, 
electricidad) y de su transferencia hacia las 

ÁFRICA
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zonas de consumo. También desarrolla la 
legislación general y la política que rige la 
prestación de los servicios básicos en cada 
país. A menudo las organizaciones inter-
nacionales influencian la definición de las 
normas o estándares de los servicios, nor-
mas que a veces no se corresponden con 
el contexto local.

Dada la inversión necesaria en infraes-
tructuras de los servicios básicos, los 
gobiernos nacionales suelen crear orga-
nismos o empresas públicas para apro-
vechar las economías de escala en la 
producción y distribución. En muchos 
casos, estas empresas asumen todo el 
proceso desde la producción hasta la 
distribución, salvo en los países donde 
hay una voluntad deliberada que los go-
biernos locales participen en la fase de 
distribución, como en Sudáfrica o Nami-
bia. En estos países, se suministra agua 
a granel y electricidad a los ayuntamien-
tos o entidades regionales, que a su vez 
los distribuyen a los usuarios finales. En 
muchos casos, las economías de escala 
exigen una mayor colaboración entre los 
gobiernos nacionales, las empresas de 
servicios públicos y los gobiernos loca-
les, pero la accesibilidad a los servicios 
puede transformarse en un problema 
para muchos ciudadanos.

Rol de los gobiernos regionales o provin-
ciales
Los gobiernos nacionales tienden a confiar 
a los gobiernos intermedios la gestión inte-
grada de los recursos hídricos, en particular 
la protección de cuencas para la captación 
de agua y la gestión de los acuíferos y cuen-
cas fluviales. Los gobiernos intermedios 
también tienen competencias en la planifi-
cación y gestión de los vertederos de dese-
chos sólidos, pero la mayoría no están pre-
parados para cumplir estas tareas de forma 
eficiente. De ahí la necesidad de establecer 
un enfoque de gobernanza multinivel, con el 
fin de coordinar las intervenciones de los di-

ferentes niveles de gobierno para mejorar la 
eficacia y evitar la duplicación y la fragmen-
tación de los esfuerzos.

Rol del gobierno local
La descentralización implica que los gobier-
nos locales asuman un papel más importan-
te en la prestación de servicios básicos. En 
el este y el sur de África, la mayoría de las 
ciudades compran agua a granel a empre-
sas de servicios públicas o privadas y la dis-
tribuyen a los ciudadanos a precio de coste. 
En África del Norte, las ciudades tienden a 
contratar la prestación de servicios a empre-
sas privadas, pero mantienen el control so-
bre el desempeño del operador y sobre las 
tarifas del agua. En África central y occiden-
tal (con la excepción de Nigeria), los gobier-
nos nacionales seleccionan las empresas 
de servicios públicos (o privadas), y éstas se 
encargan de la prestación del servicio y el 
establecimiento de las tarifas, al margen del 
gobierno local.

La gestión y el acceso a servicios de sanea-
miento se encuentran en un estado mucho 
más rezagado que en el caso del agua. Mu-
chas grandes ciudades carecen de sistemas 
de alcantarillado y de sistemas apropiados 
de drenaje de aguas pluviales. Sin estas in-
fraestructuras, el suministro de servicios de 
saneamiento se hace más difícil, siendo un 
grave problema para la mayoría de ciuda-
des.

Los gobiernos locales tienden a ser respon-
sables de la colecta y de la eliminación de 
residuos sólidos, pero a menudo su finan-
ciamiento es limitado y su capacidad de 
gestión débil. Los impuestos locales son 
generalmente insuficientes para cubrir los 
costes, por lo que requieren del apoyo del 
gobierno nacional.

En toda África, el suministro y la transmi-
sión de energía eléctrica es una competen-
cia nacional y, en muchos casos, empresas 
públicas asumen este servicio. Pero en el 
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norte y en el sur de África muchos muni-
cipios son responsables de la distribución, 
utilizando los ingresos para subvencionar 
otros servicios locales. A menudo, agrupan 
en una sola factura el conjunto de servicios, 
lo que permite desconectar el suministro 
de electricidad a los consumidores en caso 
de impago.

Muchos gobiernos locales tienen la res-
ponsabilidad de gestionar el transporte, 
la construcción y el mantenimiento de las 
carreteras dentro de sus territorios. Pero la 
mayoría de ellos se limitan a la regulación 
del transporte y al control de los transpor-
tistas privados. La complejidad de la ges-
tión del transporte público hace necesaria 
una colaboración entre los gobiernos na-
cionales, los gobiernos locales y –cada vez 
más- el sector privado.

En la práctica, existe una considerable du-
plicación entre la labor de los gobiernos 
centrales y locales. En muchos casos son 

los ministerios –en lugar de los gobiernos 
locales- los que asumen el control de la 
prestación de los servicios básicos. Las 
instituciones y socios internacionales con-
tribuyen a esta confusión, por ejemplo, a 
través de programas de cooperación sec-
toriales (sector wides approaches), gestio-
nadas directamente por los ministros (en 
el sector del agua; o en algunos proyectos 
de transporte, como por ejemplo el “Bus 

Rapid Transit”), que tienden a ignorar el 
principio de subsidiariedad y carecen de 
una visión de la ciudad en su conjunto.

Acceso a servicios básicos

Muchos expertos argumentan que una de las 
principales razones por las que África no lo-
gra cumplir con los objetivos y metas de los 
Objetivos Desarrollo del Milenio tiene que ver 
con la debilidad de los servicios básicos, y la 
falta de capacidades y recursos de los go-
biernos locales para asegurar su suministro 
(en especial el agua, el saneamiento y la ges-
tión de residuos sólidos). 

Agua y saneamiento
A lo largo del continente, se estima que casi 
dos tercios de la población tienen acceso a 
“fuentes de agua potable mejoradas”, y ape-
nas el 40% tiene acceso a “servicios de sa-
neamiento mejorados”. En el actual contexto 
de rápida urbanización, la brecha urbana entre 
la oferta y la demanda es cada vez mayor, y 

la proporción de ciudadanos con acceso a 
agua corriente a domicilio está disminuyendo. 
Aunque algunas ciudades tienen estrategias 
para asegurar que los habitantes de los asen-
tamientos informales dispongan de un acceso 
a grifos públicos, pero esta no es la norma. 
En cuanto al saneamiento, la mayoría de los 
habitantes de las ciudades africanas todavía 
cuentan con letrinas de pozo -a menudo en 
mal estado-, o hacen sus necesidades al aire 

28%
23%

África Subsahariana

África del Norte 

Proporción de la población de 2011 que accedió 
al agua potable desde 1995 (%).

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.
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libre. Los inodoros son una excepción en la 
mayoría de ciudades.

Residuos
Mientras que muchas ciudades tienen sis-
temas formales de eliminación de residuos 
sólidos, en otras, la mayoría de los resi-
duos son eliminados individualmente en 
vertederos irregulares, o son enterrados o 
quemados. La mayoría de las ciudades ca-
recen de sistemas para llevar los residuos a 
plantas de transferencia (si es que existen) 
y a vertederos (que, de haberlos, rara vez 
están bien diseñados). La mayoría de los 
vertederos controlados se encuentran en 
el norte de África, Sudáfrica, Botsuana y 
Zimbabue. En el resto de África se practi-
ca el vertido a cielo abierto o en vertederos 
que acaban funcionando de modo irregu-
lar porque los ayuntamientos no tienen la  
capacidad financiera para mantenerlos. La 
necesidad de cumplir con las regulaciones 
ambientales está obligando a muchos go-
biernos nacionales a invertir en vertederos, 
utilizando en algunos casos financiamien-
tos internacionales, como por ejemplo en 
casos muy limitados, el Mecanismo de De-
sarrollo Limpio del Protocolo de Kioto. 

Energía
En muchas grandes ciudades, menos del 
60% de los hogares tiene acceso a la elec-
tricidad, y los que cuentan con tal acceso, 
sufren frecuentes cortes. Alrededor del 70% 
de la población de África sigue utilizando 
combustibles sólidos para cocinar y para la 
calefacción, lo que supone un gran impacto 
sobre el medio ambiente y la salud.

Transporte Público
La expansión incontrolada de la mayoría de 
las ciudades de África ha generado un sis-
tema de transporte público fragmentado. 
Para conseguir un transporte, la mayoría 
de las personas caminan largas distan-
cias por calles inseguras. El sector priva-
do domina el transporte urbano, con una 
fuerte competencia entre los operadores 

informales de minibús y autobuses. Dada 
la congestión masiva en las grandes ciuda-
des, recientemente se han implementado 
algunas iniciativas de transporte integrado 
y de buses con vía exclusiva, “Bus Rapid 
Transport” (BRT). En Sudáfrica y en cier-
tas ciudades del norte de África funcionan 
tranvías y otros sistemas de transporte fe-
rroviario, pero en general el transporte ur-
bano es insuficiente.  

Modelos de gestión y financiación 

Modelos de gestión de servicios básicos
Históricamente, en África, los servicios bási-
cos han sido gestionados principalmente por 
los gobiernos nacionales. La intervención de 
los gobiernos locales se limitaba a la regula-
ción, supervisión y, en algunos casos, al man-
tenimiento de algunos servicios (con ciertas 
excepciones). Durante la década de 1980, en 
el contexto del ajuste estructural, se impulsó 
la privatización de los servicios. En los secto-
res del agua y saneamiento, por ejemplo, en 
la década de 1990 se establecieron algunas 
empresas internacionales en diferentes países 
de la región pero su presencia decayó en la 
década de 2000. La privatización no se ha di-
fundido. El sector privado (sobre todo en paí-
ses francófonos) se concentró en contratos de 
gestión para modernizar e integrar los servi-
cios existentes.

En general, la prestación de los servicios bá-
sicos sigue estando en manos del sector pú-
blico, aunque con diferencias. No existe un 
modelo único de administración del agua y sa-
neamiento: alrededor de un tercio de los paí-
ses africanos (principalmente francófonos) tie-
nen una empresa nacional de agua, mientras 
que  el resto de los países han desarrollado 
diferentes formas de descentralización hacia 
el nivel local. También se han adoptado dis-
tintos modelos de gestión con la participación 
de la sociedad civil y del sector privado, mien-
tras que los pequeños proveedores juegan un 
papel cada vez más importante cubriendo las 
áreas que actualmente carecen de servicios. 
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De todos los servicios básicos que se exami-
nan en este informe, la gestión de los residuos 
sólidos es probablemente la más descentra-
lizada y fragmentada. En casi todas las ciu-
dades, el sector privado (incluido el sector 
informal) y la sociedad civil participan en esta 
actividad. 

En la gran mayoría de los países africanos, 
el gobierno nacional gestiona la producción 
y distribución de electricidad. Sin embargo, 
en Sudáfrica es diferente: más de 170 ayun-
tamientos participan en su distribución. Por 
otro lado, en doce países de África el servicio 
de electricidad ha sido privatizado total o par-
cialmente. Recientemente, muchas ciudades 
africanas han estado explorando fuentes de 
energía solares como posibilidad alternativa 
para hacer frente a la escasez, los altos cos-
tes y la poca fiabilidad del actual suministro de 
energía eléctrica a través de la red.

Financiación de servicios básicos 
Para ser capaz de asumir los retos que plan-
tea la rápida urbanización de África, se re-
quiere una inversión anual de cerca del 5% 
del PIB del continente durante los próximos 
20 años. El gasto actual es la mitad –el 2,5% 
del PIB, dos tercios de estos fondos son de 
origen africano (USD 3 mil millones al año). El 
sector público es el principal contribuyente, y 
los recursos provienen de los impuestos o de 
préstamos. El bajo nivel de descentralización 
fiscal hace difícil que los gobiernos locales de 
África puedan desempeñar un papel impor-
tante en la financiación. La participación del 
sector privado también es muy modesta, y 
el modelo PPP promovido por la comunidad 
internacional sólo se ha concretizado en ciu-
dades de países de ingresos medianos, como 
Johannesburgo (en Sudáfrica) o Casablanca 
(en Marruecos). 

Desafíos presentes y emergentes

El papel de los pequeños y medianos 
proveedores de servicios 
Uno de los problemas principales para la 

gobernanza de los servicios básicos en 
África radica en la naturaleza dual de las 
aglomeraciones urbanas, con barrios in-
formales junto a zonas más prósperas con 
acceso formal a los servicios básicos. En 
estas áreas informales y en el futuro in-
mediato, la provisión de servicios básicos 
seguirá dependiendo de la intervención 
de pequeños operadores independientes 
que prestan servicios a los más pobres de 
la sociedad, a menudo a un coste mayor 
que el del operador oficial - que suministra 
estos servicios en los barrios más ricos. Es 
necesario que las autoridades locales reco-
nozcan este hecho e intervengan mediante 
el desarrollo de políticas que promuevan la 
equidad y la inclusión promoviendo el diá-
logo entre todos los actores. 

El desafío del partenariado
Los gobiernos africanos y los gobiernos lo-
cales necesitan buscar cómo asociarse con 
el sector privado. Las autoridades locales 
se enfrentan a dos problemas importantes: 
¿cómo asegurar la viabilidad económica 
del partenariado a largo plazo? Y ¿cómo 
pueden prepararse para gestionar el parte-
nariado apropiadamente, dado que el so-
cio privado suele tener más experiencia y 
formación? En la actualidad, casi ninguna 
autoridad local en África es capaz de hacer 
frente a este doble desafío. No obstante, 
la experiencia de Marruecos, donde existe 
una dirección nacional de apoyo a las au-
toridades locales en la negociación de los 
partenariados público-privados, puede ser-
vir de referencia. 

El desafío de la planificación
La falta de planificación regional y de co-
herencia entre las distintas estrategias sec-
toriales nacionales para la prestación de 
servicios básicos es un problema grave. La 
planificación estratégica de los servicios 
básicos debe ir de la mano con la planifi-
cación del uso del suelo en todos los ni-
veles de gobierno. Teniendo en cuenta el 
impacto de la infraestructura básica en el 
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incremento de valor de los terrenos, la pla-
nificación también debe ser una herramien-
ta para la movilización de recursos, a través 
de la captación del valor agregado del sue-
lo derivado del desarrollo de la ciudad.  

Impulso de soluciones alternativas 
Los atrasos en el desarrollo de la infraestructu-
ra de servicios básicos obligan a las ciudades 
africanas y a los gobiernos locales a buscar 
soluciones alternativas al sistema de provi-
sión en red. Parece improbable que ciudades 
enteras puedan ser equipadas con servicios 
en red en un futuro próximo. Por esta razón, 
para los servicios de agua y saneamiento, así 
como de energía, se observa el desarrollo de 
soluciones  semi-centralizadas o descentrali-
zadas. Las soluciones in situ, cada vez más 
viables, suponen una alternativa al modelo 
de prestación de servicios básicos estableci-
do por las autoridades públicas.

El desafío de la asequibilidad 
Hacer frente a los costes derivados de la 
prestación del servicio a los ciudadanos es 
una cuestión primordial para los gobiernos 
locales. Se estima que el coste de la cone-
xión domiciliaria masiva a las redes de agua y 
saneamiento equivaldría en promedio al 1% 
del PIB – mientras que el coste de la falta de 
acceso adecuado a estos servicios tendría 
un costo del 6,5% del PIB. En otras palabras, 

dada la tasa de crecimiento sostenido del 
PIB (superior al 4% -5%), la mayoría de los 
países africanos pueden desarrollar solucio-
nes sin necesidad de recursos externos. La 
segunda cuestión es la de permitir el acceso 
a los pobres. La desigualdad en las ciudades 
africanas es una de las más fuertes del mun-
do. Existe una gran brecha en el acceso a los 
servicios: los pobres deben pagar más para 
recibir servicios de menor calidad. Los go-
biernos locales deben desarrollar políticas en 
favor de los pobres, utilizando mecanismos 
de subsidios cruzados redistributivos.

La adaptación al cambio climático 
El cambio climático tiene graves consecuen-
cias para las ciudades africanas –recurrentes 
episodios de inundaciones, erosión costera, 
tormentas y sequías. Ni los gobiernos na-
cionales ni los gobiernos locales están ade-
cuadamente preparados. Es necesario que 
se tomen medidas para mejorar la resiliencia 
de las ciudades, a través de infraestructuras 
que garanticen una protección adecuada, 
como el alcantarillado o carreteras asfalta-
das. Además, esta es otra razón de peso 
para mejorar prestación de los servicios bá-
sicos en particular para los ciudadanos de 
ingresos más bajos, ya que normalmente vi-
ven en las zonas más vulnerables a las con-
diciones climáticas extremas. 

Acceso a infraestructuras de 
saneamiento mejorado en áreas 
urbanas en 2011

42%
94%

África 
Subsahariana

África del Norte

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.
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Conclusiones y recomendaciones 

Diez mensajes claves sobre la gobernanza 
de los servicios básicos en las ciudades 
africanas:
�	El acceso a los servicios básicos es fun-

damental para mejorar las condiciones 
de vida de los habitantes de la ciudad, la 
eficacia de las empresas locales, el atrac-
tivo de las ciudades y, en suma, la com-
petitividad de las economías nacionales;

�	Los avances en el acceso están positi-
vamente correlacionados con una mayor 
participación de los gobiernos locales en 
la prestación y entrega de los servicios;

�	El progreso también es mucho mayor 
cuando la prestación y la gestión de 
los servicios básicos se apoyan en una 
cooperación multinivel entre los diferen-
tes niveles de gobierno;

�	La infraestructura necesaria para la 
prestación de servicios básicos es in-
tensiva en capital, por lo que la partici-
pación del gobierno central en su finan-
ciación es imprescindible;

�	En las ciudades africanas, el manteni-
miento y la gestión de las infraestruc-
turas de servicios básicos se descuida 
debido a la falta de claridad en la atribu-
ción de responsabilidades y competen-
cias entre los diferentes niveles de go-
bierno – hecho que tiene consecuencias 
negativas sobre el acceso y la eficiencia 
en la prestación de servicios;

�	Uno de los principales problemas que 
enfrenta la prestación de servicios bási-
cos en África es la falta de planificación 
de las infraestructuras y su relación con 
la gestión del suelo. La planificación ur-
bana estratégica debería ser una prácti-
ca corriente en todas las ciudades para 
que el desarrollo de infraestructuras se 
planifique de manera coordinada, cohe-
rente y oportuna;

�	Los gobiernos locales en toda África de-
ben hacer frente al rápido crecimiento 
urbano, los objetivos definidos para la 
prestación de los servicios evolucionan 

rápidamente, lo que agrava la falta de 
recursos necesarios para responder a la 
demanda;

�	La inaccesibilidad económica a los ser-
vicios básicos para la mayoría de los 
ciudadanos es un problema grave para 
las autoridades locales; estas se enfren-
tan a dos objetivos: hacer respetar los 
derechos fundamentales de las perso-
nas (el derecho al agua) y asegurar la 
sostenibilidad de los servicios (el finan-
ciamiento);

�	El uso de tasas, tarifas y transferencias 
(las 3T) para financiar la prestación de 
servicios básicos requiere de subven-
ciones de los gobiernos nacionales y 
de las transferencias de la comunidad 
de donantes. Dadas las limitaciones fi-
nancieras de la mayoría de los gobier-
nos locales y nacionales, se generó 
una tendencia hacia los partenariados 
 público-privados (PPP) que, sin embar-
go, se ha visto frenada con la crisis del 
sistema financiero y bancario de 2008. 
Por otra parte, los gastos para un estu-
dio de factibilidad de un PPP son muy 
altos. Por ello es necesario desarrollar 
programas de capacitación para los res-
ponsables locales africanos sobre la ne-
gociación y la gestión de los contratos 
de PPP, y también mejorar la reglamen-
tación pública sobre los PPP.

�	Por el momento, en la mayoría de las 
ciudades africanas los sectores formal e 
informal coexisten, en particular para la 
prestación de servicios. Las políticas lo-
cales deben adaptarse y buscar estable-
cer un puente entre los dos sistemas con 
una política común para toda la ciudad. 
Cualquier prestación de servicios debe 
estar centrada en las personas, guiada 
por el principio de realidad y reconocer la 
diversidad de soluciones. Debe además 
apoyarse en la consulta y las decisiones 
de los ciudadanos tras un debate demo-
crático. En ese sentido, el debate sobre 
los servicios básicos es parte de un deba-
te mayor: el de la democracia.
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AMÉRICA DEL NORTE

Los servicios locales, que en Norte América 
se consideran infraestructuras públicas bá-
sicas, son “la columna vertebral” sobre la 
que se apoyan los sistemas económicos y 
la calidad de vida de Canadá y de los Esta-
dos Unidos (EE.UU.). Sin embargo, ambos 
países se enfrentan a importantes “déficits 
de infraestructura” –falta de mantenimiento 
y de construcciones, o de inversiones es-
tratégicas para apoyar el crecimiento futu-
ro. El público es testigo de estos proble-
mas: carreteras en mal estado, autobuses, 
y metros, y también (aunque en menor me-
dida) sistemas de agua potable y alcantari-
llado degradados, o puentes deteriorados. 
De no haber una inversión significativa en 
infraestructuras públicas, las autoridades 
locales consideran que les será cada vez 
más difícil sostener el crecimiento econó-
mico y el nivel de vida en la región.

El reto va más allá de los mecanismos tra-
dicionales de prestación y de financiación 
de estos servicios públicos e infraestructu-
ras básicas. Los gobiernos locales en los 
EE.UU. y Canadá carecen de los recursos 
necesarios para la reconstrucción de estas 
infraestructuras. En ambos países son los 
gobiernos locales quienes poseen y operan 
la mayor parte de las infraestructuras, pero 
reciben una proporción muy inferior del total 
de los impuestos recaudados. La magni-
tud de la inversión necesaria requiere ma-

yor concertación entre todas las partes: los 
gobiernos provinciales y estatales, los go-
biernos federales y el sector privado. En un 
contexto de restricción del financiamiento, 
sobre todo a raíz de la reciente recesión, la 
inversión debería promover una mayor inte-
gración entre los sistemas de infraestructu-
ra (transporte, agua, saneamiento, residuos 
sólidos y energía) y ser además más “soste-
nible” – conciliando objetivos de crecimiento 
económico, de mejor  administración y de 
equidad en el acceso y en el pago de estas 
infraestructuras. Los retos para las políticas 
públicas son considerables en ambas na-
ciones, pero deben ser abordados si se de-
sea mejorar la calidad de vida y mantener la 
competitividad de la región en los mercados 
internacionales.

La presente investigación sobre el caso de 
América del Norte se basa en varias fuen-
tes, incluyendo (1) la investigación sobre la 
responsabilidad y autoridad de los niveles 
locales, los modelos de gobernanza para la 
prestación de servicios, los mecanismos de 
financiación y los desafíos existentes y emer-
gentes, (2) las fuentes de datos a nivel nacio-
nal, incluyendo Statistics Canada y el Censo 
de gobiernos de los EE.UU., (3) encuestas a 
funcionarios locales sobre la prestación de 
servicios básicos locales, y (4) ejemplos de 
prácticas innovadoras implementadas por 
los gobiernos locales de ambos países.
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2009: El transporte en Estados Unidos está 
en manos de 8.000 organizaciones diferen-
tes, desde sistemas de transporte multimo-
dal a proveedores con un sólo vehículo.

Un rasgo característico de América del 
Norte es que el suministro, la gobernanza, 
la financiación, y los desafíos que enfrentan 
los servicios básicos locales se enmarcan 
dentro de sistemas federales complejos. 
Los EE.UU. y Canadá son democracias 
constitucionales con sistemas federalistas 
que delegan la autoridad para la gestión de 
los servicios básicos locales en diferentes 
niveles. Los marcos institucionales y los 
modelos de gobernanza de ambos países 
están ampliamente ligados a los modelos 

de gestión y financiación. Para reducir la re-
dundancia, se presentan a continuación los 
diferentes servicios básicos locales, inclu-
yendo descripciones sobre su gobernanza, 
gestión y financiación. 

Marco institucional, y modelos de ges-
tión y financiación 

Transporte urbano y tránsito
Los gobiernos locales y estatales / provin-
ciales de América del Norte son los prin-
cipales responsables de la mayoría de la 
infraestructura de transporte, pero los go-
biernos federales en ambos países ejer-
cen una influencia importante en materia 
regulación y fiscalidad. En los EE.UU., el 
gobierno federal desempeña a menudo un 
papel significativo en proyectos multinivel 
(o multi-jurisdiccionales) y en la planifica-
ción. Su papel ha cambiado a lo largo del 
último siglo y actualmente incluye la inver-
sión en nuevas infraestructuras, el mante-
nimiento de las infraestructuras de trans-

porte existente y la coordinación regional y 
multinivel. En Canadá, estas funciones se 
llevan a cabo generalmente por los gobier-
nos provinciales. Ningún nivel de gobierno 
tiene la capacidad financiera para cubrir la 
totalidad de necesidades de transporte, lo 
que resulta en una gobernanza coordinada 
y estructuras de financiación interguberna-
mentales. Sin embargo, en parte debido a 
la complejidad de estos acuerdos, ningún 
país cuenta con un plan nacional de trans-
porte homogéneo e integrado.

Carreteras y autopistas
Las autopistas son responsabilidad pro-
vincial, y no existe un equivalente cana-
diense al Sistema Interestatal de Auto-
pistas de los EE.UU. El gobierno federal 
tampoco interviene de forma regular en la 
creación y el mantenimiento de las auto-
pistas urbanas. La mayoría de las carre-
teras y puentes de Canadá son propie-
dad de los gobiernos locales, quienes se 
encargan de su operación. Sin embargo, 
muchas de las nuevas carreteras munici-
pales se construyen a través de partena-
riados público-privados. En Canadá y los 
EE.UU., la mayoría de las nuevas áreas 
suburbanas son construidas por promoto-
res como resultado de un acuerdo con el 
ayuntamiento correspondiente. Por lo ge-
neral, los acuerdos implican la construc-
ción de la infraestructura pública (carrete-
ras, sistemas de agua y alcantarillado) por 
parte del promotor que, cuando el proyec-
to llega a su fin, transfiere la propiedad al 
ayuntamiento.
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A diferencia de Canadá, los EE.UU. tienen 
un extenso sistema interestatal de autopis-
tas federales, y una mayor responsabilidad 
compartida en el transporte por superfi-
cie - carreteras, autopistas y puentes. Los 
gobiernos locales, estatales y federales 
desempeñan una variedad de funciones, 
desde la recaudación de ingresos, hasta 
la inversión y la operación de los sistemas. 
Al igual que en Canadá, la mayoría de las 
carreteras locales de Estados Unidos es-
tán bajo la jurisdicción de los gobiernos 
locales. Sin embargo, mientras que los 
gobiernos locales tienen la mayor parte de 
competencias sobre las carreteras locales, 
el financiamiento proviene principalmente 
de otras fuentes - como las autoridades / 
 organizaciones estatales y metropolitanas/ 
regionales. Esto da lugar a un sistema hí-
brido en el que la autoridad local está fuer-
temente interrelacionada con el sistema 
intergubernamental nacional. 

Tránsito  
Al igual que con las carreteras, el gobierno 
federal canadiense no tiene ningún progra-
ma específico sobre el transporte urbano, 
a pesar de que ha financiado inversiones 
para la gestión del tránsito en el marco de 
sus últimos programas de infraestructura. 
Todas las provincias proporcionan algún 
tipo de financiación para infraestructu-
ras de tránsito, incluyendo la compra de 
nuevos autobuses, pero las fórmulas va-
rían considerablemente de una provincia 
a otra. Muchos de los sistemas de tránsi-
to de Estados Unidos son operados por 
autoridades regionales autónomas, pero 
también es frecuente su administración por 
los gobiernos municipales. En 2009, cerca 
de 8.000 organizaciones diferentes presta-
ban servicios de transporte público en los 
EE.UU., desde grandes sistemas multimo-
dales hasta proveedores de servicios con 
un solo vehículo. Al igual que en Canadá, 
el gobierno federal de los EE.UU. propor-
ciona financiación para la infraestructura de 
tránsito.

Agua y saneamiento
El suministro de agua y el saneamiento en 
los EE.UU. y Canadá se presta principal-
mente a través de los gobiernos locales. 
En los EE.UU., la mayoría de la provisión 
es local, y los gobiernos federal y estatal 
juegan un papel importante en términos 
de regulación y, parcialmente, financia-
ción. En Canadá, la autoridad en la ges-
tión del agua es la provincia, pero la  ma-
yoría de los servicios de distribución de 
agua son gestionados por los gobiernos 
locales. La gobernanza de los sistemas de 
agua y saneamiento en los EE.UU. y Cana-
dá es asumida a menudo por “autoridades 
y distritos especiales” que abarcan varios 
territorios y niveles de gobierno. Los me-
canismos de financiación combinan varias 
fuentes: tasas y tarifas, impuestos locales, 
empréstitos (en particular para las inver-
siones de capital) y fondos de los gobier-
nos provinciales, estatales y federales de 
los respectivos países. El acceso a servi-
cios básicos de agua y saneamiento está 
garantizado para la gran mayoría de la po-
blación en la región. 

Gestión de residuos sólidos 
La gestión de los residuos sólidos en 
América del Norte es una responsabilidad 
de los gobiernos locales. En Canadá y los 
EE.UU., la gestión de los residuos sólidos, 
el reciclaje y otros servicios relacionados 
con los residuos se realizan a nivel local, 
pero los gobiernos federales contribuyen 
con subsidios y regulan el servicio. La co-
laboración multinivel y la participación de 
proveedores privados son frecuentes en 
ambos países. Los gobiernos locales de 
Estados Unidos suelen externalizar la ges-
tión de los desechos sólidos al sector pri-
vado. Varios gobiernos locales de la región 
están experimentando con nuevas tecno-
logías de conversión de residuos en ener-
gía, y con los enfoques cradle-to-cradle 
(cero residuos) para la gestión de residuos 
sólidos. 
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Energía e Internet a banda ancha 
Aunque es fundamental para los residen-
tes de los ayuntamientos en América del 
Norte la energía (incluida la electricidad y 
el gas natural), las telecomunicaciones y el 
Internet de banda ancha están fuera de la 
competencia de los gobiernos locales. Esto 
se debe principalmente a economías de es-
cala: la provisión de electricidad y de gas 
natural abarca continentes o, en el caso de 
la banda ancha, gran parte del mundo. Las 
economías de escala explican probable-
mente por qué el suministro de sistemas de 
abastecimiento de agua y saneamiento son 
casi siempre responsabilidad de gobiernos 
estatales/ locales-provinciales en América 
del Norte; mientras que la electricidad, el 
gas natural, y la banda ancha suelen abor-
darse a nivel nacional. 

A diferencia de las otras categorías de in-
fraestructura, en general los servicios de 
electricidad y gas natural y las comuni-
caciones de banda ancha de EE.UU. son 
suministrados por proveedores del sector 
privado. Pocos gobiernos locales pueden 
proporcionar estos servicios a través de 
empresas de propiedad pública y operadas 
por ellos mismos. Independientemente del 
proveedor, los gobiernos federales y esta-
tales tienen un significativo papel como au-
toridad regulatoria. 

Retos presentes y emergentes

La complejidad de los sistemas federales 
de América del Norte no es el único reto 
para la prestación de servicios básicos lo-
cales y para la inversión y construcción de 
infraestructuras públicas. Ambos países 
son geográficamente extensos. Los gobier-
nos de Estados Unidos prestan servicios 
a más de 300 millones de personas, y los 
gobiernos canadienses prestan servicios 
a 33 millones de personas. Los costos de 
construcción y mantenimiento de algunos 

servicios que deben abarcar grandes áreas 
geográficas y un gran volumen de pobla-
ción resultan a menudo en monopolios 
naturales, operados por empresas mixtas 
público-privadas y, cada vez más, por par-
tenariados público-privados. Las autorida-
des regionales multinivel y de distritos es-
peciales son comunes en los sectores del 
transporte, tránsito, agua y alcantarillado y 
la gestión de residuos sólidos.

Más allá de los desafíos inherentes a los 
sistemas federales descentralizados y a 
los problemas de la geografía y de escala, 
existen una serie de retos para la presta-
ción de servicios de infraestructura básica 
a los que se enfrentan los gobiernos locales 
en América del Norte, a saber:

(1) El envejecimiento de la infraestruc-
tura y los problemas derivados del 
mantenimiento representan para las 
autoridades políticas una difícil elección 
entre el mantenimiento de las infraes-
tructuras actuales o su sustitución más 
costosa en una fecha posterior;

(2) La demanda de nuevas infraestruc-
turas, generada por el continuo creci-
miento de la población y la expansión 
de las áreas urbanizadas;

(3)  La identificación y aplicación de me-
canismos de financiación y precios 
que sean sostenibles en el tiempo, polí-
ticamente viables, y que permitan el re-
cubrimiento de los costes de construc-
ción, operación y mantenimiento de la 
infraestructura; y,

(4)  La equidad y acceso que, si bien 
presentan promedios relativamente 
buenos en términos internacionales, 
también enfrentan retos en cuanto a la 
variación de la calidad del servicio en 
todas las jurisdicciones y, en algunos 
casos excepcionales, del acceso de 
comunidades específicas a los servi-
cios básicos.
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Conclusiones y recomendaciones

Existe un amplio consenso entre los res-
ponsables políticos y otros actores claves 
en la región sobre el reto que presentan los 
crecientes déficits en infraestructura, así 
como las consecuencias de no abordarlos 
de cara al futuro crecimiento económico, la 
competitividad y la calidad de vida en los 
EE.UU. y Canadá. Más allá de la necesidad 
de reinversión, también existe un consenso 
casi total entre los responsables políticos y 
actores claves de la región en torno a la ne-
cesidad de realizar inversiones que permi-
tan planificar e integrar mejor los sistemas 

a través de los diferentes sectores y niveles 
de gobierno. Sin embargo, y a pesar del 
amplio consenso con respecto a los pro-
blemas de infraestructura, no hay acuerdo 
sobre las posibles soluciones.

La financiación para hacer frente a los dé-
ficits de infraestructura sigue siendo el 
principal desafío para la región. En 2012, 
la Federación Canadiense de Municipalida-
des (Federation of Canadian Municipalities, 
FCM) y la Liga Nacional de Ciudades (Na-
tional League of Cities, NLC) encuestaron a 

sus miembros para determinar el estado de 
las carreteras y los sistemas de agua pota-
ble y residuales.

El “Informe de Infraestructura” (Infrastruc-
ture Report Card) de Canadá fue un pro-
yecto conjunto de la FCM, la Asociación 
Canadiense de la Construcción (Canadian 
Construction Association), la Asociación 
Canadiense de Obras Públicas (Canadian 
Public Works Association) y la Sociedad 
Canadiense de Ingenieros Civiles (Cana-
dian Society of Civil Engineers). De los 346 
ayuntamientos asociados, 123 respondie-
ron a la encuesta, lo que representa apro-

ximadamente la mitad de la población ca-
nadiense. Los encuestados calificaron el 
estado del 30 por ciento de la infraestruc-
tura existente como “mala” o “muy mala”. 
Los costes de reemplazo de estos activos 
ascienden a 171,8 mil millones de dólares 
canadienses.

La encuesta de la NLC se centró en la ade-
cuación de la infraestructura local para 
atender a las necesidades actuales de la 
población de los ayuntamientos obtuvo 
resultados similares. Se obtuvieron res-

91-100%
Proporción de la población 
con acceso a fuentes de agua 
potable mejoradas en 2011

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.
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puestas de 232 ayuntamientos, la mayoría 
informó que las infraestructuras - de agua 
potable, saneamiento, residuos sólidos, re-
ciclaje, electricidad y gas – estaban descui-
dadas y no tenían la capacidad suficiente 
para satisfacer las necesidades actuales. 
Sólo las carreteras y los puentes, la gestión 
del tránsito y las tecnologías de banda an-
cha recibieron calificaciones adecuadas, o 
se consideraron aptas para responder a las 
necesidades actuales.

La complejidad de los sistemas de infraes-
tructura pública descritos en este capítulo, 
y los innumerables desafíos que enfrentan 
estos servicios, requieren que la inversión, 
planificación y la sostenibilidad de las in-
fraestructura en la región se conviertan en 
la máxima prioridad para los responsables 
políticos y demás actores implicados. Si 
no se abordan estos desafíos en Canadá 

y los EE.UU., se pone en riesgo la calidad 
de vida y la competitividad económica de 
la región. Los responsables políticos de 
ambas naciones están dando pasos posi-
tivos para avanzar en esta dirección, sobre 
todo a medida que las economías locales, 
regionales y nacionales emergen de la re-
ciente recesión económica. Sin embargo, 
se necesitan muchas más acciones políti-
cas para mantener y fortalecer la “colum-
na vertebral” del crecimiento económico 
y de la prosperidad de la región. La reco-
mendación general que se deriva de este 
análisis es que cada país debe desarrollar 
e implementar un plan nacional de infraes-
tructura que defina los roles principales, 
responsabilidades y mecanismos de fi-
nanciamiento para los distintos niveles de 
gobierno y otros actores clave en la provi-
sión de servicios públicos.
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AMÉRICA LATINA

En las últimas décadas, se han producido 
mejoras significativas en la cobertura y ca-
lidad de los servicios básicos en América 
Latina. La región ya cumple -o se prevé que 
alcance en breve- los Objetivos de Desa-
rrollo del Milenio en los sectores de agua 
y saneamiento. Sin embargo, todavía hay 
obstáculos que superar para garantizar el 
acceso universal a los servicios básicos de 
calidad. Este informe presenta una visión 
general del papel de los gobiernos locales 
en la prestación de servicios básicos en 
diecisiete países de América Latina.

Los positivos resultados económicos de 
América Latina en la última década, junto 
con las políticas redistributivas estableci-
das en varios países, han dado lugar a una 
disminución relativa de la pobreza en la re-
gión. Sin embargo, todavía existen grandes 
desigualdades económicas y sociales: un 
tercio de la población de la región todavía 
vive en la pobreza y un 13% en la pobreza 
extrema.

Aunque América Latina es uno de los con-
tinentes más urbanizados (el 80% de la po-
blación vive en las ciudades), sigue expe-
rimentando una intensa expansión urbana 
difícil de gestionar. Se estima que las zo-
nas urbanas ganarán otros 90 millones de 
habitantes de aquí al 2020. Las ciudades 
reflejan la heterogeneidad social que ca-

racteriza a la región. Alrededor del 30% de 
la población urbana (138 millones de per-
sonas) vive en barrios marginales y asen-
tamientos informales, que se yuxtaponen 
con áreas residenciales exclusivas y barrios 
cerrados. Esta característica de la región 
tiene importantes consecuencias sobre la 
demanda y la gobernanza de los servicios 
básicos, observándose pronunciadas va-
riaciones en el acceso y la calidad de los 
mismos.

Como se describe en los anteriores informes 
GOLD (2008 y 2011), los procesos de de-
mocratización que se iniciaron en América 
Latina en la década de 1980 fueron acom-
pañados de importantes avances en materia 
de descentralización. A pesar del fuerte cen-
tralismo que todavía caracteriza a los países 
latinoamericanos, estos procesos han trans-
formado la relación institucional entre el go-
bierno central y los niveles sub-nacionales 
de gobierno. Aunque existen todavía graves 
disparidades y contrastes entre los países, 
los gobiernos locales han ido adquiriendo 
una mayor responsabilidad en la prestación 
de servicios, así como capacidades finan-
cieras y profesionales.

Marco institucional  

En la mayoría de países, la legislación 
asigna la responsabilidad de los servi-
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cios básicos a los gobiernos locales. Los 
ayuntamientos latinoamericanos a menudo 
comparten sus responsabilidades de ges-
tión con niveles de gobierno intermedios y 
nacionales. En estos casos  cada nivel de 
gobierno asume determinados aspectos de 
los servicios, aunque en muchos países es 
necesario mejorar la coordinación entre los 
gobiernos locales y los demás niveles. Por 
ejemplo, en el sector del agua, un recien-
te estudio de la OCDE señala importantes 
problemas de coordinación en la formula-
ción de políticas, la gestión del financia-
miento, la mejora de las capacidades técni-
cas, la información y el control.

En las últimas décadas, la mayoría de los 
países han establecido nuevas leyes o re-
gulaciones para mejorar la gestión del agua 
y el saneamiento, el manejo de los residuos 
sólidos (en al menos siete países de la re-
gión) y la creación de organismos regula-
dores encargados de la supervisión de los 
servicios básicos (de agua y saneamiento, 
en particular). La encuesta a las autorida-
des locales llevada a cabo en el desarrollo 
de este informe confirma la necesidad de 
mejorar el marco legal en el que operan los 
gobiernos locales, en particular con res-
pecto a clarificar el reparto de competen-
cias y el marco de cooperación con otras 
partes interesadas (por ejemplo: el sector 
privado).

Acceso a los servicios básicos

En el sector de agua y saneamiento, se ha 
producido una constante ampliación de la 
cobertura a lo largo de los últimos años. Sin 
embargo, del 90% de cobertura con “acce-
so a fuentes de agua mejorada” reportada 
por el la Organización Mundial de la Salud 
y UNICEF en su Informe de monitoreo con-
junto, no menos del 25% proviene de fuen-
tes irregulares. En saneamiento ha logrado 
más de un 80% de cobertura “con infraes-
tructuras mejoradas”, pero el 37% sólo tie-
ne acceso a servicios precarios. También 

se observan diferencias significativas de 
calidad en muchos países. Este déficit es 
especialmente notable en las zonas rurales 
y urbanas desfavorecidas. La capacidad 
de tratamiento de aguas residuales sigue 
siendo baja y, a pesar de las mejoras reali-
zadas, se estima que sólo alcanza el 26,3% 
de la población total de la región.

La recolección de residuos sólidos tam-
bién ha aumentado notablemente en la 
última década, habiendo ampliado la co-
bertura a un ritmo más rápido que la tasa 
de crecimiento de la población. En 2010, 
la recolección de residuos sólidos alcanzó 
al 93,4% de la población, aunque la cali-
dad del servicio y la tecnología utilizada 
presentan escenarios muy variables. De 
los residuos recolectados, sólo el 54,4% se 
procesa en vertederos sanitarios, mientras 
que el 45,3% restante se desecha en verte-
deros a cielo abierto. Por el momento se ha 
observado un progreso limitado   - aunque 
 significativo- en la clasificación y reciclaje 
de residuos, pero el reciclaje informal es 
una práctica muy extendida.

En cuanto al transporte urbano, a partir de 
finales de 1980 se llevó a cabo una des-
regulación del transporte público en casi 
todos los países de América Latina. La 
oferta de vehículos pequeños y medianos 
aumentó, como lo hizo el volumen de pe-
queños operadores privados, lo que supu-
so un deterioro significativo de los servicios 
públicos en detrimento de los usuarios y de 
la ciudad (congestión del tráfico y conta-
minación del aire). Sin embargo, durante la 
última década los gobiernos locales han re-
novado su interés en el transporte público. 
Además de la construcción o ampliación de 
los sistemas de metro (Buenos Aires, Mé-
xico, Panamá, Sao Paulo) y la moderniza-
ción de los trenes suburbanos (en ciudades 
brasileñas, Buenos Aires, Santiago) y tran-
vía (Buenos Aires), las iniciativas más im-
portantes se han centrado en el desarrollo 
autobuses por carriles preferenciales (Bus 
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Rapid Transit-BRT). El punto de referencia 
para esta nueva generación de transporte 
es el Transmilenio en Bogotá, inaugurado 
en 2000, que sirvió de modelo para otras 
metrópolis de la región. Hoy en día, muchas 
de las grandes ciudades de América Latina 
tienen una o varias líneas de este tipo. 

Gestión y financiación de los servicios 
básicos

Gestión
Durante los años 80 y 90, muchos países 
latinoamericanos implementaron políticas 
de desregulación y privatización de los ser-
vicios básicos. La participación del sector 
privado tenía como meta atraer innova-
ciones e inversiones significativas para los 
servicios básicos con el fin de mejorar su 
eficiencia. Como demuestran las encues-
tas realizadas para este informe, las auto-
ridades locales están de acuerdo en que la 
privatización no ha dado lugar a una afluen-
cia masiva de recursos, no ha permitido re-
ducir costes y el grado de transparencia e 
información han sido insuficientes. En los 
años 2000, varios de estos procesos co-
lapsaron afectados por la crisis económica 
(Argentina) o por protestas populares (Bo-
livia).

En América Latina el agua es generalmente 
provista por el sector público. Alrededor de 
un tercio de los países encuestados dispo-
nen de servicios municipales para el sumi-
nistro de agua y saneamiento, incluyendo 
empresas públicas locales que prestan ser-
vicios en las zonas urbanas. La prestación 
en el área rural está dominada por juntas 
de agua (bajo diferentes formas jurídicas 
como asociaciones comunitarias, coope-
rativas, etc.). Los gobiernos regionales de-
sempeñan un papel importante en la pres-
tación de servicios de agua en Argentina, 
Chile, Brasil, México y Venezuela. Por otra 
parte, las empresas nacionales de servicios 
públicos predominan en Costa Rica, El Sal-
vador, Honduras, Nicaragua, Panamá, Pa-

raguay, República Dominicana y Uruguay.
La gestión municipal de los residuos sóli-
dos (por parte de servicios municipales o 
de empresas municipales autónomas) re-
presenta el 50,6% de los servicios de re-
cogida de residuos en la región y el 52,8% 
de su disposición final. Chile es una ex-
cepción: ha otorgado concesiones para la 
mayoría de los servicios de recogida de 
residuos sólidos y sólo se proporcionan 
servicios municipales directamente al 18% 
de la población. En cuanto a la disposición 
final, El Salvador, Colombia y Chile son los 
países que han externalizado los servicios 
en la mayor medida (más del 80%), mien-
tras que en el extremo opuesto Bolivia, 
Ecuador, Guatemala, Honduras, Repúbli-
ca Dominicana y Uruguay proporcionan el 
70% de los servicios directamente a través 
de sus municipalidades. Un cambio im-
portante en la organización del sector es 
el aumento de la cooperación a través de 
asociaciones intermunicipales, instrumento 
que permite lograr economías de escala y 
el cumplimiento de los estándares regla-
mentarios. Estas asociaciones son espe-
cialmente importantes para grandes áreas 
metropolitanas, donde la mayoría de los 
ayuntamientos están urbanizados, o para 
distritos que carecen de suelo para el tra-
tamiento de los desechos. También está 
creciendo la prestación de servicios por 
parte de microempresas, cooperativas y 
ONGs, que representa el 3,3% en términos 
generales y alcanza el 7,8% en las grandes 
ciudades, especialmente en barrios margi-
nales y asentamientos informales.

En general, los servicios de transporte ur-
bano en América Latina se dividen en va-
rios sectores: el sector formal es gestio-
nado por un reducido grupo de grandes 
operadores (ya sean del sector público o 
privado); el resto, más tradicional y que 
comprende una gran parte del transporte 
público urbano, se compone de numero-
sos operadores privados pequeños y, en 
ocasiones, también incluye operadores del 
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94%
Evolución de la cobertura 
de agua potable en zonas 
urbanas en 2011: agua 
potable a domicilio

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.

sector informal. Los proyectos de transpor-
te rápido mediante autobús (BRT) reflejan 
la significativa evolución en la gestión de 
un servicio esencial: los BRT son operados 
por los gobiernos locales en el marco de 
concesiones otorgadas al sector privado. 
En aquellos contextos donde se han intro-
ducido, los BRT han ayudado a cambiar 
la visión de la ciudad, abriendo un cami-
no para la re-apropiación de los espacios 
públicos. En este sentido, simbolizan el 
comienzo de un cambio en las ciudades la-
tinoamericanas. Sin embargo, los sistemas 
institucionales para la gestión integrada del 
transporte siguen siendo débiles, puesto 
que muchas ciudades carecen de los ins-
trumentos de planificación adecuados o 
son incapaces de ponerlos en práctica.

Junto a la gestión pública de los servicios 
por parte de diferentes organismos locales, 
regionales o nacionales, la participación 

del sector privado sigue creciendo. Por lo 
general, la participación privada toma la 
forma de concesiones, establecidas por 
los gobiernos locales, estatales/provincia-
les o centrales. La mayoría de países de 
la región cuenta con leyes, reglamentos y 
normas para la regulación de las diferentes 
formas de partenariado público-privado, 

muchas de las cuales se han establecido 
en la última década. Las características de 
los socios del sector privado varían: pue-
den ser desde grandes multinacionales, 
empresas locales, o nacionales, a organi-
zaciones sin ánimo de lucro, cooperativas 
y pequeños proveedores. También hay un 
sector informal que trabaja en nichos es-
pecíficos (por ejemplo, los recolectores de 
basuras, en el sector del reciclaje y clasifi-
cación de residuos).

Financiamiento 
En las últimas décadas, se han realizado 
grandes esfuerzos para invertir en servicios 
básicos locales en América Latina gracias a 
políticas gubernamentales de extensión de 
las redes de agua potable, de electrificación 
rural, de alcantarillado e infraestructuras de 
saneamiento y de transporte, las cuales han 
contribuido a mejorar el acceso, general-
mente con el apoyo de organismos financie-

ros internacionales (BID, BM, CAF). También 
se han observado mejoras en la financiación 
de los servicios básicos a través del pago 
directo de los usuarios, aunque a menudo 
los servicios siguen subvencionados. Los 
gobiernos locales han contribuido a estos 
esfuerzos mejorando la movilización y ges-
tión de sus propios recursos. Sin embargo, 
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las transferencias de la administración cen-
tral o de niveles de gobierno intermedios son 
el mecanismo más utilizado para mejorar y 
ampliar los servicios básicos. En general, el 
aumento de la inversión ha mejorado los ni-
veles de acceso, aunque la financiación es 
aún insuficiente para satisfacer la demanda 
actual. Las importantes inversiones reali-
zadas en el sector del agua y saneamiento 
en los últimos años han sido insuficientes, 
considerando el ritmo de crecimiento de la 
región. Se estima que en las próximas déca-
das se requerirá una inversión anual media 
de USD 12,5 mil millones para resolver los 
déficits en infraestructuras de agua potable 
y saneamiento en América Latina.

En cuanto a la gestión de residuos, la cues-
tión más preocupante es la insuficiente 
recuperación de costes. Se estima que se 
recupera actualmente el 51,6% del coste, 
lo cual es insuficiente para garantizar su 
sostenibilidad financiera a pesar de la ligera 
mejora observada en los últimos años.

A diferencia de las ciudades europeas, el 
transporte público en las ciudades lati-
noamericanas está menos subsidiado. La 
mayoría de las subvenciones son para fe-
rrocarriles y metros (60%), aunque también 
hay sistemas de bus subvencionados (por 
ejemplo: Buenos Aires, Montevideo, San-
tiago y São Paulo). En casi todos los paí-
ses, las tarifas de transporte están regula-
das por los estados o ayuntamientos.

Seguridad pública, una prioridad

Durante la última década, la violencia y la 
inseguridad se han convertido en temas 
de máxima prioridad pública en la región, 
especialmente en las grandes ciudades. 
Los gobiernos nacionales, regionales y lo-
cales han tenido que hacer frente a situa-
ciones de una complejidad tal que incluso 
han afectado su capacidad para gober-
nar. El gobierno local juega un papel clave 

como impulsor del desarrollo de barrios y 
escuelas seguras y en la regeneración de 
los espacios públicos, aunque es necesa-
rio contar con el apoyo sistemático de los 
demás niveles de gobierno para construir 
relaciones horizontales eficaces entre los 
ciudadanos y la policía. Las organizaciones 
comunitarias se han convertido en actores 
activos en la realización de las tareas de 
alerta, monitoreo e información para preve-
nir la inseguridad y la delincuencia.

Conclusiones

La revisión de las responsabilidades de 
los gobiernos locales y de las entidades 
 sub-nacionales en la prestación de servicios 
locales básicos en América Latina muestra una 
gran diversidad de contextos en toda la región. 
Por un lado, algunas ciudades grandes e inter-
medias cuentan con ayuntamientos que asu-
men un papel de liderazgo en esta materia y 
disponen de una creciente capacidad técnica y 
de recursos que les permiten tener un impacto 
en los diferentes sectores, ya sea a través de 
las empresas de servicios públicos municipales 
o de diferentes modalidades de colaboración 
con el sector privado y la comunidad.

Más allá de estas ciudades líderes, la mayoría 
de los ayuntamientos de la región se encuen-
tran en una situación más débil en términos de 
recursos financieros y capacidades de gestión. 
En estos casos, los servicios suelen presentar 
indicadores de menor calidad y acceso. Los 
ayuntamientos rurales deben hacer frente a de-
safíos aún mayores para satisfacer las necesi-
dades de pequeñas poblaciones dispersas. La 
descentralización de la prestación de servicios 
requiere el establecimiento de estímulos para 
mejorar la cooperación entre pequeños ayun-
tamientos que deben ser impulsados por los 
gobiernos centrales.

A pesar de las dificultades y contextos 
complejos, los gobiernos locales de la re-
gión han jugado un papel importante, qui-
zás decisivo, en la mejora de la cobertura 
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de los servicios básicos, bien sea de forma 
directa, en asociación con otros niveles de 
gobierno, el sector privado o la comunidad. 
Para sostener este desarrollo es importan-
te que esas acciones se integren en planes 
de gestión sectoriales más amplios, coor-
dinados mediante planes de desarrollo ur-
bano estratégicos y/o planes de desarrollo 
territoriales, para fomentar la articulación 
entre las diferentes instituciones y grupos 
de interés y poder establecer objetivos más 
ambiciosos de largo plazo. El porcentaje 
de gobiernos locales que cuentan con una 
planificación adecuada para todos los sec-
tores de servicios básicos es aún limitado.

A pesar de algunas mejoras, las deficien-
cias observadas explican la desigualdad en 
el acceso a los servicios básicos. La frag-
mentación social y espacial en las ciudades 
de la región tiene un impacto directo so-
bre la gestión de los servicios. Por un lado, 
debido a los niveles de pobreza, el acceso 
universal a los servicios sólo se puede ga-

rantizar a través de políticas sociales ade-
cuadas apoyadas en subvenciones, el di-
seño de las cuales debe ser revisado para 
mejorar su equidad en muchos países.

Por otra parte, como ya se ha señalado, las 
autoridades locales se enfrentan al creci-

miento continuo de las periferias urbanas 
(que recibirán 90 millones de personas du-
rante la próxima década), el retraso en la 
provisión de la infraestructura en los barrios 
pobres y la degradación de los centros his-
tóricos.

El impacto creciente del cambio climático 
también está planteando nuevos retos para 
el sector. Aquellas ciudades que se alimen-
tan con agua de los glaciares de montaña 
(La Paz, Arequipa, Quito y Bogotá) han re-
gistrado caídas significativas en los sumi-
nistros de agua, por lo que deben buscar 
nuevas fuentes de agua, y establecer siste-
mas alternativos de almacenamiento tem-
poral y canalizaciones fluviales. También 
existe una necesidad de reducir la vulne-
rabilidad de las infraestructuras frente a los 
fenómenos meteorológicos cada vez más 
extremos (inundaciones y sequías resultan-
tes de El Niño o La Niña) y el impacto de 
los desastres naturales (sobre todo Méxi-
co, América Central, el Caribe y los Andes), 

teniendo en cuenta el riesgo que suponen 
para la población, especialmente para los 
más pobres.

Estos nuevos retos plantean un complejo 
problema financiero para los actuales go-
biernos locales y nacionales. En muchos 

80% Población que vive en zonas urbanas

30% Población que vive en barrios marginales



RESUMEN EJECUTIVO

sectores, las inversiones se deben multipli-
car por tres o cuatro en los próximos años 
para alcanzar los niveles necesarios. Las 
presentes deficiencias requerirán una ma-
yor inversión nacional en estos sectores, 
así como el financiamiento público, privado 
e internacional.

Una vez más, el papel de los gobiernos lo-
cales es clave en todos los niveles: i) para 
impulsar las políticas sociales, orientar y fo-
calizar los subsidios hacia los grupos más 
vulnerables, ii) para mejorar la eficiencia de 
los servicios o empresas municipales con 
el fin de reducir los costes (por ejemplo, la 
disminución de pérdidas, la mejora de la 
productividad de la administración y el uso 
de nuevas tecnologías), iii) para mejorar la 
recaudación de pagos e impuestos loca-
les, movilizar más recursos y asegurar una 
mayor equidad, y iv) para promover una 
cooperación más estrecha, no sólo con el 
sector privado, sino también con pequeños 
proveedores de servicios y el sector infor-
mal. Las políticas de fortalecimiento de la 
gestión local de servicios, en combinación 
con marcos regulatorios más adaptados y 
una mejor colaboración entre los diferentes 

actores y niveles de gobierno, pueden ayu-
dar a reducir la actual falta de financiación.

De acuerdo con este informe, la existencia 
de una política de descentralización ade-
cuada, que con el tiempo permita la par-
ticipación cada vez más activa de los go-
biernos locales, supone una contribución 
directa a la satisfacción de las necesidades 
básicas de las personas. Una gobernanza 
más eficiente requiere de políticas nacio-
nales que promuevan la inclusión social y 
que asuman compromisos con los gobier-
nos locales, promoviendo su intervención 
en el desarrollo de sus comunidades. Ello 
exige un liderazgo local activo y eficiente, 
así como un sector privado comprometido 
con las necesidades de la comunidad.

En definitiva, la mejora del acceso y la ca-
lidad de los servicios locales básicos en 
América Latina depende del fortalecimien-
to del proceso de descentralización y del 
papel de los gobiernos locales, de un ma-
yor volumen de inversiones públicas y una 
mayor cooperación entre las partes intere-
sadas, incluido el sector privado y la ciu-
dadanía.
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ASIA-PACÍFICO

La región Asia-Pacífico está compuesta por 
sesenta y tres países y territorios, con una 
población de 4,2 mil millones de personas - 
más de la mitad de la población mundial. El 
presente informe se ha centrado en diecisie-
te países, representativos de la diversidad 
de la región, pero que no permiten realizar 
generalizaciones aplicables a todos los go-
biernos locales. La región incluye países de 
altos ingresos como Australia y Japón, paí-
ses de ingresos medios en rápido desarrollo 
como India, Indonesia y Tailandia, y países 
de ingresos bajos como Bangladesh y Ne-
pal. En algunos países de ingresos medios 
y bajos, los gobiernos locales se enfrentan a 
grandes desafíos para suministrar los servi-
cios básicos. El 45% de la población vive en 
zonas urbanas, y su número aumenta a una 
tasa de 1,8% anual, generando una fuer-
te presión sobre la demanda de servicios. 
Casi un tercio de la población urbana vive 
en barrios marginales, lo que es indicativo 
de la profundidad de las desigualdades so-
ciales en un contexto de rápido crecimiento 
económico. Pero en los países de bajos in-
gresos, es más de la mitad de la población 
urbana que reside en barrios marginales y 
asentamientos informales, con limitado ac-
ceso a servicios básicos.

A pesar del aumento de la inversión, mu-
chas de las grandes ciudades tienen pro-

blemas de suministro irregular de agua y 
energía, de contaminación del aire y del 
agua o de congestión del tránsito. La pres-
tación de servicios en los pueblos y en las 
ciudades intermedias es aún más deficien-
te en muchos países. Estos problemas se 
agravan por el impacto del cambio climáti-
co y por la frecuencia de desastres natura-
les en la región.

Marco Institucional

En la región Asia–Pacífico, más de un mi-
llón de gobiernos locales proporcionan 
servicios básicos de agua, saneamiento, 
transporte, energía, gestión de residuos 
sólidos, rehabilitación urbana y preven-
ción de desastres – muchas veces en co-
laboración con los gobiernos centrales. La 
distribución de competencias y autoridad 
para gestionar los servicios básicos puede 
seguir tres modalidades: la desconcentra-
ción (como es el caso de China, Pakistán, 
Sri Lanka y Vietnam), la delegación (Ban-
gladesh, Camboya, Fiji, Malasia y Nepal) 
y la descentralización (Australia, India, 
Indonesia, Japón, Corea del Sur, Nueva 
Zelanda y Filipinas). En los sistemas des-
concentrados, el gobierno central asigna 
tareas a las unidades locales que depen-
den jerárquicamente del gobierno central 
dirigidas por funcionarios designados. En 
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los casos de delegación, la autoridad pue-
de estar en manos de autoridades locales 
electas, pero su autonomía en el ejercicio 
de sus funciones es limitada. En los siste-
mas descentralizados, el gobierno central 
transfiere amplios poderes a los gobiernos 
locales para la gestión de los asuntos lo-
cales. China y Vietnam son casos especia-
les donde la gobernanza está centralizada, 
pero las autoridades locales disponen de 
un margen de autonomía que les permite 
ofrecer servicios básicos.

Por lo general, el suministro de agua y sa-
neamiento implica la colaboración entre 
varias agencias del gobierno. Éstas se en-
cargan de la gestión y protección de los 
recursos hídricos, de la construcción de 
infraestructuras y del cumplimiento de los 
estándares de calidad del agua. Las corpo-
raciones  o empresas de servicios públicos 
(también llamadas Special Public Authori-
ties – SPAs, por sus siglas en inglés, o en-
tes paraestatales) disponen de autonomía 
para gestionar y prestar servicios en mu-
chas provincias y grandes ciudades. En los 
pueblos y pequeñas ciudades, el suminis-
tro del agua está en manos de pequeños 
proeveedores, mientras que los sistemas 
de cooperación público-privada (PPP, pu-
blic-private partnership según las siglas en 
inglés) se utilizan más frecuentemente en 
áreas metropolitanas.

En todos los países de la región Asia - 
 Pacífico, los estándares de saneamiento 
son definidos por agencias del gobierno 
central. Frecuentemente, en las grandes 
ciudades los servicios de agua y sanea-
miento son gestionados conjuntamente por 
las mismas empresas públicas o autorida-
des autónomas (las SPAs). En las ciudades 
más pequeñas, donde muchas personas 
utilizan letrinas con arrastre hidráulico y fo-
sas sépticas, los gobiernos locales suelen 
confiar a empresas privadas los servicios 
de saneamiento.

En la mayoría de los países de la región, 
las carreteras se clasifican como nacio-
nales o locales, y son gestionadas por el 
correspondiente nivel de gobierno. Los 
sistemas de transporte incluyen desde 
vehículos privados (coche o moto) has-
ta sistemas de transporte más pesados 
como trenes. Por lo general, las agen-
cias del gobierno central se encargan de 
establecer las políticas de transporte y 
correspondientes normas de seguridad. 
Algunos gobiernos metropolitanos dispo-
nen de redes de autobuses y sistemas de 
transporte por raíl, aunque la mayoría de 
las empresas de autobuses son de pro-
piedad privada.

La principal forma de energía utilizada 
en Asia - Pacífico es la electricidad. Las 
políticas de suministro eléctrico son de-
finidas por el gobierno central o por los 
gobiernos estatales/ provinciales. En al-
gunos países, la electricidad es suminis-
trada por empresas públicas, pero cada 
vez más, esta función es asumida por 
empresas privadas que alimentan con 
energía a las redes nacionales.

En la mayoría de los países de Asia - 
 Pacífico, las políticas de gestión de resi-
duos sólidos son definidas por el gobierno 
central o estatal/ provincial, mientras que 
la recolección es asumida normalmente 
por los ayuntamientos, a través de sus 
servicios de limpieza o de empresas pri-
vadas. En algunas áreas metropolitanas, 
la eliminación de los residuos sólidos se 
gestiona conjuntamente entre varias ciu-
dades y ayuntamientos vecinos. En com-
plemento de los ayuntamientos, muchas 
comunidades y trabajadores informales 
participan también en la recolección, cla-
sificación, recuperación, reciclaje y com-
postaje de residuos sólidos.

La mayoría de los países de Asia -  Pacífico 
han adoptado políticas y programas de 
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Acceso a infraestructuras 
mejoradas de saneamiento 
en áreas urbanas en 2011
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78%

Sudeste 
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Oceanía

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.

mejora de sus barrios marginales. Muchas 
ciudades y ayuntamientos tienen progra-
mas de vivienda, pero, en general, sus es-
fuerzos se ven obstaculizados por la falta 
de recursos y por el uso de normas de pla-
nificación y de construcción inadecuadas, 
la falta de suelo urbanizable y restriccio-
nes legales e institucionales que prohí-
ben asentamientos en terrenos privados. 
A menudo, la mejora de estos barrios es 
asumida por sus mismos habitantes, con 
la ayuda de organizaciones locales o inter-
nacionales.

Ante la creciente frecuencia y gravedad de 
los desastres naturales en muchos países 
de Asia - Pacífico, la mayoría de gobiernos 
centrales han puesto en marcha progra-
mas de prevención de riesgos. Los gobier-
nos locales complementan estos esfuer-
zos con programas de atención a grupos o 
comunidades específicas, especialmente 
aquellas emplazadas en zonas de riesgo. 
Habitualmente, además, los grupos de la 
sociedad civil y las organizaciones comu-
nitarias suelen participar activamente en 
los programas de prevención.

Gestión y financiación

Modelos de gestión
Los modelos de gestión de los servicios 
básicos varían considerablemente en toda 
la región, por lo que se hace difícil generali-
zar. No obstante, se pueden observar algu-
nas pautas comunes.

En los países que enfrentan los mayo-
res retos en la prestación de servicios 
básicos, los gobiernos locales tienden 
a ofrecer servicios a través de sus pro-
pios departamentos internos. La mayoría 

debe hacer frente a problemas técnicos y 
de financiamiento, problemas de gestión 
y falta de transparencia; lo que se traduce 
en una provisión ineficiente o inadecua-
da de servicios. En países con mayores 
ingresos, se utilizan las llamadas SPAs o 
empresas de servicios públicos con gran 
éxito. Su alto grado de autonomía y ca-
pacidad financiera les han permitido asu-
mir la gestión de proyectos que requieren 
mayores inversiones, amplia cobertura 
geográfica, y modos de gestión comple-
jos.
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Un método de gestión de creciente aplica-
ción en la región son los acuerdos de co-
laboración entre gobiernos locales. Estos 
acuerdos suponen la cooperación entre 
varios gobiernos locales para formular y 
aprobar planes de desarrollo, aunar recur-
sos para diseñar y administrar servicios 
básicos (ej. vertederos o plantas de inci-
neración), establecer planes de protección 
ambiental. También se crean mecanismos 
de cooperación entre diferentes niveles de 
gobiernos como los consejos regionales y 
las autoridades territoriales en Nueva Ze-
landa.

El Banco Asiático de Desarrollo (ADB) pro-
mueve también “asociaciones de ciudades 
para el desarrollo” –  City Cluster Develop-
ment (CCD) – en Sri Lanka y la India como 
una forma de colaboración entre gobiernos 
locales que se reagrupan para la gestión 
de infraestructuras urbanas básicas como 
carreteras, agua y saneamiento. Estas ini-
ciativas del ADB promueven economías de 
escala mediante la inversión conjunta en 
infraestructuras, reduciendo los costes de 
transacción, y propiciando la atracción de 
mano de obra calificada y con mayor capa-
cidad gerencial.

Mientras que algunos servicios básicos en 
la región son asumidos por grandes ope-
radores del sector privado en forma inde-
pendiente, en los países de ingresos medio 
se recurre crecientemente al partenariado 
público-privado (PPPs). Por lo general, esta 
colaboración adopta la forma de empresas 

mixtas dónde el gobierno local proporcio-
na el financiamiento inicial y los socios del 
sector privado participan en la codirección. 
El personal extranjero asume, por lo gene-
ral, funciones de dirección técnica, finan-
ciera y de gestión. Las relaciones entre los 
socios se formalizan mediante contratos 
que definen las funciones y responsabili-
dades de ambas partes. A día de hoy, los 
resultados han sido positivos, aunque con 
excepciones.

Muchos gobiernos locales en la región de 
Asia - Pacífico también han desarrollado 
alianzas con ONGs para la prestación de 
servicios básicos. Algunas ONG comenza-
ron como grupos de activistas, críticos de 
las políticas del gobierno, pero en la actua-
lidad cooperan con ellos. Colaboran con 
programas públicos en tareas de gestión 
de residuos sólidos y de saneamiento, de 
vivienda social y de conservación del me-
dio ambiente.

En otros casos, los servicios también son 
asumidos por pequeños operadores del 
sector informal, que atienden las necesi-
dades de los habitantes de bajos ingresos. 
Desarrollan servicios de transporte, reco-
lección de basura, saneamiento, provisión 
de energía y de mejoras en los barrios. 
Por ejemplo, conducen carros y triciclos 
de alquiler en lugares donde no llegan los 
servicios de transporte público; los reco-
lectores y recicladores que se convierten 
en una alternativa ante la falta de sistemas 
de gestión de residuos sólidos municipa-
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les. Pequeñas empresas privadas también 
se encargan del vaciado de fosas sépticas 
donde no hay alcantarillado. Sin embar-
go, estos pequeños operadores no regu-
lados también pueden crear problemas. 
Los proveedores de transporte informales 
contribuyen a la congestión del tráfico, a 
la contaminación del aire e inciden en las 
altas tasas de accidentes; los recolectores 
de residuos sólo recogen aquellos objetos 
útiles, dispersando los demás residuos; los 
vendedores de agua en las zonas margi-
nales a menudo cobran precios más altos 
– y pueden proveer agua contaminada; o 
aquellos que vacían los pozos sépticos que 
pueden volcar los fluidos en ríos y arroyos.

Financiación de servicios básicos
La financiación de las infraestructuras en Asia 
y el Pacífico recae en los gobiernos centrales 
y estatales o provinciales. Los gobiernos lo-
cales tienen poca capacidad para financiar 
el funcionamiento de los servicios  e inver-
tir en infraestructuras. A través de diferentes 
formas de PPP, el sector privado comienza a 
participar en la financiación de infraestructu-
ras, pero la reglamentación es compleja. En 
los últimos años, los bancos locales y otras 
instituciones financieras han aumentado la 
financiación de proyectos locales, pero mu-
chos funcionarios locales son reacios al en-
deudamiento por falta de de experiencia.

De hecho, los procedimientos para acceder 
al crédito son a menudo un obstáculo. El en-
deudamiento es generalmente limitado (por 
ejemplo, no puede superar el 30% del coste 
del proyecto en China, o el 5% del presu-
puesto local en Malasia). En la India y Filipi-
nas, los gobiernos locales deben obtener una 
calificación crediticia por parte de entidades 
públicas y privadas. En todos los países, los 
préstamos internacionales en moneda ex-
tranjera requieren de una garantía del gobier-
no nacional.

La mayoría de los gobiernos locales no 
pueden cobrar impuestos sobre la renta, 

sobre salarios o sobre las ventas. Sólo en 
algunos países los gobiernos locales es-
tán facultados para recaudar el impuesto 
sobre la propiedad. Las tasas sobre acti-
vidades económicas, como los mercados 
públicos, solo permiten cubrir los costos de 
operación y de mantenimiento. En China y 
Vietnam, los gobiernos locales utilizan la 
“plusvalía” del suelo que genera la venta de 
tierras para financiar proyectos de infraes-
tructuras, pero en otros países de la región 
el sector público no tiene la misma facilidad 
para disponer de tierras que no son públi-
cas.

Algunos gobiernos recurren al cobro de ta-
rifas a los usuarios para tratar de asegurar 
la sostenibilidad financiera de los servicios. 
El cobro es más seguro en los sectores del 
transporte, la electricidad y el agua, donde 
el consumo es relativamente fácil de cuan-
tificar. Pero a menudo el cobro es más difí-
cil para los servicios de saneamiento y resi-
duos sólidos, especialmente en los barrios 
marginales.

En Asia - Pacífico, el financiamiento a tra-
vés de PPPs se ha utilizado en proyectos 
de agua y saneamiento, electricidad, trans-
porte y gestión de residuos sólidos. En la 
mayoría de los casos, la inversión es reali-
zada por el sector privado, pero los gobier-
nos contribuyen con aportaciones en forma 
de terrenos públicos, subsidios, incentivos 
fiscales o garantías sobre ingresos públicos 
anuales.

Sin embargo, algunas experiencias de PPP 
en Asia - Pacífico han sido problemáticas. 
Entre los inconvenientes observados cabe 
mencionar: diseños y construcciones so-
bredimensionadas, uso de tecnologías 
costosas, inadecuada planificación (no se 
prevén etapas para reducir costos). Los go-
biernos locales a menudo tienen dificulta-
des para gestionar los proyectos después 
que se finaliza el contrato con el sector pri-
vado porque el personal no ha sido capaci-



RESUMEN EJECUTIVO

tado. Los beneficios de los proyectos tien-
den a distribuirse desigualmente entre la 
población, la población más pobre no pue-
de pagar las tarifas y acceder al servicio. El 
costo del proyecto puede resultar elevado 
si depende de préstamos en moneda ex-
tranjera que están sujetos a la fluctuación 
de las tasas de cambio y a la devaluación 
de las monedas locales.

El acceso a los servicios básicos

De acuerdo a la encuesta de un grupo de 
ciudades de la región Asia – Pacífico, pa-
rece existir una correlación positiva entre el 
grado de descentralización y el nivel de los 
servicios básicos. Sin embargo, el factor 
determinante en el acceso a la mayoría de 
los servicios en la región es el nivel de de-
sarrollo económico, medido por el PIB per 
cápita.

En los países de ingresos altos, como por 
ejemplo Australia, Japón y Corea, casi el 
100% de la población dispone de agua 

corriente y acceso a servicios de sanea-
miento de calidad en sus domicilios. Por 
el contrario, en Bangladesh sólo un 6% de 
la población dispone de agua corriente en 
sus domicilios y en Camboya sólo el 31% 
de la población tiene acceso a “instalacio-
nes de saneamiento mejoradas”. Si bien la 
información proporcionada por el Programa 
de Monitoreo Conjunto (JMP) de la Organi-

zación Mundial de la Salud (OMS) y UNICEF 
sobre la provisión de agua y saneamiento 
en 2012 señala un aumento en la cobertura 
de estos servicios en la región, con un gru-
po de países que van “bien encaminados” 
para alcanzar los objetivos previstos en los 
ODM, en muchos casos esta información 
parece excesivamente optimista ya que los 
porcentajes presentados son superiores 
a las Encuestas demográficas y de salud. 
Los criterios utilizados para definir el acce-
so a “servicios mejorados” pueden inducir 
a error. En muchas ciudades con alta den-
sidad de habitantes, estos criterios no son 
adecuados. El suministro de agua y sanea-
miento en muchas zonas urbanas sigue 
siendo alarmantemente insuficiente. En la 
India, por ejemplo, casi el 20 por ciento de 
la población urbana todavía se ve obligada a 
hacer sus necesidades al aire libre, y menos 
de la mitad tiene acceso a letrinas conecta-
das a sistemas de evacuación. En Karachi, 
Pakistán, el agua solo se suministra durante 
un promedio de cuatro horas diarias.

El consumo de electricidad en Asia - Pacífico 
está igualmente relacionado con los niveles 
de desarrollo económico. Así, en los países 
con ingresos altos la tasa de electrifica-
ción alcanza casi el 100%, mientras que 
los países menos desarrollados cuentan 
sólo con un abastecimiento intermitente. 
En algunos casos, menos de la mitad de 
la población tiene acceso a la electricidad. 

2%
23%

Japón

Bangladesh

Proporción de la población que accedió al 
agua potable en 2011 respecto a 1995 (%)

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.
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Al mismo tiempo, algunas ciudades de 
  Asia-Pacífico con un alto número de habi-
tantes en situación de pobreza (como Ma-
nila) pagan las tarifas de electricidad más 
altas de la región.

El vehículo privado sigue siendo el principal 
medio de transporte en los países de ingre-
sos altos. Algunas ciudades han introdu-
cido trenes de alta velocidad y autobuses 
con carriles exclusivos, pero por lo gene-
ral las tarifas son demasiado altas para las 
personas de ingresos bajos. Una tendencia 
alarmante en muchas ciudades es el rápido 
aumento del uso de motocicletas y vehícu-
los de tres ruedas, que se asocian con altas 
tasas de accidentes y congestión vial.  

La gestión de residuos sólidos sigue siendo 
un problema en la región, a pesar de que, 
en promedio, se generan sólo 1,05 kg de 
residuos por día / persona, en comparación 
con los 4,0 kg promedio de un ciudadano 
norteamericano. Sólo alrededor del 63% de 
los gobiernos locales en la región de Asia - 
Pacífico cuentan con programas de gestión 
de residuos sólidos. Muchas ciudades solo 
disponen de vertederos a cielo abierto en 
lugar de vertederos controlados. El proble-
ma es particularmente grave en las zonas 
marginales que se encuentran desatendi-
das por las administraciones municipales.

Desafíos actuales y emergentes

Si bien la tasa de crecimiento general de la 
población ha disminuído, el aumento per-
sistente de la población urbana en la región 
y sus consiguientes demandas de mejoras 
en la prestación de servicios, continuarán 
desbordando a los gobiernos locales. En 
países con problemas de envejecimiento 
de su población, crecerá la demanda de 
servicios de ayuda a personas mayores de-
pendientes.

Muchas de las economías de los países 
de Asia - Pacífico, especialmente aque-

llas orientadas a la exportación, son más 
vulnerables a la crisis económica mundial. 
El contexto de crisis puede conllevar la re-
centralización de competencias de los go-
biernos locales ante el temor de una mala 
gestión financiera. Esto puede contribuir a 
debilitar la capacidad de los entes locales 
para prestar servicios.

Además, los fenómenos medio-ambientales 
también afectarán la prestación de ser-
vicios básicos en Asia - Pacífico, en par-
ticular por la subida del nivel del mar y el 
incremento de la frecuencia de los desas-
tres naturales. Muchos países de la región 
se encuentran en el “Anillo de Fuego”, con 
frecuentes terremotos. Algunos países in-
sulares del Pacífico pierden terreno debido 
a la subida del nivel del mar. Las ciudades 
portuarias de la región Asia - Pacífico son 
particularmente vulnerables al aumento del 
nivel del mar y a los desastres.

La desigualdad económica y social se in-
crementa entre áreas en crecimiento y 
aquellas más rezagadas, así como la bre-
cha entre los sectores más ricos y pobres. 
Una prueba evidente de esta desigualdad 
son los más de 550 millones de personas 
viviendo en asentamientos precarios. En 
muchas ciudades, una minoría disfruta de 
servicios modernos en comunidades cerra-
das, mientras que la mayoría de los habi-
tantes en barrios marginales carecen de los 
servicios básicos. Esta creciente desigual-
dad puede generar un profundo malestar 
social.

Conclusiones y Recomendaciones

Los gobiernos centrales dominan la pres-
tación de servicios básicos en la región. 
Pero los gobiernos locales están más cerca 
de la población y mejor posicionados para 
desarrollar soluciones locales más adecua-
das. En acuerdo con el principio de subsi-
diariedad, se necesita dotar a los gobiernos 
locales de recursos financieros y de capa-
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cidad de gestión para ofrecer los servicios 
básicos. Para ello, se precisan reformas en 
el sistema de gobernanza, así como en la 
legislación vigente - cambiar los marcos 
institucionales y legales para dejar mayor 
autonomía y responsabilidad a los gobier-
nos locales.

Se debería promover la planificación del 
desarrollo a nivel regional sobre todo en 
las áreas metropolitanas para evitar la frag-
mentación y lograr una mayor coordinación 
y cooperación en la prestación de servicios.
Gracias a su estatus autónomo, los SPAs 
han mostrado ser una alternativa a muchos 
de los problemas de gestión tradiciona-
les en las ciudades – la burocratización, la 
fragmentación administrativa, y el exceso 
de personal. Conjuntamente con los PPPs, 
los SPAs pueden ser mecanismos eficaces 
para la gestión de servicios básicos.

En muchos países de Asia - Pacífico, uno 
de los principales desafíos para los gobier-
nos locales es mejorar de gestión interna 
para fortalecer la provisión de servicios 
básicos. Los gobiernos locales deben de-
sarrollar sistemas de seguimiento y de eva-
luación de las necesidades locales y estu-
diar diferentes opciones, incluyendo mode-
los de prestación de servicios más adap-
tados al contexto local. En varios países 
de la región que se apoyan en tecnologías 
más avanzadas, muchos gobiernos locales 
están cambiando su rol de “proveedor de 
servicios” por el de “compradores de servi-
cios”; mientras que algunas ciudades están 
considerando la “re-municipalización” de 

los servicios básicos, después de largas 
experiencias con operadores privados.

Los gobiernos locales deben promover la 
cooperación entre ellos para incrementar 
sus ingresos y su capacidad de financia-
miento de proyectos de infraestructuras. 
Deben coordinarse para mejorar la gestión 
de la fiscalidad sobre la propiedad, las ta-
sas de imposición y desarrollar programas 
para mejorar la recaudación de impuestos. 
Promover la inversión mediante incentivos 
fiscales. Aunar recursos les permitiría me-
jorar su solvencia crediticia y la solicitud de 
préstamos en mejores condiciones para in-
vertir en grandes proyectos de infraestruc-
tura. 

Los servicios básicos locales deben ser 
prestados de manera equitativa, atendien-
do especialmente las necesidades de los 
colectivos pobres y marginados. Las inicia-
tivas de ONG y de las organizaciones co-
munitarias deberían integrarse a los meca-
nismos de provisión pública. Por otro lado, 
la participación activa de todos los secto-
res de la sociedad es un factor importante 
para la prestación de servicios. En muchos 
países de Asia -  Pacífico, la consulta a los 
ciudadanos ha demostrado ser útil, tanto 
para la formulación de programas como 
para la posterior evaluación de los mismos.
La creación de “ventanillas únicas de aten-
ción al usuario” por parte de los gobiernos 
locales debe fomentarse, para facilitar la 
obtención de información sobre servicios y 
responder a las quejas y sugerencias de los 
usuarios.
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EURASIA

Tras la desintegración de la Unión Soviéti-
ca, los países de Eurasia que se examinan 
en el presente informe (Armenia, Georgia, 
Bielorrusia, Kazajstán, Kirguistán, Molda-
via, Rusia, Tayikistán, Ucrania y Uzbekistán) 
contaban con una oferta de servicios bási-
cos suficientemente desarrollada: infraes-
tructuras de agua y saneamiento, redes ur-
banas de calefacción y transporte público. 
La proporción de población con acceso a 
estos servicios era casi comparable a la de 
los países desarrollados.

Aunque la infraestructura creada durante 
el período soviético se caracterizó por una 
elevada intensidad de capital y consumo 
de energía, la prestación de servicios era 
fiable. En ese momento, el principal incon-
veniente se derivaba del diseño de las ins-
talaciones que contemplaba un consumo 
irrazonablemente alto de agua o de cale-
facción. Esto generaba un gasto muy supe-
rior al nivel de ingresos derivados del cobro 
de tarifas al usuario para la provisión de los 
servicios y el mantenimiento de las infraes-
tructuras. 

A diferencia de otros servicios básicos, du-
rante el régimen soviético se prestó poca 
atención a la gestión de los residuos só-
lidos. Sus instalaciones eran financiadas 
con transferencias del presupuesto estatal, 
mientras que los costes de operación eran 

en su mayoría cubiertos por altas tarifas 
asumidas por los usuarios industriales so-
bre la base de subvenciones cruzadas.

La desintegración de la URSS provocó 
numerosos cambios estructurales para el 
sector público en la región. La no renova-
ción de ningún tipo de activos fijos provocó 
el deterioro de la calidad de los servicios 
públicos, así como el aumento del número 
de accidentes en sus instalaciones y redes. 
En muchas ciudades, los servicios de su-
ministro de agua se hicieron insostenibles. 
Las instalaciones de tratamiento de aguas 
residuales y de desechos sólidos dejaron 
de funcionar. Los servicios de calefacción 
urbana se interrumpieron en muchas ciu-
dades de la región del Cáucaso y de Asia 
Central, incluidas las capitales.

A lo largo de la última década, la degrada-
ción de la infraestructura de los servicios 
públicos se ha detenido y, en cierta medida, 
revertido en la mayoría de los países. Los 
gobiernos de la región han adoptado una 
serie de medidas legislativas, instituciona-
les y económicas encaminadas a reformar 
los servicios urbanos básicos, proporcionar 
incentivos para mejorar la eficiencia en la 
prestación y fomentar un entorno propicio 
para la participación pública. A pesar de 
estos esfuerzos, la prestación de servicios 
públicos a menudo no alcanza los niveles 
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84% Asia Central 
y el Cáucaso

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.

Población urbana con agua 
potable a domicilio en 2011

logrados durante el período soviético. Por 
ejemplo, las ciudades capitales de Armenia 
(Ereván) y Georgia (Tiblisi) tienen grandes 
dificultades para la prestación de servicios 
de calefacción. 

Marco institucional

En la mayoría de los países de la región 
de Eurasia, los gobiernos locales son res-
ponsables de la provisión de agua y sa-
neamiento (con la excepción de Armenia y 
Georgia), del suministro de calefacción ur-

bana (con la excepción de Moldavia y Ta-
yikistán), de la gestión de residuos sólidos, 
y de los servicios de transporte urbano de 
pasajeros. Una encuesta realizada a repre-
sentantes de ciudades de Rusia, Armenia, 
Georgia, Ucrania, Moldavia, Kirguistán, Ka-
zajstán, Tayikistán y Uzbekistán reveló que 
la responsabilidad sobre la prestación de 
servicios básicos recae sobre los gobier-
nos municipales en un 88% de los casos. 
Los gobiernos centrales y regionales de- 
sempeñan un papel menor.

Al mismo tiempo, en la mayoría de los paí-
ses, casi toda la regulación de los servicios 
básicos es responsabilidad del gobierno 

central (con la excepción de los residuos 
sólidos y de los servicios de transporte de 
pasajeros, en algunos países). Los poderes 
públicos estatales o regionales, u organis-
mos reguladores nacionales especialmente 
creados, son los encargados de gestionar 
las políticas tarifarias de los servicios pú-
blicos.

En la mayoría de países de la región, las 
reformas en favor de la descentralización y 
del desarrollo de la autonomía local tienden 
a deshacerse de la excesiva centralización 

heredada de la época soviética, en lugar de 
buscar las ventajas de una adecuada dis-
tribución de competencias entre los distin-
tos niveles de gobierno. Como resultado de 
tales reformas muchas autoridades locales 
tuvieron que asumir la responsabilidad de 
la prestación de servicios básicos, sin tener 
las competencias ni los recursos necesa-
rios para hacerlo con éxito.

Acceso a los servicios básicos

En la década de 1990, los países de la re-
gión de Eurasia fueron testigos de un des-
censo generalizado en el acceso a los ser-
vicios públicos, así como en la calidad del 
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servicio. Sin embargo, como se ha señala-
do, en la última década la situación se ha 
estabilizado y muestra algunos signos de 
mejora.

Abastecimiento de agua y saneamiento
El acceso a servicios de agua y saneamien-
to varía mucho en toda la región. Más del 
75% de la población urbana en Rusia, Bie-
lorrusia, Armenia, Kazajstán, Uzbekistán y 
Ucrania tiene acceso a servicios de agua 
y saneamiento. La mayor proporción de 
población urbana y rural con acceso a un 
suministro centralizado de agua y sanea-
miento se encuentra en Rusia, y alcanza el 
100% en las ciudades y el 96% en peque-
ños pueblos (menos de 10.000 habitantes); 
pero incluso en este caso sólo el 31% de 
los asentamientos rurales tienen acceso a 
agua corriente. Las tasas de acceso a ser-
vicios de alcantarillado sanitario en Rusia 
son del 100% en las ciudades, del 82% 
en pueblos pequeños y del 6% en asenta-
mientos rurales.

Más de la mitad de la población en Kirguis-
tán y Uzbekistán no tiene acceso a fuentes 
seguras de agua potable, y una parte im-
portante de la población urbana y rural ob-
tiene agua dentro de una franja horaria de-
terminada (ya sea distribuida por tuberías o 
por camión). En Georgia, la mayoría de los 
asentamientos también sufren suministros 
de agua irregulares. El acceso inadecuado 
al agua potable es un problema significati-
vo en Moldavia y Tayikistán, especialmente 
para la población pobre y rural. El acceso 
a servicios de saneamiento mejorados (con 
alcantarillado, letrinas de pozo cubiertas 
con una losa de cemento o inodoros co-
nectados a fosas sépticas) es insuficiente 
en Asia Central.

Suministro de calefacción
Los sistemas de suministro de calefacción 
urbana, que funcionan a partir de vapor de 
agua canalizado o agua caliente provenien-
te de plantas centralizadas, son muy utiliza-

dos en Rusia, Ucrania, Bielorrusia, Kazajs-
tán, Uzbekistán y Kirguistán. Más del 70% 
de las viviendas cuenta con estos sistemas 
en Rusia, más del 60% en Ucrania, y por 
encima del 50% en Bielorrusia y Kazajstán. 
De acuerdo con las políticas nacionales, los 
países planean aumentar gradualmente la 
proporción de población urbana con acce-
so a las redes urbanas de calefacción me-
diante la construcción de plantas de ener-
gía térmica y la introducción de tecnologías 
innovadoras de alto rendimiento.

Servicios de transporte público
En todos los países de la región, con ex-
cepción de Kazajstán, se ha producido un 
descenso en la calidad y el uso del trans-
porte público como consecuencia de fac-
tores tales como el aumento de las tarifas, 
el deterioro del servicio y los niveles cre-
cientes de automóviles individuales. En las 
últimas dos décadas, el único medio de 
transporte que ha recibido inversión son 
los metros. 

Manejo de residuos sólidos
Por lo general, la gestión de residuos en Eu-
rasia se limita a la recolección y transporte 
de los desechos domésticos, que son des-
cargados en vertederos. Los residuos no 
son «gestionados» en el sentido moderno 
del término. Los retrasos en la recolección, 
los vertederos irregulares o el vertido ilegal 
son problemas comunes en la mayoría de 
los países de la región.

La normativa en materia de gestión de re-
siduos en la región euroasiática se centra 
principalmente en la prevención de la con-
taminación ambiental, más que en atender 
al uso y reciclaje de los residuos sólidos. La 
mayoría de los países carecen de un sis-
tema de recogida selectiva para los dife-
rentes tipos de residuos. Sin embargo, va-
rias ciudades de Rusia, Ucrania, Kazajstán, 
Bielorrusia y Uzbekistán han comenzado a 
poner en práctica la recolección selectiva, 
la clasificación y el reciclaje.
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Gestión y financiación

Modelos de gestión
En Eurasia, se observa una evolución favo-
rable de los modelos de gestión. La mayo-
ría de las autoridades locales seleccionan 
el modo de gestión que consideran más 
adecuado para la gestión de los servicios 
básicos. Pero generalmente carecen de la 
facultad para fijar las tarifas de los servi-
cios, lo que les dificulta el cumplimiento de 
sus responsabilidades en materia de sumi-
nistro.

En casi todos los países de la región, las 
instalaciones de agua y saneamiento son 
propiedad de los ayuntamientos o adminis-
traciones de nivel superior. En Kirguistán, 
Tayikistán, Ucrania, Bielorrusia y Rusia, la 
mayor parte del agua es proporcionada por 
empresas públicas estatales o municipa-
les. En Armenia y en Georgia, los sistemas 
de abastecimiento de agua y saneamiento 
son gestionados por operadores privados. 
En Rusia, los operadores privados propor-
cionan servicios de agua y saneamiento al 
25% de la población en virtud de contratos 
de PPP.

El suministro de calefacción es variable en-
tre los países euroasiáticos. En Rusia, Ka-
zajstán, Uzbekistán, Ucrania y Kirguistán, la 
gestión de la calefacción presenta muchas 
diferencias, algunos segmentos están bajo 

el control de diferentes propietarios, inclu-
yendo sociedades anónimas (privatizadas 
o con una participación del Estado) que po-
seen fuentes combinadas de calefacción y 
electricidad y redes para su distribución, y 
empresas de propiedad estatal o municipal 
que, en general, poseen plantas de calor de 
baja potencia (salas de calderas municipa-
les) y redes de distribución de calor. En Bie-
lorrusia y Tayikistán, es común la distribu-
ción de calefacción mediante proveedores 
integrados verticalmente, cuya actividad es 
regulada por el gobierno central y operada 

localmente; aunque en la actualidad esta 
situación es menos habitual que en la épo-
ca soviética.

Los modelos de gestión de los residuos só-
lidos varían según los países. En Uzbekis-
tán y Kirguistán, este servicio es prestado 
por agencias municipales o empresas pú-
blicas de los gobiernos locales. En algunas 
ciudades, principalmente en Uzbekistán, 
Rusia, Ucrania, Kazajstán, Armenia y Geor-
gia, los gobiernos locales cuentan con ope-
radores privados para la recogida y elimi-
nación de residuos sólidos.

En el ámbito del transporte público, la pro-
porción de transporte de titularidad mu-
nicipal es pequeña - todos los vehículos 
eléctricos y algunos autobuses. Los opera-
dores privados dominan el mercado de au-
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tobuses y taxis. Los gobiernos municipales 
suelen buscar la participación privada para 
la prestación de servicios de transporte de 
pasajeros, con el objetivo de incentivar la 
competencia.

Financiación
Independientemente de su forma de ges-
tión (estatal, municipal o privada), la mayo-
ría de las empresas que prestan servicios 
básicos en los países de la región tienen 
problemas de financiación. La encuesta di-
rigida a las autoridades locales reveló que 
los representantes de todas las ciudades 
opinan que existen graves problemas fi-
nancieros para la provisión de servicios 
básicos: el 31% de los encuestados infor-
maron de la falta de fondos para cubrir las 
operaciones básicas; el 53% destacó que 
los fondos disponibles apenas cubren los 
costos de operación corrientes; y sólo el 
16% confirmó que las empresas y la ciu-
dad tienen fondos suficientes para cubrir 
los costos e inversión.

El papel del sector privado en la presta-
ción de servicios públicos
En la región de Eurasia, los operadores pri-
vados participan de la prestación de ser-
vicios públicos, bajo diferentes formas de 
partenariado público-privado (PPP), prin-
cipalmente en Rusia, Ucrania y Armenia. 
En los últimos años, se han establecido las 
condiciones jurídicas e institucionales ne-
cesarias para la ejecución de proyectos de 
PPP. La legislación de Kazajstán también se 
está orientando hacia el desarrollo de me-
canismos de PPP, y se planea implementar 
proyectos piloto en el sector del suministro 
de calefacción urbana en 2013.

Las fórmulas de participación privada más 
utilizadas en el sector de los servicios pú-
blicos son los contratos de leasing. Bajo 
este modelo, el arrendatario asume la res-
ponsabilidad de la gestión y del cobro del 
servicio. Las autoridades siguen siendo 
responsables de las inversiones, utilizando 

para ello -total o parcialmente- el pago del 
arrendatario. Según los contratos de lea-
sing, también hay casos en los que el ope-
rador privado es además responsable de 
las inversiones. 

En términos de desarrollo de PPP, los paí-
ses de Eurasia se pueden dividir en cuatro 
grupos:

Armenia y Rusia: La participación de em-
presas privadas en el sector de agua y sa-
neamiento es común en estos países. A pe-
sar de las diferentes formas de cooperación 
entre las empresas y las autoridades, en 
general los partenariados  público-privados 
han tenido éxito.

Georgia, Kazajstán y Ucrania: Reciente-
mente, estos países se han esforzado por 
atraer a las empresas privadas al sector de 
los servicios públicos. Sin embargo, la par-
ticipación privada en el sector es aún poco 
frecuente, con sólo algunos ejemplos.

Kirguistán, Moldavia, Tayikistán y Uzbekis-
tán: En estos países, la participación del 
sector privado en la provisión de servicios 
básicos es inexistente o muy modesta. Sin 
embargo, existe una base sólida para la 
participación del sector privado debido a la 
descentralización de la gestión de los ser-
vicios públicos.

Bielorrusia: En este país, el sector de los 
servicios públicos es gestionado de forma 
centralizada. Todas las responsabilidades 
recaen sobre la autoridad estatal. No exis-
te participación privada en el sector de los 
servicios públicos y, por otra parte, sería 
imposible su participación sin la realización 
de cambios institucionales radicales.

Desafíos presentes y emergentes 

A pesar de los importantes esfuerzos pa-
ra reformar el sistema de servicios básicos 
y mejorar su eficiencia en la región, que-
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da un largo camino por recorrer para resol-
ver el problema del acceso universal a los 
servicios básicos de calidad. Los mayores 
obstáculos son: el precio de la energía en 
constante aumento, una financiación in-
adecuada y el deterioro substancial de la 
infraestructura debido a la falta de apoyo 
de los niveles de gobierno superiores.

El aumento del precio de la energía en el 
sector de los servicios públicos ha impli-
cado que los ingresos provenientes de las 
tarifas de los usuarios sean destinados a 
cubrir las subidas de precios, en lugar de 
ser invertidos en la reparación o mejora de 
la infraestructura.

La escasez crónica de financiación para 
los servicios públicos es una de las causas 
principales de su baja eficiencia. Las tari-
fas y el nivel de pago de los usuarios son 
muy bajos en algunos países (sobre todo 
en Asia Central), lo que significa que las 
inversiones necesarias para mejorar la efi-
ciencia de los servicios son imposibles. La 
mayor parte de los ingresos de los provee-
dores de servicios básicos proviene de las 
tarifas al usuario, y el resto se cubre con la 
ayuda de las transferencias del Estado. La 
inversión por parte de fuentes privadas es 
todavía insignificante.

En la mayoría de los casos, la infraestruc-
tura de los servicios básicos es obsoleta 
y no cumple con los requisitos para una 
prestación sostenible de servicios básicos 
de calidad. Esto también ha dado lugar a 
crecientes accidentes, interrupciones en la 
prestación de los servicios, un exceso en 
el gasto de mantenimiento, y un uso inefi-
ciente de la energía y de los recursos. El 
deterioro de la calidad de los servicios ob-
servado en los últimos años en la región es, 
por regla general, el primer signo que las 
infraestructuras no se han mantenido ade-
cuadamente.

La importancia de garantizar un suministro 
ininterrumpido de agua y de reducir la con-
taminación aumentará como consecuencia 
del cambio climático global. Algunos paí-
ses de la región ya están experimentando 
una grave escasez de agua (Kazajstán, 
Turkmenistán y Uzbekistán). Esta escasez 
es incluso un problema para algunas regio-
nes en países «ricos en recursos hídricos» 
(por ejemplo, partes del sur de la Federa-
ción Rusa y Ucrania). 

Conclusiones y recomendaciones

Descentralización
En la actualidad, la mayoría de los países de 
la región se encuentran sumidos en proce-
sos de recentralización. Las declaraciones 
gubernamentales referentes a la descen-
tralización de los servicios básicos están 
en contradicción con la centralización ob-
servada en la práctica. La transferencia 
de competencias debe ir acompañada de 
reformas administrativas y financieras. La 
descentralización también requiere la cofi-
nanciación de los servicios básicos a nivel 
local, así como el diseño de una política ta-
rifaria que tenga en cuenta la capacidad de 
pago de los usuarios. El pequeño tamaño 
de los servicios a nivel local y la falta de ca-
pacidad deben ser considerados, y pueden 
ser mejorados mediante el desarrollo de la 
cooperación horizontal entre ayuntamien-
tos, así como el establecimiento de parte-
nariados con el sector privado. Los proble-
mas no se solucionarán re-centralizando 
las decisiones.

Aumentar la financiación de los servicios 
básicos y mejorar el clima de inversión
Atraer la inversión hacia los servicios bási-
cos es esencial para mejorar su nivel y cali-
dad. El principal reto en la región es mejorar 
la regulación de tarifas, aumentar la recu-
peración de costes a través de tarifas a los 
usuarios, y mejorar las políticas de subsi-
dios del Estado hacia los hogares de bajos 
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ingresos. Además, para mejorar el clima de 
inversión, es necesario crear un sistema de 
incentivos para que los operadores de ser-
vicios reduzcan los gastos, modernicen su 
funcionamiento y mejoren el nivel y la cali-
dad de los servicios. La definición de tarifas 
adecuadas y de mecanismos de apoyo a 
los sectores pobres de la población es fun-
damental para garantizar la sostenibilidad 
financiera de los servicios básicos. 

Priorizar el mantenimiento
Es fundamental para prevenir la obsoles-
cencia y el deterioro de las infraestructuras 
mediante su reparación y renovación; el re-
traso de la inversión sólo implicará el au-
mento de costes.

Mejorar la gobernanza multinivel
Muchos de los desafíos en la prestación de 
servicios básicos son de interés tanto local 
como nacional. La accesibilidad y la cali-
dad de los servicios básicos en los países 
de Eurasia son decisivos, pero su mejora no 
debe resultar en la centralización y la con-
centración de poder en el ámbito estatal. 
Por el contrario, se debe promover al de-
sarrollo de políticas equilibradas basadas 
en la descentralización de responsabilida-
des y recursos, con reformas legislativas y 
programas nacionales para reforzar el nivel 
local mediante la creación de mecanismos 
que fomenten el desarrollo y la moderniza-
ción de los servicios.      
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EUROPA

Por su número de habitantes, Europa ocu-
pa un lugar intermedio si se la compara 
con otras regiones del mundo, pero por ser 
más pequeña en superficie, la densidad de 
población es más alta que la media de las 
otras regiones. Los países europeos se ca-
racterizan por una larga tradición de libre 
administración de las autoridades locales y 
de los servicios públicos. Este informe pre-
senta una visión global sobre el suministro 
de servicios básicos en la Unión Europea y 
en otros tres países no miembros.

En todos los países de Europa, las auto-
ridades locales tienen responsabilidades 
en la prestación y gestión de los servicios 
públicos básicos. De hecho, los servicios 
básicos locales son una dimensión funda-
mental de la autonomía local.

En Europa, los servicios básicos que se ana-
lizan a continuación son considerados como 
“servicios públicos” o “servicios de interés 
general” (SIG). Su naturaleza y evolución 
son el resultado de la historia, de las tradi-
ciones, de la cultura y de las instituciones 
de cada país. La definición de lo que son los 
servicios públicos básicos, de su cobertura 
geográfica, de cuál es la autoridad respon-
sable, de su naturaleza económica, de los 
modelos de gestión que se utilizan para su 
provisión (público, mixto, privado o asociati-
vo) varían en cada país de Europa.

A pesar de la diversidad nacional, existe en 
Europa una profunda unidad en relación a 
los servicios públicos básicos. En todos los 
Estados europeos, estos servicios están 
sujetos no solo a reglas de competencia y 
de mercado, pero también están organiza-
dos y regulados siguiendo normas que per-
siguen los siguientes objetivos: garantizar 
el derecho de acceso a todos los habitan-
tes a los bienes y servicios esenciales, pro-
mover la solidaridad, fomentar la cohesión 
económica, social y territorial, planificar a 
largo plazo, y crear las condiciones para un 
desarrollo sostenible –económico, social y 
medioambiental. Estos objetivos de interés 
general conforman el sistema de valores 
que caracteriza a todos los Estados euro-
peos y son un valor común a toda Europa.

Tres factores mayores participan de la in-
tegración de los servicios públicos en la 
región: 

 � La historia, las tradiciones y las institu-
ciones nacionales, que siguen marcan-
do los modos de organización y regu-
lación; 

 � Las lógicas sectoriales: es decir, las 
telecomunicaciones, la electricidad, el 
agua y los transportes no pueden orga-
nizarse de la misma manera y siguiendo 
las mismas normas;

 � El proceso de “europeización” de los 
servicios públicos básicos de los últimos 
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25 años. Esto no significa que todos los 
servicios estén regulados u organizados 
de forma idéntica (principio de subsidia-
riedad).  - La europeización está vincu-
lada a las tradiciones nacionales y a las 
especificidades de cada sector.

 � Hoy en día, hay un acervo europeo en el 
ámbito de los servicios públicos (servicios 
de interés general) que define el marco 
organizativo de los servicios básicos, y 
ofrece claras garantías para los gobiernos 
locales [véase el resumen de 10 puntos, 
cuadro 1 en el informe completo]. 

Marco institucional

En Europa, los servicios básicos se en-
cuentran en el centro de múltiples y com-
plejas tensiones entre: 

 � la integración de un mercado interior 
común - a menudo idealizado, tenien-
do en cuenta que los servicios públicos 
están situados en territorios concretos y 
tienen objetivos específicos; 

 � las obligaciones de servicio público 
(tanto generales como específicas para 
cada sector) para llevar a cabo las “mi-
siones” y para cumplir los objetivos de 
interés general definidos por las autori-
dades públicas; 

 � el principio de subsidiariedad y las 
competencias compartidas entre los 
distintos niveles de gobierno (europeo, 
nacional, regional y local), para ofrecer 
la mejor respuesta posible a cada si-
tuación y según las necesidades, con-
tribuyendo a la solidaridad nacional y 
europea; 

 � el objetivo de cohesión económica, so-
cial y territorial de la Unión Europea. 

Los servicios públicos básicos siguen sien-
do definidos, organizados, implementados, 
financiados, controlados y regulados en el 
marco de condiciones políticas, adminis-
trativas, económicas, territoriales, demo-
gráficas y culturales diversas. 

En casi todos los países europeos, la ges-
tión del agua y del saneamiento se en-
cuentra bajo la jurisdicción de los ayunta-
mientos u otras autoridades locales. Los 
ayuntamientos también son generalmente 
responsables de la colecta y el transporte 
de los residuos sólidos. Su reciclaje, trata-
miento y eliminación pueden ser competen-
cia de diferentes autoridades. Las respon-
sabilidades también pueden depender de 
diferentes niveles de gobierno en función 
del tipo de residuos. En algunos casos, la 
(re)organización de los servicios de elimina-
ción de residuos está condicionada por las 
normas ambientales, cada vez más riguro-
sas, impuestas por la legislación europea. 
El transporte urbano es generalmente una 
responsabilidad de las ciudades. Cabe re-
cordar que el 70% de la población europea 
vive en zonas urbanas. Las competencias 
de las autoridades locales en materia de 
electricidad son limitadas en la mayoría de 
los países, a pesar de una creciente ten-
dencia hacia la localización de las políticas 
energéticas.

El proceso de europeización de los servi-
cios públicos básicos ha generado normas 
comunes que establecen un marco para la 
“libre administración” de las autoridades 
nacionales, regionales y locales en cada 
sector. También se han adoptado reglas 
transversales que afectan más específica-
mente el financiamiento de los servicios 
públicos y los regímenes de contratación 
pública.

Los Estados miembros de la UE y los go-
biernos sub-nacionales son libres de deci-
dir el modelo de gestión utilizado para la 
prestación de servicios públicos básicos. 
La Unión Europea es neutral en la cuestión 
de la propiedad de los proveedores de ser-
vicios básicos.

Hay una tendencia general hacia compar-
tir competencias y responsabilidades entre 
los diferentes niveles de gobierno y entre 
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diferentes instituciones; aunque existen di-
ferencias en la intensidad y en la magnitud 
de estos procesos en cada país y región, 
así como en los sectores en los que se 
producen estos procesos. La cooperación 
puede darse de forma vertical (entre nive-
les), horizontal (dentro de un mismo nivel), 
intersectorial, o por combinación de las 
tres dimensiones. Así, en Europa, los ser-
vicios públicos básicos dependen cada vez 
más de una “gobernanza multinivel”.

Esto implica el desarrollo de relaciones de 
cooperación y alianzas, la definición del te-
rritorio pertinente para cada servicio y, so-
bre esta base, el desarrollo del concepto de 
“autoridad organizadora” de los servicios 
públicos básicos. La autoridad organiza-
dora no tiene una competencia exclusiva; 
para la realización de su tarea debe esta-
blecer relaciones con las autoridades pú-
blicas a diferentes niveles.

Estas tendencias ponen en evidencia los 
desafíos de la acción pública para mejorar 
las relaciones y la convergencia, desde el 
nivel micro/ local al europeo, sin caer en 
relaciones jerárquicas. Los gobiernos na-
cionales siguen desempeñando un papel 
clave. El reto es combinar la “autonomía”, 
la subsidiariedad y la solidaridad. 

Gestión y financiación

Modelos de gestión
En Europa, hay una gran diversidad de mo-
dos de gestión de los servicios públicos 
básicos, moldeados por la historia, la evo-
lución nacional y regional, las característi-
cas sectoriales, el impacto del proceso de 
europeización, la globalización y las orien-
taciones de la “nueva gestión pública”.

Históricamente, en la mayoría de los países 
europeos, los servicios públicos básicos 
fueron organizados, prestados y financia-
dos por las autoridades públicas locales; 
aunque en algunos países se delegó su 

gestión a actores independientes o priva-
dos (como en Francia, por ejemplo, para 
los servicios de distribución de agua y 
transporte). En el norte de Europa, su his-
toria y tradiciones explican la amplitud de 
competencias de las autoridades locales 
sobre los servicios sociales y básicos. El 
modelo alemán, en cambio, se ha carac-
terizado por un sistema de gestión pública 
particular con empresas de servicios múl-
tiples (Stadtwerke), lo que les permite una 
redistribución de los recursos entre los di-
ferentes servicios locales (las ganancias en 
la distribución de electricidad o del agua se 
utilizan para financiar el transporte, o los 
servicios sociales o culturales). Los países 
de Europa Central y Oriental tienen carac-
terísticas específicas que resultan de la 
transición hacia la democracia y hacia una 
economía de mercado durante los años 
1990. Sus instituciones se han adaptado 
para cooperar con el sector privado y con 
organizaciones sin ánimo de lucro para la 
prestación de servicios básicos locales.

Aunque se pudiera hablar de “modelos na-
cionales”, las reformas de los últimos 25 
años en la organización de los servicios pú-
blicos básicos los han desestabilizado, ge-
nerando una situación más compleja. Una 
hibridación está en marcha, lo que significa 
que “los modelos paradigmáticos” ya no 
existen. En la actualidad, la gama de mo-
delos de gestión varía mucho entre países 
y sectores. En muchos campos, la gestión 
pública de los servicios locales sigue sien-
do dominante, ya sea de forma directa, en 
colaboración con otras administraciones 
públicas o a través de empresas públicas. 
El partenariado público-privado también se 
ha difundido promovido por las orientacio-
nes de la “nueva gestión pública”.

En agua y el saneamiento, los servicios son 
administrados por las autoridades públi-
cas en casi todos los países miembros de 
la UE. Sólo el 26% de estos servicios son 
proporcionados por operadores privados, 
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cubriendo el 23% de la población europea. 
Existen sólo dos países en los que más de 
la mitad de la población recibe servicios 
de empresas privadas: Francia -a través 
de la gestión delegada, un legado del siglo 
XIX-; y en Inglaterra y Gales -donde toda la 
 infraestructura y la gestión fue privatizada 
en la década de 1980-. El mercado euro-

peo del agua está muy fragmentado, com-
puesto por decenas de miles de operadores 
diferentes. Tradicionalmente, las empresas 
públicas de agua estaban organizadas a ni-
vel de cada autoridad local y, por lo tanto, 
son proveedores de pequeño tamaño - a 
 diferencia de otros servicios de red, como la 
electricidad o las telecomunicaciones. Aun-
que se han producido reagrupamientos, las 
empresas públicas de este sector no son 
empresas transnacionales. En algunos ca-
sos, las autoridades públicas locales han 
decidido iniciar la remunicipalización de al-
gunos servicios locales (París, Bergkamen). 

En el campo de los residuos sólidos, la 
prestación de servicios incluye modelos de 
gestión pública y delegada, con operado-
res públicos, mixtos o privados autorizados 
para algunos o todos los servicios. Algunos 
países cooperan en materia de eliminación 
de residuos. En Francia, Alemania y el Rei-

no Unido, los operadores públicos y priva-
dos tienen un peso más o menos similar en 
la recogida y tratamiento de residuos urba-
nos. Algunas empresas municipales también 
operan en diferentes países europeos. 

Hoy en día, de acuerdo con la legislación en 
vigor en Europa y una vez definidos los ob-

jetivos y la finalidad del servicio, la autoridad 
organizadora puede elegir entre una gestión 
directa o interna y una gestión delegada a un 
operador externo por medio de un contrato.

No se ha demostrado que un modelo de 
gestión sea superior a otro: la documenta-
ción existente muestra que no hay un mode-
lo único de gestión que sea universalmente 
superior, ni la externalización, ni la (re)munici-
palización, ni la privatización. La elección en-
tre la externalización y la  re-municipalización 
depende de un análisis caso por caso, rea-
lizada por las autoridades públicas para ve-
rificar las ventajas e inconvenientes de cada 
modelo. La reversibilidad de una decisión 
puede ser el resultado de consideraciones 
políticas o de una inercia institucional. Hay 
numerosos ejemplos que muestran que el 
desempeño de los operadores de servicios 
no depende de su naturaleza (pública o pri-
vada) o del modelo de gestión (directa o de-

Porcentaje de la población 
con acceso a fuentes de agua 
potable mejoradas en 2011

91-100%

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.
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70%  de la población vive en áreas urbanas

legada), sino de la capacidad de los poderes 
públicos para controlar la calidad, el precio, 
y el acceso al servicio. La relación entre la 
autoridad organizadora, el proveedor y el 
usuario es una cuestión clave, independien-
temente del modelo de gestión del servicio 
utilizado.

Participación democrática de todos los ac-
tores: La regulación pública, basada en la 
participación democrática de todos los ac-

tores, es decisivo para el éxito de cualquier 
modelo. Ello significa la transición de una 
regulación realizada por “expertos” a una 
regulación dominada por los mismos “acto-
res”. De hecho, aunque las prácticas de re-
presentatividad democrática siguen siendo 
dominantes, diferentes grupos de interés en 
Europa afirman la necesidad de involucrar a 
todas las partes interesadas - no sólo a las 
autoridades públicas y a los operadores de 
servicios, sino también a los consumidores 
(usuarios domésticos e industriales, grandes 
y pequeños), a los ciudadanos, a las autori-
dades locales, a los representantes electos 
(nacionales y locales), al personal y a los sin-
dicatos.

Garantizar la libre elección, permitiendo la 
experimentación y la reversibilidad: En el ám-
bito de la gobernanza y la regulación, tampo-
co ningún sistema ha demostrado su supe-
rioridad universal. Por el contrario, el criterio 
más importante para el éxito parece ser la 
capacidad de una autoridad pública para 
movilizar el conocimiento y la experiencia 
profesionales. Pero las autoridades públicas 
quieren que se les garantice su poder de 

elegir libremente la forma de gestión de los 
servicios básicos, incluyendo la posibilidad 
de experimentar con diferentes modelos, y 
cambiar su decisión de ser necesario. 

Financiación de servicios públicos 
 básicos
En cuanto a los modos de financiación de 
los servicios públicos básicos, los países eu-
ropeos cuentan con múltiples experiencias, 
entre las que destacan: 

 � El libre acceso a todos o a algunas cate-
gorías de usuarios y/ o servicios financia-
dos por los impuestos.

 � El pago de la totalidad del coste del servi-
cio por parte del usuario, de acuerdo con 
el principio de “recuperación total de los 
costes”.

 � Un sistema de subsidios o de participa-
ción de otros actores en el financiamiento 
(por ejemplo, para el transporte urbano 
en muchos ayuntamientos franceses).

 � La cofinanciación por parte de diferentes 
autoridades públicas nacionales, regio-
nales y locales, y a través de fondos eu-
ropeos o internacionales. 

 � Subsidios cruzados, que pueden ser en-
tre territorios (por ejemplo, un precio úni-
co y universal de un sello de correos), en-
tre grupos sociales o entre generaciones 
(para repartir el reembolso del financia-
miento en el tiempo), o entre servicios (las 
ganancias de una actividad son utilizadas 
para compensar los déficits de otras).

En muchos casos, se utiliza una combina-
ción de estos diferentes modelos de finan-
ciación, lo que a veces hace que sea difícil 
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poner en práctica el principio de transparen-
cia y reflejar los “costes reales” de la presta-
ción de un servicio.

El transporte público urbano, por ejemplo, se 
financia sólo parcialmente con las tarifas que 
pagan los pasajeros. La mayoría de los cos-
tes pueden ser financiados por subvencio-
nes públicas, con el pago de los proveedo-
res, por la participación financiera de otros 
operadores (como en Francia), por subven-
ciones cruzadas entre diferentes actividades 
municipales (caso de Alemania -aunque este 
modelo parece perder fuerza); y por los ingre-
sos resultantes de actividades comerciales 
asociadas. En los países de Europa Central 
y Oriental, los servicios de transporte urbano 
fueron financiados durante mucho tiempo 
por el gobierno central. Pero luego de la des-
centralización de 1990, las subvenciones del 
gobierno fueron reduciéndose. En el sector 
de los residuos sólidos, a veces se conce-
den subvenciones desde niveles sub-nacio-
nales para promover determinados objetivos 
medioambientales. En el sector del agua, los 
objetivos políticos de la UE tienden a promo-
ver la recuperación de los costes a través del 
pago directo por los usuarios. Sin embargo, 
hasta ahora, muy pocos países consiguen la 
recuperación de todos los costes económi-
cos y ambientales del agua (Dinamarca es 
una excepción). Las tasas de recuperación 
varían mucho entre países. Por otra parte, 
las inversiones en infraestructuras de agua 
están financiadas principalmente por sub-
venciones y préstamos públicos. En este 
sentido, los fondos estructurales de la UE 
desempeñan un papel muy importante en 
algunas localidades. 

Acceso: satisfacer las necesidades de la 
población: solidaridad, diálogo social y 
participación ciudadana 

Los servicios públicos básicos fueron 
creados para satisfacer las necesidades 
básicas de los habitantes y de cada co-
munidad. Su suministro evoluciona con el 

tiempo para adaptarse a las necesidades y 
a los avances tecnológicos en cada sector.

En Europa, el acceso a los servicios bá-
sicos está más desarrollado que en otras 
partes del mundo. Pero las estadísticas 
disponibles muestran que tampoco está 
garantizado en todas partes y para todos 
los usuarios. Por ejemplo, todavía existe 
una diferencia entre el Este y el Oeste en 
cuanto al acceso al agua potable. En mu-
chos países de Europa occidental, el ac-
ceso al suministro público de agua es casi 
del 100%; sin embargo, en la parte oriental 
del continente el acceso es más bajo (so-
bre todo en las zonas rurales), aunque ha 
mejorado. En los países con una larga tra-
dición de tratamiento de aguas residuales 
(por ejemplo, en Europa del Norte), más del 
85% de la población tiene acceso a este 
servicio; mientras que en los países del sur 
de Europa la proporción cae hasta el 40-
60%, y el nivel de acceso es aún más bajo 
en los países del Este. Existe una importan-
te brecha rural/urbana en este sector. El ac-
ceso a los servicios de gestión de residuos 
sólidos también varía. En algunos países, 
no todos los hogares se benefician de la re-
colección de residuos, en particular, en al-
gunos países del Este y del Báltico central, 
así como en Chipre, Grecia, Irlanda, Italia 
y España. En la actualidad, el acceso a la 
conexión de banda ancha a Internet es un 
servicio público básico en algunos países, 
pero un número creciente de ayuntamien-
tos están instalando accesos gratuitos a 
Internet en espacios públicos. Del mismo 
modo, los servicios de atención a la peque-
ña infancia y a la tercera edad varían consi-
derablemente entre países.

Servicios de acuerdo a las necesidades 
ciudadanas: La gestión eficaz de los ser-
vicios públicos básicos requiere atender la 
evolución de las necesidades de los ciuda-
danos. Combinando diferentes niveles de 
organización y facilitando el debate demo-
crático con los ciudadanos y usuarios, se 
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es suministrada por operadores privados

26% 23%del 
agua 
potable

del 
saneamiento

pueden encontrar soluciones para garanti-
zar que se cubran las principales necesida-
des existentes. Los métodos participativos 
varían según el país: pueden ser reuniones 
abiertas de los consejos municipales, refe-
réndums, reuniones y consultas públicas o 
a través de Internet. Esto incluye un debate 
público sobre diferentes alternativas (solu-
ciones técnicas, económicas, sectoriales, 
intermodales) con las partes interesadas: 
usuarios, operadores y su personal, y las 
autoridades electas. La participación de 
las partes interesadas puede extenderse a 
consultas o a referéndums para la toma de 
decisiones.

Un diálogo social estratégico: Una gober-
nanza eficaz requiere el desarrollo de un 
diálogo social para que las expectativas de 
los usuarios converjan con las de los traba-
jadores y los sindicatos. El informe de 2008 
de la Comisión Europea sobre sistemas de 
relaciones laborales incluye una tipología 
de los acuerdos nacionales sobre el tema, 
que clasifica a los Estados miembros de la 
UE en cinco regímenes, en función de los 
sindicatos, las organizaciones patronales, 
las relaciones laborales, los niveles y estilos 
de negociación, el espacio para la partici-
pación de los representantes sociales en las 
políticas públicas y la intervención del go-
bierno en las relaciones  sindicato-patronal: 
Norte (el “corporativismo organizado”), 
Centro-Oeste (la “paz social”), Sur (el en-
foque “centrado en el estado”), Oeste (el 
pluralismo “liberal “), Centro-Este (un” en-

foque combinado” - régimen polarizado o 
centrado en el Estado).

Decisiones de las autoridades públicas: el 
papel fundamental de los ciudadanos y de 
las autoridades electas. Las autoridades 
públicas y los electos también juegan un 
papel esencial en la organización de la eva-
luación y el monitoreo de los servicios para 
garantizar su adaptabilidad. Sin menosca-
bo de la responsabilidad de las autoridades 
públicas y de los electos en la selección, 
el arbitraje y la toma de decisiones, poder 
acceder a las expresiones de las necesida-
des y expectativas de los usuarios permite 
un mejor conocimiento de los retos a los 

que se enfrentan y buscar soluciones po-
sibles para solucionarlos. Al mismo tiem-
po, las autoridades públicas deben asumir 
sus responsabilidades en la definición de 
los objetivos de cada servicio público, la 
aplicación de métodos para alcanzarlos, y 
la evaluación de los mismos a posteriori – 
para su adaptación. 

El desarrollo de la evaluación y el control 
para la implementación del cambio: La eva-
luación del desempeño de los servicios lo-
cales en Europa es necesaria. Se está de-
sarrollando, a nivel nacional y local, el uso 
de indicadores específicos para evaluar el 
desempeño de los servicios básicos (y de 
los ayuntamientos, en tanto que provee-
dores), siguiendo diferentes metodologías 
(permitiendo el acceso abierto/cerrado al 
usuario, o su participación directa/ indirec-
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ta en la evaluación). La normativa europea 
no obliga a los Estados miembros a crear 
organismos reguladores de los servicios 
públicos básicos analizados en el presen-
te informe, a excepción del abastecimiento 
eléctrico. Por ende, estos organismos no 
son comunes en los niveles nacional y lo-
cal.

Desafíos presentes y emergentes 

La crisis financiera, económica y social que 
comenzó en 2008 ha planteado nuevos de-
safíos con respecto a los servicios públicos 
básicos. Ha producido un “efecto tijera”: por 
un lado, surgen nuevas necesidades debi-
do al aumento de la vulnerabilidad y de la 
pobreza en una proporción creciente de la 
población europea. Desarrollar los servicios 
públicos para satisfacer estas necesidades 
es esencial. Por otro lado, los servicios pú-
blicos básicos y sus usuarios se enfrentan a 
una escasez de recursos, como consecuen-
cia de las políticas de ajuste y de austeridad.

Responder a los retos de la crisis y a sus 
efectos: los servicios públicos básicos han 
actuado como “amortiguador” de los efec-
tos de la crisis. Desde esta perspectiva, la 
situación actual exige que se fortalezcan, 
tanto a nivel cualitativo como cuantitativo. 

Cambios profundos: demografía y movi-
lidad, desigualdad, exclusión y pobreza, 
cambio climático y sostenibilidad, TIC: los 
gobiernos locales europeos se enfrentan a 
una gran diversidad de retos y disponen de 
diferentes recursos para hacerles frente.

Más eficiencia y calidad: Los recortes en el 
gasto del sector público y en sus recursos 
humanos significan que será necesaria una 
gestión ejemplar e innovadora para que los 
servicios públicos básicos puedan desarro-
llarse con eficacia. La innovación en la go-
bernanza plantea nuevos problemas para 
los gobiernos locales, los cuales se encuen-
tran en el centro de los debates existentes 

en Europa y que giran en torno a: la crecien-
te búsqueda de eficiencia y eficacia; la defi-
nición y la implementación de nuevos servi-
cios; el desarrollo de formas de cooperación 
entre las autoridades públicas, la economía 
social y solidaria así como con otros ope-
radores privados; la definición de modelos 
de financiación basados en el principio de 
solidaridad (por ejemplo, acceso gratuito o 
subsidiado). 

Conclusiones y recomendaciones

La definición, organización, financiación, 
regulación y gobernanza de los servicios 
públicos básicos en Europa no son unifor-
mes, sino que están inexorablemente rela-
cionados con los contrastes entre su unidad 
y diversidad, convergencia y singularidades, 
y con la evolución de la interacción entre 
tres tendencias estructurales (la nacional, la 
sectorial y la europeización). Estos procesos 
condujeron al desarrollo de un debate eu-
ropeo sobre la gobernanza “multinivel”, que 
no puede ser aplicada ni de manera lineal ni 
jerárquica, sino más bien circular y basada 
en la cooperación entre niveles.

Combinar la unidad y la diversidad: Para 
cada servicio público local, la gobernanza 
implica tomar en cuenta las especificidades 
de cada territorio y organizar a los ciudada-
nos y a los usuarios para que puedan ma-
nifestar sus necesidades (sean particulares, 
profesionales o comunitarias). La definición 
adecuada de la autoridad organizadora y de 
su territorio de cobertura deben ser esta-
blecidos caso por caso. Sin embargo, esta 
responsabilidad no puede ser exclusiva. Los 
diferentes niveles institucionales deben coo-
perar para desarrollar relaciones horizonta-
les con otras entidades, y promover siner-
gias y un enfoque holístico. 

Aclarar la distribución de competencias y 
responsabilidades: Es necesario clarificar 
las competencias y responsabilidades de 
cada nivel, teniendo en cuenta las especifi-
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cidades sectoriales, así como la historia, las 
tradiciones e instituciones nacionales. Las 
actuales transformaciones e innovaciones 
en la gobernanza de los servicios públicos 
deberían permitir el desarrollo de una atribu-
ción de competencias, que no sea absoluta, 
sino evolutiva - según la evolución de la tec-
nología y las preferencias de los usuarios.

Establecer normas comunes sencillas y ope-
rativas, pero evitando la estandarización: la 
existencia de reglas comunes que reflejen 
los principios y valores compartidos de los 
países europeos es necesaria. Sin embargo, 
estas reglas deben guiarse por el principio 
de subsidiariedad, según el cual las deci-
siones se deben tomar a nivel europeo sólo 
cuando sea más eficaz que hacerlo a niveles 
inferiores de gobierno.

Promover la diversidad: Para todos los ser-
vicios que dependen de “la amplia capaci-
dad de discreción de las autoridades nacio-
nales, regionales y locales” (Protocolo 26 
del Tratado de Lisboa), las asociaciones de 
gobiernos locales en Europa requieren que 
las instituciones europeas respeten la diver-
sidad sectorial y local; que fomenten la inno-
vación, la experimentación y el intercambio 
de buenas prácticas y de indicadores com-
parativos (benchmarking).

Articular las dimensiones económica, social, 
territorial y ambiental: Los servicios públicos 
básicos desempeñan un papel fundamental 
para garantizar los derechos fundamentales 
de cada persona y para promover la cohe-
sión social, territorial y económica. Deberían 
además tomar en cuenta los nuevos desa-
fíos derivados del cambio climático y del de-
sarrollo sostenible. En Europa, las ciudades 
generan la mayor parte de las emisiones de 
dióxido de carbono, sobre todo debido al 
transporte y a los servicios públicos. Por lo 
tanto, los servicios públicos juegan un papel 

clave para implementar una estrategia de 
desarrollo sostenible. 

Desarrollar evaluaciones: La evaluación es 
una de las herramientas que podría aumen-
tar la eficiencia de los servicios públicos bá-
sicos, lo que permitiría satisfacer mejor las 
necesidades de los ciudadanos. Ésta puede 
centrarse en el alcance de los objetivos es-
perados del servicio o en su rendimiento. Ello 
no implica la creación de nuevos controles 
jerárquicos sobre las autoridades locales, ni 
una comparación entre países, operadores 
o autoridades públicas. Por el contrario, la 
evaluación debe favorecer el intercambio de 
experiencias, y dar lugar a un flujo abierto de 
información acerca de formas de innovación 
y casos de éxito y fracaso. La evaluación 
debe ser una herramienta para la adapta-
ción, la evolución y la modernización de los 
servicios públicos locales.

Poner en práctica todas las disposiciones 
de los tratados de la UE y, en particular, el 
Protocolo 26: El Tratado de Lisboa refuer-
za las competencias y responsabilidades 
de los gobiernos locales como parte fun-
damental del modelo social europeo. Las 
nuevas disposiciones de los tratados de la 
UE deben ser aplicadas, en particular las 
relativas a los servicios de interés general, y 
especialmente el Protocolo 26. Éste afirma 
que los servicios de interés general que no 
tengan carácter económico no están suje-
tos a la ley de competencia europea o del 
mercado interior. Para los servicios de in-
terés económico general, se debe tener en 
cuenta la diversidad, fruto de los diferentes 
contextos geográficos, sociales o cultu-
rales presentes en Europa; así como seis 
valores esenciales: un alto nivel de calidad, 
seguridad y accesibilidad económica, la 
igualdad de trato y la promoción del acce-
so universal y el respeto de los derechos de 
los usuarios. 
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ORIENTE MEDIO Y ASIA 
OCCIDENTAL

Los países de la región Oriente Medio y Asia 
Occidental comparten un mismo contexto 
socio-cultural y una tradición de gobiernos 
centralizados dotados de varios niveles de 
administración territorial. Presentan ade-
más importantes desafíos comunes: la tasa 
anual de crecimiento de la población ur-
bana es del 2,6% (porcentaje superior a la 
media mundial de 1,97%); más de la mitad 
de sus habitantes son menores de 25 años. 
Un tercio de los jóvenes está desempleado 
y se concentra en las zonas urbanas. Las 
desigualdades sociales aumentan el senti-
miento de injusticia y de exclusión social, lo 
que agrava los conflictos y las guerras que 
durante la última mitad de siglo han sido 
recurrentes en toda la región.

A pesar de estas similitudes, los países de 
la región también presentan situaciones ra-
dicalmente distintas. Los niveles de renta 
per cápita de algunos países de la región se 
encuentran entre los más bajos del mundo 
(Afganistán); mientras que otros pertene-
cen al grupo de países de renta per cápita 
más alta del mundo (Qatar). En función de 
criterios económicos y geográficos, la re-
gión se puede dividir en tres subregiones: 
el Mediterráneo Oriental (Líbano, Palestina, 
Siria, Turquía); el Oriente Medio, que se ex-
tiende hacia el oeste de Asia (Irán, Iraq, Jor-
dania, Afganistán) y la zona del Consejo de 
Cooperación para los Estados Árabes del 

Golfo - CCEAG (Bahréin, Kuwait, Omán, 
Qatar, Arabia Saudita, Emiratos Árabes 
Unidos, Yemen). De las tres subregiones, la 
CCEAG es la más rica y urbanizada, con 
más del 80% de la población residiendo en 
ciudades.

Los países de la región son a la vez origen 
y destino de un importante flujo de migra-
ción. En Kuwait y Qatar, por ejemplo, refu-
giados e inmigrantes constituyen más del 
70% de la población. Además, en los paí-
ses no productores de petróleo, las altas 
tasas de desempleo y la subida del coste 
de la vida han provocado la emigración en 
masa de los jóvenes, que escogen Europa 
y los países del CCEAG como destinos pre-
ferentes. Sin embargo, no toda la migración 
en la región es voluntaria o responde a ra-
zones económicas: las guerras y conflictos 
internos de los últimos 50 años han gene-
rado inestabilidad política e institucional, 
dañado las infraestructuras y limitado las 
posibilidades de crecimiento económico. 
La agitación social que se inició en la pri-
mavera de 2011 seguirá afectando el cre-
cimiento económico, sobre todo en Siria y 
sus vecinos, hasta que la situación política 
se estabilice.

La centralización que predomina en la ma-
yoría de los países no facilita la gestión de 
las ciudades y de los servicios públicos. A 
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pesar de algunos avances (por ejemplo, 
en la construcción de viviendas sociales), 
los escasos recursos disponibles (con ex-
cepción de los países del Golfo) limitan la 
capacidad de los gobiernos locales para 
asumir sus responsabilidades y responder 
a los cambios impuestos por la rápida ur-
banización. Se observa un retraso en el de-
sarrollo de las infraestructuras y de los ser-
vicios públicos necesarios, mientras que 
se expanden los asentamientos informales 
sin servicios adecuados. En algunos países 
(Irak, Yemen y el Líbano, por ejemplo), más 
de la mitad de la población urbana vive en 
barrios marginales. La gestión de la pro-
piedad del suelo y el mercado inmobilia-
rio también han contribuido al crecimiento 
descontrolado alrededor de las grandes 
ciudades.

Marco institucional

En la mayor parte de la región, tres niveles 
de administración sub-nacional comparten 
responsabilidades para desarrollar los ser-
vicios en las ciudades: las gobernaciones, 
los distritos y los ayuntamientos. Las prin-
cipales decisiones de inversión en infraes-
tructura se hacen a nivel del gobierno cen-
tral (en los ministerios sectoriales), mientras 
que las autoridades locales son las respon-
sables de la prestación de los servicios. 
Con la excepción de Turquía, donde re-
cientemente se han realizado importantes 
reformas institucionales para delegar poder 
de decisión al nivel local, la falta de coordi-
nación entre las autoridades centrales y lo-
cales ha dado lugar a continuos desajustes 
en la cobertura y calidad de los servicios 
urbanos. 

Desde la década de 1970, se ha observado 
una paulatina delegación de competencias 
hacia los gobiernos locales. Sin embargo, 
en la mayoría de los casos, la falta de re-
cursos financieros ha obstaculizado su 
capacidad para desempeñar con eficacia 
las nuevas responsabilidades, y los solapa-
mientos entre las autoridades centrales y 
locales en algunos sectores siguen siendo 
un reto para la coordinación de la planifica-
ción y prestación de servicios. En los asen-
tamientos informales y barrios de ingresos 
bajos, la falta de mantenimiento de las in-
fraestructuras y la inadecuada provisión de 
servicios han contribuido a incrementar el 
descontento social. En la presente coyun-
tura es difícil prever si este proceso de des-
centralización progresará. La mayoría de 
los gobiernos están implementando refor-

mas modestas en respuesta a la agitación 
de la población joven. En algunos casos, 
ello ha derivado en un mayor control por 
parte del poder central.

Responsabilidades de los gobiernos 
central y local en la provisión de servi-
cios
Todos los países de la región, con excep-
ción de Irán y Turquía, han sobreexplotado 
sus recursos hídricos. La escasez de este 
recurso y el elevado coste de las infraes-
tructuras necesarias han llevado a los go-
biernos centrales a asumir la regulación, 
planificación y gestión de los sistemas de 
agua y saneamiento. Los servicios muni-
cipales de gestión del agua suelen tener 
una participación limitada: su responsa-
bilidad principal se limita a la distribución 
de agua y al saneamiento y a mantener las 
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infraestructuras existentes. Sin embargo, 
las tarifas del servicio son generalmente 
demasiado bajas para permitirles la ade-
cuada realización de estas tareas. Como 
consecuencia, muchas ciudades preci-
san de transferencias del gobierno central 
para subvencionar el suministro de agua y 
saneamiento. 

Los ministerios de transporte de la región 
suelen ser los responsables del desarro-
llo e implementación de las políticas de 
transporte, así como de la planificación, 
construcción y mantenimiento de carrete-
ras nacionales y regionales, mientras que 
la construcción y mantenimiento de las 
carreteras locales son competencia de los 
ayuntamientos. La centralización de la po-
lítica de transporte ha dado lugar a una fal-
ta de coordinación entre las inversiones en 
el sector y las estrategias de crecimiento 
del espacio urbano, que son responsabili-
dad de los gobiernos municipales y regio-
nales. Además, las inversiones en trans-
porte público urbano han sido limitadas, lo 
que ha propiciado el uso de los vehículos 
privados.

La gestión de los residuos sólidos, por el 
contrario, está descentralizada en toda la 
región. Así, la recogida y eliminación de 
residuos suelen ser responsabilidad de los 
ayuntamientos o de las administraciones 
provinciales. Los ministerios de Salud y 
Medio Ambiente establecen las normas de 
funcionamiento, regulan la acción munici-
pal y privada en el sector y se encargan de 
preparar y ejecutar proyectos de infraes-
tructura (por ejemplo  los vertederos).

Acceso a los servicios básicos 

En la última década, el acceso al agua 
potable y al saneamiento ha aumentado 
alcanzando más del 90% de la población 
en la mayoría de los países y ha supera-
do el 95% en la mayoría de las ciudades. 
Sin embargo, las tasas de conexión de los 

hogares al subministro público de agua, al 
alcantarillado o a las plantas de tratamien-
to de aguas residuales son muy variables, 
siendo más altas en ciudades que en zonas 
rurales. La escasez de agua ha dado lugar 
a un suministro intermitente en muchas ciu-
dades, mientras que las fugas en la red de 
aguas residuales y en las plantas de trata-
miento han dado lugar a vertidos.

Las brechas en la oferta pública son cubier-
tas por proveedores privados o mediante el 
uso de fuentes naturales de agua. El agua 
de mar desalinizada se ha convertido en 
una importante fuente de agua potable en 
los países del CCEAG, mientras que el uso 
de aguas residuales tratadas para el riego 
y, en algunos casos, para el consumo es 
cada vez más frecuente, a pesar de los al-
tos costos de capital. 

Las tasas de recogida de residuos sólidos 
son más altas en las ciudades. Sin embar-
go, los vertederos a cielo abierto siguen 
siendo un reto, principalmente aquellos 
que se encuentran cerca de asentamientos 
informales. Muchos vertederos sanitarios 
no cumplen con los estándares estableci-
dos. 

La expansión incontrolada de las ciuda-
des, junto con el aumento de vehículos 
de propiedad privada, provocan conges-
tiones de tráfico insostenibles en los ac-
cesos y centros urbanos. A pesar de la 
creciente demanda de transporte público 
urbano, la oferta suele limitarse a minibu-
ses operados de forma privada y a taxis. 
Sólo algunas áreas metropolitanas gran-
des disponen de trenes ligeros y autobu-
ses gestionados por operadores públicos. 
La falta de regulación de los operadores 
privados de transporte ha provocado 
un aumento de las tasas de accidentes 
y de contaminación atmosférica urbana. 
La red viaria ha quedado a la zaga con 
respecto al crecimiento urbano, especial-
mente en la periferia urbana, puesto que 
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88%
Tendencias en la cobertura del 
agua potable en zonas urbanas 
en 2011: agua potable a domicilio

Asia Occidental

Fuente: Progress on Sanitation on Drinking-Water. 2013 Update. Organización Muncial de la Salud - Unicef.

las carreteras están deterioradas e insu-
ficientemente mantenidas. No obstante, 
en algunas de las grandes áreas metro-
politanas se están desarrollando planes 
de transporte integrado para aumentar 
su competitividad económica y aliviar la 
congestión.

Gestión y financiación 

Los recursos financieros locales son limi-
tados. En general, los presupuestos mu-
nicipales dependen de las transferencias 
del gobierno central y, en menor medida, 
de la recaudación de impuestos, a ex-
cepción de Turquía, donde la mitad de 
los ingresos municipales provienen del 
impuesto sobre la propiedad. La financia-
ción y construcción de grandes infraes-
tructuras sigue siendo responsabilidad 

de los gobiernos centrales, mientras que 
el papel de los gobiernos locales se limi-
ta a la gestión de servicios básicos. Fue-
ra del CCEAG, los principales proyectos 
de infraestructuras de transporte, agua 
y residuos sólidos cuentan con financia-
mientos internacionales. No obstante, la 
financiación externa cubre únicamente 
los costes de capital. 

En relación a los gastos locales recurren-
tes destinados a servicios públicos, dada 
la falta de recursos financieros y huma-
nos para asumir sus responsabilidades 
de forma eficaz, las autoridades locales 
dan mayor prioridad a aquellos servicios 
que afectan en mayor medida a la vida 
cotidiana de sus habitantes. En conse-
cuencia, la inversión dirigida al manteni-
miento de la infraestructura existente es 
habitualmente aplazada hasta que sea 
impostergable.

A pesar del constante aumento en el valor 
del terreno urbanizado, el impuesto sobre 
bienes inmuebles genera un volumen de 
ingresos públicos reducido, en compara-
ción con la tendencia mundial. Las princi-
pales limitaciones en la capacidad de los 
ayuntamientos para generar ingresos de-

rivados de impuestos sobre la propiedad 
y tarifas al consumidor son:

 � La falta de autoridad de los gobiernos 
locales para establecer las tasas de 
los impuestos y de las tarifas y para 
crear nuevos impuestos y aranceles.

 � Los registros catastrales son por lo 
general obsoletos y no reflejan el de-
sarrollo de la periferia urbana o el valor 
de mercado de la propiedad.
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 � La normativa fiscal, dificulta que los 
gobiernos locales puedan generar in-
gresos sobre las propiedades en pro-
porción a los servicios que son de su 
competencia.  

 � La disparidad entre los niveles tarifa-
rios existentes, los niveles de recau-
dación y el coste real de la prestación 
de servicios: en todos los países de la 
región las tarifas están subvenciona-
das por el gobierno central.

 � La reticencia del gobierno de adoptar 
sanciones en caso de impuestos im-
pagos.

La falta de mantenimiento de las infraes-
tructuras y la insuficiente prestación de 
servicios en los asentamientos informa-
les y barrios marginales son factores que 
contribuyen a la actual inestabilidad de la 
región.

En cuanto a los partenariados 
 público-privados (Public-   Private 
 Partnerships   –  PPP), los gobiernos de los 
países no productores de petróleo están 
buscando una mayor participación del 
sector privado en la financiación de pro-
yectos de infraestructura, pero la crisis 
financiera mundial y los disturbios civiles 
iniciados en 2011 han generado una dis-
minución de la inversión privada (domés-
tica como extranjera) en la región, con 
excepción del CCEAG y de Turquía.

La participación del sector privado en 
proyectos de infraestructura puede tomar 
muchas formas, en función del tipo de 
acuerdo contractual y el nivel de riesgo 
compartido: concesiones, privatización, 
construcción de nuevas infraestructuras 
(los llamados “greenfield projects”), así 
como otros incentivos para la participa-
ción de la empresa privada para disminuir 
el riesgo de inversión. Sin embargo, dado 
el contexto económico actual y la percep-
ción generalizada de inestabilidad en la 
región, los gobiernos han tenido dificul-

tades para plantear modelos de financia-
ción atractivos al sector privado.

Los fondos especiales para el desarrollo mu-
nicipal, en comparación con otras regiones 
en desarrollo, los países de Oriente Medio 
y Asia Occidental no disponen de muchos 
fondos de financiamiento privado o de me-
canismos de financiación innovadores diri-
gidos al desarrollo local. También carecen 
de instituciones de  micro-financiamiento 
para la vivienda o de ayuda a familias de 
ingresos bajos para mejorar el acceso a los 
servicios básicos y las condiciones de vida 
en barrios marginales y asentamientos in-
formales.

Dado que la financiación a largo plazo es 
difícil de obtener en estos países, se han 
creado instituciones financieras municipa-
les específicamente destinadas al finan-
ciamiento de proyectos de los gobiernos 
locales. Estas instituciones reciben fondos 
principalmente del gobierno central y de 
organizaciones internacionales de desarro-
llo. La mayoría de los fondos se destinan 
a financiar proyectos de infraestructura, 
aunque recientemente se observa una ten-
dencia hacia la financiación de programas 
de reducción de la pobreza y de proyectos 
medio ambientales.

En relación al financiamiento basado en 
la valorización del suelo, las autoridades 
locales utilizan el suelo en áreas urbanas 
periféricas y áreas no urbanizadas estraté-
gicamente ubicadas como un activo para 
la financiación de proyectos urbanos y so-
ciales. Normalmente, el uso de los dere-
chos de paso permite disponer del suelo 
para desarrollar servicios o instalaciones 
públicas en barrios sin servicios. Así, re-
cientemente las autoridades locales han 
empezado a utilizar estos instrumentos 
para recuperar espacios ocupados por 
edificaciones en ruinas para mejorar las in-
fraestructuras. O revisan el plan de uso del 
suelo, revendiendo los terrenos a precio de 
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mercado. La significativa diferencia por el 
aumento del valor de la tierra gracias a las 
mejoras realizadas permite generar un va-
lor agregado para inversiones públicas en 
infraestructuras y servicios.

Retos presentes y emergentes 

Las ciudades de la región se enfrentan a 
varios desafíos a largo plazo. El primer lu-
gar, la rápida urbanización y el crecimiento 
demográfico que genera un aumento en la 
demanda de puestos de trabajo, vivienda y 
servicios urbanos. La población joven emi-
gra a la ciudad en busca de oportunidades 
de empleo y educación. Considerando que 
la tasa de urbanización seguirá siendo ele-
vada en un futuro próximo, satisfacer la de-
manda de servicios urbanos básicos - tales 
como agua potable, saneamiento, gestión 
de residuos sólidos y transporte - será una 
de las principales prioridades.

En la última década, la inestabilidad política 
y la violencia (derivadas de conflictos como 
las guerras en Afganistán e Irak, la guerra 
civil en Siria, y las protestas de la “Prima-
vera Árabe”) han limitado las respuestas a 
las presiones de desarrollo. La infraestruc-
tura dañada tendrá que ser reconstruida – 
 inversión a la que se le deben sumar los 
costes derivados del impacto sobre la eco-
nomía y la pérdida de la inversión extranje-
ra. Además, las ciudades deben integrar a 
la población desplazada y a los refugiados 
a causa de los conflictos.

El mayor reto ambiental de la región es la 
disminución en el suministro de agua. Dado 
que la mayoría de las zonas son áridas y 
poco lluviosas, el suministro de agua pota-
ble ha sido un desafío permanente. La cre-
ciente demanda de la población aumenta la 
presión sobre los ríos y acuíferos, muchos 
de los cuales se están agotando a un ritmo 
superior al de su capacidad de recarga na-
tural. Muchas ciudades de la región ya han 
empezado a racionar el consumo de agua, 
ofreciendo un suministro intermitente e irre-
gular que no se refleja en las cifras oficiales 
- que indican altas tasas de acceso al agua 
potable en la región. El cambio climático 
exacerbará esta tendencia, puesto que los 
desastres naturales como inundaciones y 
terremotos tienen un mayor impacto so-
bre las ciudades más densamente pobla-
das. Además, las ciudades también sufren 
los impactos ambientales y sanitarios de-
rivados del insuficiente tratamiento de las 
aguas residuales, de la gestión ineficiente 
de residuos sólidos y de la contaminación 
atmosférica.

Conclusiones y recomendaciones

Los ayuntamientos de Oriente Medio y 
Asia Occidental han ido ganando compe-
tencias sobre la prestación de servicios 
básicos y sobre las finanzas locales. Sin 
embargo, muchos gobiernos locales si-
guen siendo incapaces de recaudar los 
fondos necesarios para prestar los servi-
cios a su cargo. Además, el solapamiento 
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de responsabilidades entre los niveles de 
gobierno nacional, regional y local en la 
prestación de servicios genera descoor-
dinación en varios sectores. Se necesita 
además adoptar una planificación urba-
na y políticas de gestión del suelo cohe-
rentes que limiten la expansión urbana y 
permitan una mejora de los servicios en 
asentamientos informales y áreas urbanas 
en rápido crecimiento. También se requie-
re del uso de instrumentos fiscales basa-
dos en el valor de la tierra para promover 
la construcción de viviendas sociales.

Las inversiones necesarias en infraestruc-
turas para el suministro de agua e instala-
ciones de tratamiento de aguas residua-
les, así como en sistemas de transporte 
públicos urbanos son también considera-
bles. La congestión del tráfico ha alcan-
zado niveles que amenazan la competiti-
vidad de las ciudades en la región. En la 
mayoría de los casos, estas inversiones 
exceden las capacidades y recursos de 
las autoridades locales y por lo general 
se llevan a cabo por parte de los minis-
terios nacionales, directamente o a través 
de PPP.

Las reformas fiscales no serán suficientes 
para financiar las infraestructuras necesa-
rias. Las ciudades deben aprovechar el alto 
valor de los terrenos urbanos para financiar 
las inversiones públicas en infraestructuras 
y servicios. La capacidad de las ciudades 
para promover la creación de empleo local 
aprovechando las mejoras urbanas será 
una cuestión clave. La subcontratación de 
servicios de construcción y mantenimiento 
a empresas locales y mediante la coopera-
ción con ONGs para mejorar la calidad de 
los servicios, pueden contribuir a ello.

Excepto en Turquía, en este momento exis-
te poco consenso respecto al grado de 
autonomía que se debe otorgar a las au-
toridades locales, así como al volumen de 
recursos financieros que deben ponerse a 
su disposición. Los conflictos armados y la 
agitación social han retrasado el proceso de 
descentralización financiera. Los gobiernos 
centrales, con escasos recursos, han opta-
do por mantener las finanzas locales bajo 
un fuerte control (en ocasiones más allá del 
marco legal existente). Este contexto, aun-
que transitorio, permanecerá hasta que se 
restablezca la estabilidad política. 



RESUMEN EJECUTIVO

METRÓPOLIS

Introducción 
“Ahora, las metrópolis -y no los estados- 
gobiernan el mundo.” Esta afirmación la 
repiten constantemente los analistas finan-
cieros a los responsables de las multinacio-
nales y a los líderes políticos. ¿Cómo debe 
interpretarse? ¿Qué transformaciones ins-
titucionales, qué nuevas oportunidades y 
responsabilidades conllevará este cambio 
de paradigma para las ciudades metropo-
litanas, con respecto a la provisión de los 
servicios básicos? ¿Qué nuevas relaciones, 
profesiones y equilibrios surgirán de ello? 
¿Qué modelos y reglas de gobernanza?

Hoy las metrópolis (definidas como urba-
nizaciones con más de 1 millón de habi-
tantes) producen más de la mitad del PIB 
mundial y son los territorios urbanizados 
más visibles y estudiados. Sin embargo, no 
son homogéneos ni fáciles de analizar. Los 
capítulos regionales exponen la diversi-
dad de procesos de descentralización, así 
como las diferentes realidades, posibilida-
des y retos para la prestación de servicios 
básicos en la actualidad. Lo mismo puede 
decirse de las metrópolis, donde se puede 
encontrar una gran variedad de modelos, 
de capacidades y de competencias, formas 
de financiación y de gestión, dependiendo 
de los contextos socio-económicos, políti-
cos y culturales.

Para completar los otros informes, este ca-
pítulo intenta hacer una revisión de las ten-
dencias en la gestión de los servicios bási-
cos en áreas metropolitanas. Se presentan 
iniciativas que pueden ser de interés para 
otros gobiernos locales que se enfrentan 
a obstáculos similares para garantizar el 
acceso universal a los servicios. Se trata 
también de analizar como inciden algunos 
fenómenos globales: el rápido crecimiento 
urbano y sus consecuencias sobre los re-
equilibrio geopolíticos regionales, la redis-
tribución efectiva de la riqueza que resulta 
de este crecimiento, las transformaciones 
ecológicas y sociales, el cambio climático 
y la preservación de los recursos natura-
les y, también, las evoluciones demográfi-
cas, culturales, técnicas y tecnológicas, así 
como sus consecuencias sobre las relacio-
nes y las conductas de las personas y de 
las instituciones.   

Servicios básicos: rasgos particulares 
de las áreas metropolitanas 

Como agentes del Estado, a cargo de su-
pervisar o suministrar los servicios básicos, 
las regiones metropolitanas o aglomera-
ciones urbanas o “distritos” tienen res-
ponsabilidades y competencias definidas 
en el marco de la descentralización, aun-
que estas no siempre son coherentes y su 
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aplicación puede ser desigual. El contex-
to político e institucional nacional define 
las realidades organizativas, las funciones 
y competencias que distinguen a estas 
 “mega-ciudades” de otros gobiernos lo-
cales. Las metrópolis se han convertido en 
escaparates nacionales, buscan ser “atrac-
tivas” o “competitivas” a nivel internacional. 
Por ello, mantienen fuertes relaciones con 
el gobierno central y, en mayor medida que 
otros gobiernos locales, se ven alentadas 
a suministrar servicios que contribuyan al 
desarrollo económico y a promover la repu-
tación de eficiencia del país. Las metrópolis 

pueden ser capitales políticas y culturales, 
centros económicos, centros financieros, 
puntos geoestratégicos, centros de exce-
lencia, ciudades especializadas, aglomera-
ciones centrípetas “ordinarias”. Cada una 
de estas características, a veces combina-
das, define el perfil específico de las metró-
polis, con sus ventajas y desventajas com-
parativas. Johannesburgo no es El Cairo, 
Shanghái no es Nueva York, Buenos Aires 
no es Moscú y Lagos no es Londres. Estas 
metrópolis son todas diferentes en su for-
ma y en su estatuto jurídico como ciudad, 
gobierno autónomo o autoridad metropoli-
tana, pero todas deben de ofrecer servicios 
básicos de calidad a sus habitantes.

Existen numerosos factores que limitan la 
acción metropolitana en la prestación de 
servicios básicos: la fragmentación de la 

gobernanza (y de los ingresos) determina-
da por las fronteras administrativas y su 
influencia operativa (que regularmente es 
desbordada por el crecimiento urbano); la 
división institucional y el estatus social y 
político que no siempre define claramente 
las responsabilidades propias de la metró-
polis; la compleja gobernanza multinivel, 
influenciada por la presencia en el territorio 
de las metrópolis de los principales acto-
res (económicos, políticos y con frecuencia 
culturales) (inter)nacionales o regionales; la 
autonomía y el control sobre las decisiones 
de inversión estratégica, que se ve afectada 

por la insuficiente participación ciudadana 
en la definición de prioridades y por el peso 
de las élites y de los intereses económicos; 
los flujos masivos de personas, la polari-
zación socio-económica y la consiguiente 
expansión espacial que, por sus dimensio-
nes, provoca (ante mínimos cambios inter-
nos o externos) tensiones, inestabilidades, 
nudos, inseguridades, desigualdades o 
segregación que penaliza sobre todo a los 
sectores más vulnerables de la población.

Otras variables tienen también impacto 
en la calidad y accesibilidad a los servi-
cios básicos en las zonas metropolitanas: 
los contextos socio-económicos, políti-
cos y ambientales a nivel nacional y global 
(conflictos, inseguridad, corrupción, ries-
gos relacionados con el cambio climático, 
contaminación y polución); la planificación 

Las ‘mega-ciudades’ se distinguen de otros gobiernos 
locales por el contexto político e institucional que 
determina sus modalidades organizativas, sus funciones 
y poderes.
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administrativa e institucional; la capacidad 
de organización y de gestión, la elección 
del modelo de gestión (público/ privado/ 
mixto); las herramientas de seguimiento y 
evaluación; la capacidad de adaptación e 
innovación; la calidad del liderazgo político; 
los índices demográficos (envejecimiento 
de la población o su juventud); el aumen-
to en las demandas de la clase media; el 
nivel de autonomía presupuestaria y fis-
cal; las escalas salariales de funcionarios y 
contratistas; la obsolescencia o la satura-
ción de las infraestructuras; las tensiones 
socio-económicas derivadas de demandas 
insatisfechas; y la madurez comparativa de 
los modelos económicos y las soluciones 
técnicas y tecnológicas para cada servicio. 
Podemos encontrar ejemplos concretos de 
estas tendencias en la Ciudad de México, 
Bamako, y Casablanca, cada una de las 
cuales ha sido objeto de un informe com-
pleto realizado para GOLD III por el Insti-
tut de Rercherches pour le Développement 
de Francia (otros ejemplos son: Sao Paulo, 
Santiago de Chile, Moscú, Mumbai, Shan-
ghái, Manila, Dakar, Harare, Lagos, El Cai-
ro, Johannesburgo y Detroit).

Siendo centros de innovación técnica y tec-
nológica que se benefician de una visibili-
dad cuasi-inmediata, las metrópolis tienen 
más facilidades para movilizar diferentes 
socios y fuentes de recursos, y por lo tanto 
para promover modelos de financiamiento 
“híbridos” con el fin de invertir en servicios. 
La ausencia de mecanismos de igualación 
para la redistribución de recursos entre 
gobiernos locales a nivel nacional o local 
puede perjudicar a las ciudades más pe-
queñas en beneficio de las metrópolis. En 
respuesta a ello, y para garantizar el acceso 
a los servicios, las autoridades locales y los 
grupos de interés suelen desarrollar regu-
larmente estrategias para ejercer presión y 
obtener recursos.

Entre los desafíos a los que deben hacer 
frente los gobiernos metropolitanos, otro 

obstáculo importante es la limitada capa-
cidad de gestión del suelo, lo que dificulta 
(o incluso imposibilita) la planificación es-
tratégica a largo plazo. Este es el caso de 
varias ciudades africanas, dos de las cua-
les (Dakar y Antananarivo) se analizan en el 
informe. 

A través de numerosos ejemplos, este es-
tudio trata de identificar las estrategias, 
instrumentos y modelos de gestión, así 
como de financiamiento que hacen posi-
ble la prestación universal de servicios bá-
sicos en las áreas metropolitanas. Asimis-
mo se interroga sobre las consecuencias 
de estas prácticas y sobre los beneficios 
y riesgos asociados. ¿Cómo garantizar e 
implementar el acceso universal? ¿Qué 
condiciones y qué recursos se necesitan? 
¿Qué modelos de gestión y de organiza-
ción política y social? En las metrópolis 
se concentran las formas de segregación 
más extremas (barrios cerrados, fave-
las y barrios marginales), así como de la 
ciencia urbana más deslumbrante (Bus 
Rapid Transit, Metrocable, etc). Dada su 
diversidad, no pueden ofrecer soluciones 
universales, pero sí ofrecen ejemplos para 
explorar y emular. (Véanse, entre otros, 
los casos de Medellín, Bogotá, Sao Pau-
lo, Portland, Tokio, Shanghái, Vancouver y 
Melbourne). 

Modelos de gestión de los servicios bá-
sicos

Teniendo en cuenta los efectos combina-
dos del neo-liberalismo y del ajuste estruc-
tural en la organización de los servicios pú-
blicos, los niveles de inversión y demanda 
necesarios y la creciente complejidad de 
las normas e imperativos para garantizar la 
sostenibilidad, las metrópolis se ven obli-
gadas a renovar sus enfoques con respec-
to a los servicios básicos, especialmente 
a través de la implementación de nuevas 
formas de partenariado y de prestación de 
servicios.
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Reconsiderar la organización y el funciona-
miento de la administración. Para cumplir 
con sus responsabilidades, ser “atractivas” 
y corregir las brechas entre las necesida-
des identificadas, los recursos disponibles 
y los márgenes de maniobra instituciona-
les, ciertas metrópolis han desarrollado es-
trategias para reforzar su rol de “autoridad 
organizadora” de los servicios básicos in-
troduciendo cambios en: los procedimien-
tos contables e informáticos, en la revisión 
de las normas de atención a los usuarios y 
de relación con los clientes, en el fortaleci-
miento de las capacidades internas de los 
recursos humanos de la administración así 
como de las autoridades electas (por ejem-
plo en Shanghái, Sao Paulo y Ciudad del 
Cabo).

Estos cambios culturales en la gestión 
permiten el “empoderamiento” de las me-
trópolis y crean condiciones favorables 
para explorar nuevas colaboraciones: 
partenariados público-privados (PPP), 
 público-público, público- pequeños ope-
radores privados (POP), público-organiza-
ciones comunitarias u organizaciones no 
gubernamentales (ONG). Los marcos jurí-
dicos para las diversas formas de partena-
riado generalmente ya existen, promovidas 
por los gobiernos nacionales con la inten-
ción de liberarse de la gestión directa y el 
suministro de los servicios. Sin embargo, 
a menudo se acompañan de una transfe-
rencia de recursos humanos y financieros 
inadecuados respecto a las necesidades 
locales identificadas.

Es importante tener en cuenta que, ni a ni-
vel mundial ni regional, existe evidencia de 
la superioridad de ningún modelo especí-
fico de gestión de servicios básicos. Pero 
los factores y externalidades del entorno 
político-institucional y socio-económico 
de la metrópolis permiten definir criterios 
comunes para un mayor éxito. Para ser 
eficaz, la metrópolis debe tener todas las 
competencias claves para el desarrollo, 

monitoreo y seguimiento a largo plazo de 
los partenariados que establezca. A la luz 
de la gran complejidad de los procedimien-
tos y la variedad de modelos de partena-
riado (sobre todo de PPP), de los proble-
mas de desequilibrio de información o de 
experiencia entre la autoridad delegante y 
el proveedor a quién se le delega, se reco-
gen muchos interrogantes sobre los roles y 
responsabilidades de las partes. El cambio 
de un modelo público hacia el partenariado 
con entes privados afecta, desde el punto 
de vista de la gobernanza y de la distribu-
ción de tareas, la eficacia del servicio y la 
viabilidad del modelo de negocios. Estos 
cambios provocan tensiones sociales y a 
veces conflictos jurídicos, que pueden lle-
gar a consumir mucho tiempo de la admi-
nistración. Sólo las ciudades con un fuerte 
poder de negociación, de planificación y de 
organización internos son capaces de crear 
las condiciones adecuadas para garantizar 
que el partenariado con socios privados 
respete el marco inicialmente negociado. 
Es evidente que la lógica de mercado del 
sector privado, junto a la financiarización 
creciente de la economía y el sesgo deriva-
do del establecimiento de un contrato entre 
las partes suponen un reto para el cum-
plimiento de los principios de defensa del 
interés público de la autoridad delegante. 
Por ello es necesaria la implementación de 
mecanismos de diálogo y definir claras ga-
rantías que preserven los intereses de las 
partes interesadas. En el ámbito metropo-
litano, estos mecanismos de gobernanza y 
transparencia no han sido bien asimilados 
y aplicados, por lo que es necesaria la de-
finición de enfoques más adaptados a este 
contexto.

Existen ejemplos de metrópolis que han 
creado empresas públicas autónomas, re-
gidas por el derecho privado y que funcio-
nan como organismos adscritos al ayunta-
miento (por ejemplo, Medellín o Shanghái). 
Estas autoridades operadoras y regulado-
ras comprenden varios niveles de gobier-
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no o reúnen recursos de diferentes niveles 
territoriales, de forma horizontal, para res-
ponder a una demanda de servicios bási-
cos cuyo volumen no puede ser asumido 
solo por el presupuesto de la metrópolis o 
de las ciudades asociadas. De esta manera 
se facilita la capacidad de endeudamiento 
de los poderes públicos y su poder de ac-
ción, y se abre espacio para la innovación 
financiera, técnica y tecnológica.

Otras metrópolis, después de una expe-
riencia de delegación de la gestión de los 
servicios a socios externos, considera-
ron más eficiente la gestión directa. Otras 
grandes metrópolis nunca han dejado de 
prestar los servicios directamente. Tokio, 
por ejemplo, gestiona su red de agua pota-
ble (26.000 km de tuberías, 3,6% de fuga) 
para 13 millones de abonados y recupera el 
99,9% de las facturas. En este caso, ¿por 
qué razón se debería transferir la gestión 
del servicio al sector privado?

Las alianzas con pequeños operadores pri-
vados, organizaciones comunitarias y ONGs 
presentan diferentes opciones de gestión, 
ya que estos mecanismos pueden ser una 
fuente de innovación metodológica, técni-
ca y tarifaria. Buscan dar respuesta a las 
necesidades no satisfechas, por lo que es-
tas formas alternativas y complementarias 
de producción, provisión y mantenimiento 

de los servicios abren caminos hacia la 
creación de nuevos modelos. Permiten lle-
gar a zonas de asentamientos informales a 
un coste sustancialmente inferior que las 
redes de infraestructuras tradicionales. Es-
tos operadores, fuertemente vinculados a 
mano de obra barata, hacen de la ciudad un 
lugar más habitable para los grupos de po-
blación desatendidos, ya que suponen una 
redistribución de los ingresos (por pequeño 
que sea). Sin embargo, al mismo tiempo 

reproducen los mecanismos dominantes 
de generación de pobreza urbana, a través 
de fórmulas muchas veces caras para los 
usuarios. También plantean interrogantes 
con respecto a los criterios normativos, 
de calidad y de resistencia a las reformas 
y al cambio. Su potencial de replicación y 
de integración al resto de la economía es 
difícil de evaluar debido a la gran variedad 
de fórmulas existentes en la actualidad en 
el marco de un tejido metropolitano fluido 
y productivo. Pero es importante fortalecer 
las capacidades de planificación, de ges-
tión y de inversión (humana y de capital) 
de estos operadores para mejorar su sos-
tenibilidad y su potencial evolutivo (véanse 
los casos de Maputo, Casablanca, Dhaka, 
Ciudad del Cabo, Río de Janeiro, Bamako 
y Ho Chi Minh).

Asimismo, también existen técnicas y ta-
rifas accesibles que hacen posible una 

Los datos generados por los usuarios de los servicios 
básicos son una información valiosa para los nuevos 
operadores que tratan de adaptar sus productos y es-
trategias a las necesidades de los consumidores.
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producción descentralizada de servicios 
por parte de individuos o pequeñas empre-
sas, que se denomina “fuera de la red” o 
“post-red” (como paneles solares, turbinas 
de viento en miniatura, pequeñas plantas 
de tratamiento de aguas residuales, etc.). 
Esta tendencia supone una ruptura con el 
modelo económico de infraestructuras en 
red de carácter universal, lo que implica la 
transformación de la relación proveedor/
usuario, dando lugar a la figura del usua-
rio-co-productor que, como tal, lo convier-
te en un proveedor para la red. Este cam-
bio en el estatus del usuario supone un reto 
para la “autoridad organizadora” y para 
los modelos de producción tradicionales, 
así como para los fundamentos económi-
cos, financieros, técnicos e institucionales 
de los servicios básicos. Al igual que en el 
caso de las alianzas con pequeños opera-
dores privados, con organizaciones comu-
nitarias y con ONG, esta tendencia obliga 
a revisar la gobernabilidad de la gestión 
del acceso local, multiplicando el número 
de interlocutores y desdibujando los límites 
entre estatus y funciones (ver ejemplos de 
Londres y Estocolmo).

Los avances técnicos y tecnológicos 
Se han puesto en marcha numerosas ini-
ciativas para explorar las posibilidades de 
los sistemas energéticos de bajo nivel de 
carbono y la incorporación de innovacio-
nes tecnológicas a los servicios básicos 
tales como la valorización energética de 
la basura, los contadores inteligentes y las 
redes inteligentes. Estas innovaciones in-
tegran controles informáticos, desarrollan 
aplicaciones móviles, promueven el con-
sumo eficiente (coste adaptado al usuario, 
posibilidad de elección del proveedor) y 
regulan las pérdidas de la red. Además de 
generar ganancias en productividad y aho-
rro en recursos, atribuyen un rol de “nuevo 
productor de riqueza” al usuario, a través 
del subministro de datos a los nuevos con-
tratistas urbanos y a empresas multinacio-

nales que ofrecen soluciones inmediatas 
a las metrópolis y que actúan como inte-
gradores de gran alcance. Estos avances 
establecen factores de producción de ser-
vicios más precisos, mejor monitoreados 
y de alto rendimiento para las áreas me-
tropolitanas. Sin embargo, una vez más, 
es necesario garantizar su control y una 
mayor vigilancia para evitar una pérdida de 
control par parte del sector público y para 
preservar la solidaridad con las poblacio-
nes aisladas.

La práctica de marketing local es cada vez 
más común. Las campañas de comunica-
ción que abordan los desafíos de la urba-
nización y de los servicios básicos buscan 
que la ciudadanía sea partícipe de los pro-
cesos urbanos y favorecen la apropiación 
y la preservación de los recursos comunes 
(educación ambiental y responsabilidad cí-
vica, ver los ejemplos de Vancouver y Me-
dellín). La destacable campaña de comuni-
cación desarrollada para el nuevo sistema 
Metro Bus en la ciudad de Curitiba inspiró 
a muchas otras metrópolis y es un buen 
ejemplo de marketing eficaz para fortalecer 
la acción local. 

Acceso a los servicios y financiación 
sostenible 

La planificación del territorio y de las inver-
siones, la definición de estrategias globa-
les de financiación, la “hibridación” de los 
recursos y el fortalecimiento de las econo-
mías locales permiten generan los ingresos 
que deben garantizar el acceso universal 
a los servicios básicos gestionados por la 
metrópolis. El reto consiste en anticipar las 
necesidades de servicios básicos a largo 
plazo y realizar inversiones que a menu-
do son considerables. Proyectos como la 
puesta en marcha de cinco o seis nuevas 
líneas de metro en la región de Île de Fran-
ce para el año 2030 (200 kilómetros, 72 es-
taciones, €27 mil millones) o el proyecto de 
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Riad (175 kilómetros, €17 mil millones) no 
se pueden improvisar.

Hoy en día rara vez se dan todas las con-
diciones para el cumplimiento de dicha es-
trategia y, en todo caso, nunca de una ma-
nera ejemplar. Las regiones metropolitanas 
son organismos vivos y en constante cam-
bio y, como tales, deben tener en cuenta 
contextos institucionales, ambientales, so-
ciales y económicos que son complejos de 
controlar. Aunque el acceso a los servicios 
es más deficiente en los territorios de bajos 
ingresos (especialmente en África), no hay 
ninguna metrópolis que a la fecha posea la 
fórmula ideal para la financiación rentable 
de todos los servicios básicos en su territo-
rio. Por otra parte, las normas de actuación 
y de eficiencia económica y financiera de 
las administraciones metropolitanas mejor 
organizadas apenas resisten cuando son 
transpuestas a otros horizontes donde las 
condiciones adversas son múltiples, como 
por ejemplo el incremento exponencial de 
la demanda de servicios, déficits de inver-
sión y de mantenimiento, en especial si ello 
se combina con una limitada capacidad de 
pago de los hogares y de las empresas, 
una situación de endeudamiento de los Es-
tados, o casos de corrupción generalizada 
(véase el caso de Antananarivo). 

Las consecuencias de la transición hacia la 
financiarización de la economía en detrimen-
to de las economías locales reales y de la 
preservación del medio ambiente, generaron 
dos dinámicas particularmente importantes. 
En primer lugar, la hibridación del financia-
miento (locales, nacionales, de la banca y 
de los mercados financieros, de donantes 
internacionales, instituciones financieras es-
pecializadas, etc.) tiende actualmente a ser 
mejor aprovechada por las metrópolis. Del 
mismo modo, un enfoque más endógeno, 
que privilegia el territorio y la economía local 
para contribuir al desarrollo, tiende a com-
pletar los sistemas tradicionales de financia-
miento a través de la recuperación tributa-

ria, subvenciones estatales, partenariados 
público-privados (PPP) y otros recursos de 
los mercados de capitales.  

Los vehículos y prácticas financieras in-
novadoras permiten diversificar la movi-
lización de recursos nacionales e interna-
cionales, pero rara vez se utilizan. Con el 
apoyo de diversos donantes internaciona-
les o del sector bancario y financiero, de 
redes de ciudades, del sector privado y 
de ONGs, las metrópolis pueden elevar su 
solvencia y calificación crediticia siguien-
do criterios adaptados a los principios 
 socio-eco-políticos que guían las políticas 
públicas. Entre estos vehículos encontra-
mos la inversión de impacto/ ayuda basa-
da en resultados (Output-Based Aid, OBA), 
los fondos para infraestructura, programas 
de reacondicionamiento, modernización y 
fondos de dotación, fondos locales de in-
versión de proximidad y fondos de carbono 
(mecanismo de desarrollo limpio, merca-
dos de carbono locales), las remesas de los 
migrantes, los préstamos  sub-soberanos 
de agencias bilaterales (con o sin la garan-
tía del Estado) y el acceso (progresivo o 
acompañado) a la emisión de obligaciones, 
además del fortalecimiento de las respon-
sabilidades, poderes y transparencia de la 
administración y de las autoridades electas 
(ver los ejemplos de Nueva York, Casablan-
ca, Melbourne, Tokio, Sao Paulo, Bogotá, 
Medellín, Ahmedabad y Lima).

En la actualidad, los impuestos sobre los 
bienes inmuebles y la propiedad se consi-
deran como la principal herramienta fiscal 
para las metrópolis, cuando disponen del 
poder real de aplicarlos y definir las tasas 
de imposición, a saber: impuestos sobre 
el valor de la residencia o sobre la propie-
dad del suelo; así como herramientas de 
valorización del suelo: el cambio de uso 
del suelo, la compra anticipada de suelo, 
la valorización comercial e inmobiliaria de 
espacios nodales (estaciones de transpor-
te) y el financiamiento del crecimiento de 
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la pequeña empresa (small business incre-
ment financing, SBIF). Sin embargo, estos 
procedimientos implican tener un registro 
adecuado de la propiedad, un registro ca-
tastral completo, una fiscalidad del suelo y 
de la propiedad, acompañados de herra-
mientas de gestión del suelo y de gestión 
de proyectos que incluyan el desarrollo 
de vivienda social con el fin de mitigar el 
riesgo que las poblaciones más pobres se 
conviertan en víctimas de la valoración del 
distrito. Estas condiciones son prerrequisi-
tos al éxito de las operaciones de este tipo 
(los ejemplos incluyen Tokio, Chicago, Es-
tambul, Shanghái, Bogotá y Brasilia).

También se están empleando estrategias 
y herramientas presupuestarias, económi-
cas o de monitoreo complementarias que 
transforman los modelos de organización 
de la autoridad local o de las instituciones 
asociadas, promueven mayor igualdad en 
el acceso a los servicios básicos y fomen-
tan nuevos y dinámicos canales de co-
municación con los ciudadanos. Algunos 
ejemplos son el presupuesto participativo 
(Porto Alegre y Yaundé), las monedas so-
ciales y locales (Río de Janeiro, Bristol, Pa-
rís, Toulouse, Ámsterdam), los nuevos indi-
cadores de riqueza (Bogotá, Sao Paulo) y la 
reducción de las horas de trabajo (El Paso, 
EE.UU.).

También son necesarios impulsar paralela-
mente acciones políticas, socio-económi-
cas y técnicas, incluyendo entre otras: la 
cooperación descentralizada/entre ciuda-
des y la cooperación entre iguales (entre 
países o territorios); los impuestos sobre 
la masa salarial de las empresas, los sub-
sidios al transporte pagados por los em-
presarios a sus empleados y las tasas por 
congestión urbana; profundizar el análisis 
de impacto de las economías de escala, 
de reducción de costes y una mejor valori-
zación de las externalidades positivas de-
rivadas de las intervenciones urbanas en 

los servicios básicos; la distribución equi-
tativa de los ingresos de los servicios bási-
cos; las tarifas diferenciadas, incluidas las 
exenciones, el enfoque hacia grupos de 
población concretos y subvenciones cru-
zadas; la cooperación con redes de eco-
nomía y finanzas solidarias (cooperativas 
de producción de energía ciudadana, por 
ejemplo); el compromiso negociado con 
el sector privado a través de programas 
de Responsabilidad Social Corporativa 
(RSC); la financiación colectiva local (lo-
cal crowdfunding) y el microcrédito local 
para hogares y entidades que trabajan en 
el desarrollo o la prestación de servicios 
básicos. Estos elementos se ilustran con 
los casos de Antananarivo, Berlín, Sao 
Paulo, Durban, Londres, Singapur, Sema-
rang, Casablanca, Johannesburgo y Río 
de Janeiro.

La diversificación de recursos y socios 
debe llevarse a cabo, sin embargo, con 
plena conciencia de las consecuencias 
de la financiarización potencial de la ges-
tión local. Debido a la debilitamiento del 
papel del Estado, recurrir a prácticas del 
sector bancario y del sistema financie-
ro (incluyendo formas de PPP como el 
 Build-Operate-Transfer) y, relacionado con 
lo anterior, el uso de su lógica sobre el teji-
do urbano (hipoteca, deuda, titularización, 
derivados) tendrá un impacto directo y de 
facto sobre la gestión presupuestaria y, 
por lo tanto, sobre la definición de prio-
ridades.

De hecho, la lógica de estos actores finan-
cieros -a menudo fuera del alcance de la 
visión local- es muy heterogénea. Además, 
esta lógica se enmarca en escalas tempo-
rales totalmente incompatibles con las de 
las ciudades. La lógica cortoplacista de los 
actores financieros es contraria a los proce-
sos de desarrollo urbano (de largo plazo), y 
se basan exclusivamente en el dualismo del 
riesgo-beneficio, por lo que la ponderación 
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no integra ningún criterio social/solidario que 
las autoridades locales y sus equipos deben 
defender en el marco de su mandato político 
(por ejemplo, en Bangalore y Chicago). 

Conclusión: retos y recomendaciones

Los desafíos a los que se enfrentan las 
áreas metropolitanas para asegurar la 
prestación de servicios básicos son signifi-
cativos, y constituyen algunos de los retos 
principales para las autoridades locales. El 
lema “servicios básicos para todos” define 
el objetivo perseguido por las autoridades 
locales, que luchan para satisfacer las ne-
cesidades inmediatas y, a menudo, tienen 
dificultades para prever las necesidades 
futuras.

La planificación (es decir, el futuro) es parte 
del presente para las autoridades locales, 
como lo es para el gobierno central; no hay 
excusa para ignorarla. El desafío radica en 
la forma urbana de las ciudades: se debe 
priorizar la densificación a la expansión. Ya 
no es tolerable tener que planificar servicios 
- agua, saneamiento, redes de transporte- 
para territorios de cientos de kilómetros en 
lugar de decenas de kilómetros. Con refe-
rencia a la densidad, tomando Manhattan 
como modelo de ciudad ideal, el modo 
más seguro, rápido y económico de trans-
porte público no es ni el autobús ni el me-
tro, sino el ascensor, pagado por el sector 
público o privado ¡y de uso gratuito! Por lo 
tanto, existen soluciones, aunque muchas 
de ellas no estén aún inventadas. Muchas 

de estas soluciones dependen de la capa-
cidad de los gobiernos y de las administra-
ciones locales para innovar, con sus socios 
del sector privado, y también con el apoyo 
de la población.

Los territorios, los espacios urbanos, son 
un ‘”fenómeno social total”, en la medida 
que implican y hacen interactuar a todos los 
miembros de la sociedad. Cada metrópolis 
es única y sus metabolismos complejos de-
penden de los servicios básicos que deben 
producir, suministrar, gestionar, garantizan-
do acceso y calidad – dispongan o no de un 
mandato, que su acción desborde o no los 
límites administrativos, y tengan o no tengan 
los medios para realizarlos. Profundamente 
arraigadas en las realidades locales, las me-
trópolis deben asumir un rol de vanguardia 
en la gestión de los temas más apremiantes 
como el cambio climático, mientras que los 
Estados, atrapados en sus intereses nacio-
nales, no logran ponerse de acuerdo sobre 
los mecanismos y acciones conjuntas. Si 
bien estas mismas ciudades, por todas las 
razones ya expuestas, no siempre logran 
organizar plenamente la subsidiariedad y la 
coordinación de sus acciones dentro de sus 
fronteras, siguen siendo un actor indispen-
sable donde se demuestra la capacidad de 
las sociedades humanas para dar vida a la 
utopía del bien común.

En este sentido, la batalla por la dignidad y 
la igualdad será ganada -o perdida- en las 
metrópolis. 
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“
“

Los servicios 
básicos son 
esenciales 
para la 
preservación 
de la vida y la 
dignidad 
humana.

Dr. Kadir Topbas
Alcalde de Estambul
Presidente de CGLU

‘
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INTRODUCCIÓN

Se prevé que en 2030 la población mun-
dial supere los 8 mil millones de individuos 
y que en 2050 seamos 9 mil millones de 
habitantes. La mayor parte de este cre-
cimiento se producirá en áreas urbanas 
(1,4 millones de personas más durante los 
próximos 15 o 20 años). Esta tendencia 
ofrece grandes oportunidades ya que, en 
general, la economía de un país tiende a 
crecer cuando se urbaniza. La concentra-
ción de personas e inversiones, las econo-
mías de escala y la proximidad, los mayo-
res niveles de intercambio, suelen generar 
mayor dinamismo, innovación y desarrollo, 
aportando mayores beneficios para todos. 
Pero la urbanización también implica desa-
fíos; los futuros habitantes de las ciudades, 
de los pueblos y de las regiones que les ro-
dean necesitarán agua potable, alimentos, 
vivienda, energía, servicios de saneamiento 
y transporte, así como empleo, educación 
y atención médica. Si tenemos en cuenta 
las dificultades existentes para satisfacer 
las demandas actuales, se puede imaginar 
los enormes desafíos que se avecinan.  

El Informe GOLD III se ha centrado en el pa-
pel de los gobiernos locales en la prestación 
universal de los servicios básicos. Analiza 
los progresos realizados por los gobiernos 
locales, así como el reconocimiento alcan-
zado frente a los gobiernos nacionales y a 
las organizaciones internacionales por su 
papel en la prestación de estos servicios y 
por su contribución a una mejor gobernan-

za. Pero también se observan excepciones 
a esta tendencia favorable a la descentra-
lización. Algunos países han mantenido la 
centralización en la toma de decisiones 
y en el financiamiento, o incluso algunos 
han re-centralizado competencias. Otras 
agencias internacionales todavía ignoran el 
rol de los gobiernos locales. A menudo se 
desconoce el impacto de los servicios bá-
sicos sobre el desarrollo económico, lo que 
conlleva una falta de apoyo a los gobiernos 
locales en la gestión de la urbanización y 
de las demandas que genera.

Esta conclusión considera las tendencias 
globales en la prestación de servicios, los 
progresos realizados y las necesidades in-
satisfechas en cada región, así como los 
niveles de inversión necesarios en el futuro 
próximo. Aborda cuestiones referentes a la 
gobernanza, la gestión y la financiación y 
considera la colaboración de los gobiernos 
locales con organizaciones comunitarias y 
el sector privado (internacional, nacional, 
local e informal). El capítulo finaliza con un 
debate sobre los retos actuales y futuros, el 
papel de la descentralización y de los ser-
vicios básicos en la realización de los ODM 
y en el desarrollo de la Agenda Post-2015.  

VISIONES REGIONALES 

Aunque con diferente intensidad en cada 
región, los gobiernos locales deben hacer 
frente a problemas similares: los efectos de 
la crisis económica y financiera, problemas 
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medioambientales, cambios demográficos, 
rápida urbanización y, sobre todo, dificul-
tades para la financiación de los servicios 
básicos. Más allá de estos desafíos com-
partidos, los capítulos regionales de este 
informe presentan panoramas diversos. 
En primer lugar, se observan mejoras en la 
prestación de servicios en muchos países 
de ingresos medianos, en contraste con los 
retrasos que sufren la mayoría de países de 
ingresos bajos y medios-bajos; mientras 
que los países de ingresos altos se enfren-
tan a nuevas dificultades (reformas institu-
cionales, deterioro de las infraestructuras 
y, en varios países, envejecimiento de la 
población). Asimismo, también se muestra 
una gran variedad de modos en que se pro-
porcionan, financian y gestionan los servi-
cios básicos; y en la distribución de res-
ponsabilidades entre los diferentes niveles 
de gobierno, empresas de servicios públi-
cos, empresas privadas (locales o multina-
cionales) y la sociedad civil. Esta diversidad 
se observa no solo entre regiones, también 
entre países e incluso dentro de estos.

En África, el mayor desafío sigue siendo 
el acceso a los servicios básicos tanto en 
zonas rurales como urbanas, y en particu-
lar para los 225 millones de habitantes de 
barrios marginales de la región (cerca del 
40 % de la población urbana). En Asia - 
Pacífico, el acceso a los servicios y su ca-
lidad varían significativamente entre países 
de ingresos altos, medios y bajos, como 
entre las grandes ciudades, con mayores 
recursos, y las ciudades más pequeñas. El 
mayor problema es el acceso a los servi-
cios básicos para los 550 millones de ha-
bitantes de barrios marginales. En Eurasia, 
casi todos los países han logrado frenar el 
deterioro de los servicios básicos que se 
produjo tras la desintegración de la Unión 
Soviética; el desafío actual es renovar las 
infraestructuras. En Europa, el acceso y la 
calidad son por lo general de buen nivel, 
pero la crisis financiera y económica ejerce 
una fuerte presión sobre los presupuestos 

locales que financian los servicios. En Amé-
rica Latina se señala un progreso tanto en 
la descentralización como en la prestación 
de servicios básicos en las últimas dos 
décadas, en muchos casos gracias a una 
mejor colaboración entre gobiernos nacio-
nales, locales y sociedad civil. En Oriente 
Medio y Asia occidental, la gestión de los 
servicios está generalmente centralizada 
en manos del gobierno nacional, con ex-
cepción de Turquía. La falta de agua es un 
problema específico de la región. En Amé-
rica del Norte se considera que los atra-
sos acumulados en inversión en infraes-
tructuras frenan la mejora de los servicios 
e incluso amenazan los actuales niveles de 
suministro. En África y en Oriente Medio, 
muchos países sufren del impacto de con-
flictos y de la inseguridad, que destruyen 
las infraestructuras de los servicios básicos 
e interrumpen su suministro. 

Si bien los gobiernos centrales tienden a ju-
gar un papel importante en la prestación de 
servicios sobre todo en los países peque-
ños, las autoridades de los estados, pro-
vincias o regiones asumen a menudo fun-
ciones más importantes en los países con 
mayor población, especialmente aquellos 
con estructuras federales. También existen 
diferencias según el número de niveles de 
gobierno que tiene cada país, en función 
de su tamaño, población y de los contex-
tos políticos.

La estructura de los gobiernos locales de-
termina las diferencias regionales observa-
das: sólo en la región de Asia Pacífico hay 
1,1 millón gobiernos locales, y alrededor de 
2 millones a nivel mundial, todos ellos con 
sus particularidades. Sus territorios pueden 
abarcar unos pocos kilómetros cuadrados 
o decenas de miles y su población puede 
variar de unos pocos miles a más de 20 
millones. Los gobiernos regionales, provin-
ciales y estatales pueden tener más de 200 
millones de habitantes y las mayores áreas 
metropolitanas pueden tener poblaciones 
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mayores que la mayoría de países. Si mu-
chas veces es difícil generalizar acerca de 
los gobiernos locales dentro de un mismo 
país, lo es aún más a nivel internacional. 
Esta diversidad geográfica, social e institu-
cional influye sobre sus capacidades para 
prestar servicios. Las disparidades son to-
davía más acusadas en muchos países de 
ingresos bajos y medios, donde los ayun-
tamiento rurales deben hacer frente a retos 
aún mayores para satisfacer las necesida-
des de poblaciones pequeñas y dispersas, 
especialmente en las regiones periféricas.

EL ACCESO A LOS SERVICIOS 
BÁSICOS: LA MAGNITUD DE LAS 
NECESIDADES INSATISFECHAS

Agua y saneamiento: El Informe GOLD III 
resume las mejoras en la cobertura y cali-
dad de los servicios de agua y saneamiento 
que se han producido en muchas regiones 
durante las últimas décadas. Muchos paí-
ses de Asia, América Latina y África del 
norte y del sur se están acercando a nive-
les de cobertura casi universales con acce-
so a “fuentes mejoradas de agua potable”, 
cumpliendo con los ODM1. Sin embargo, la 
cobertura está disminuyendo en el África 
subsahariana y ha habido retrocesos en el 
Cáucaso y en Asia Central. Las metas de 
los ODM en cuanto al acceso a “instalacio-
nes de saneamiento mejoradas” no se al-
canzarán, a pesar del notable progreso lo-
grado en la región del sudeste asiático. En 
2010, 2,5 millones de personas aún vivían 
sin servicios de saneamiento mejorados; el 
sur de Asia y África subsahariana son las 
zonas más rezagadas2. Incluso en aquellos 
casos en que se han cumplido con los obje-
tivos a nivel nacional, hay disparidades en-
tre regiones y ciudades de un mismo país. 
El sistema de monitoreo de los ODM no in-
cluye datos sobre el suministro de agua y 
saneamiento por ciudades o distritos. Los 

únicos datos globales que se presentan de 
forma desagregada se refieren al porcenta-
je nacional de población urbana y rural que 
dispone de la prestación del servicio.

A pesar de que el acceso en las áreas ur-
banas ha mejorado a nivel global, también 
existen evidencias que durante los últimos 
diez años los déficits están aumentando 
en ciertas áreas urbanas, sobre todo en 
los asentamientos informales donde viven 
cerca de mil millones de personas.3 Entre 
1990 y 2010, el número de habitantes de 
ciudades sin acceso a fuentes de agua me-
joradas aumentó de 109 a 130 millones de 
personas, mientras que disminuyó en las 
zonas rurales de 1,1 mil millones a 653 mi-
llones de personas. Como agravante, los 
estándares oficiales que definen “fuentes 
de agua mejorada” son inapropiados para 
evaluar si la provisión de agua es adecuada 
en centros urbanos densamente poblados, 
y además estos datos no consideran ni la 
regularidad ni la calidad del suministro. Nos 
concentraremos, por consiguiente, en el 
acceso al agua corriente domiciliaria –de lo 
cual se deriva una visión muy diferente. En 
2010, por ejemplo, el 85 % de la población 
urbana de Bangladesh tenía acceso a agua 
de “fuentes mejoradas”, pero sólo un 20% 
disponía de agua corriente en sus hoga-
res4. En ese mismo año, se informó de que 
el 97 % de la población urbana de la India 
tenía acceso a “fuentes de agua mejora-
das”, pero sólo el 49 % tenía agua corrien-
te en sus domicilios. El gráfico 1 destaca 
aquellos países en los que gran parte de la 
población urbana todavía carece de agua 
corriente en sus hogares.   

La proporción de la población urbana con 
agua corriente en sus hogares se ha incre-
mentado en más de 20 puntos porcentua-
les en muchos países desde 1990, pero en 
muchos otros esta provisión se ha estan-
cado o ha disminuido entre 1990 y 20105. 
En 2010, en África subsahariana, menos de 
un tercio de la población urbana contaba 

1 Naciones Unidas (2013).
2 UNICEF y OMS (2012).
3 UNICEF y OMS (2012).
4 CUS, NIPORT and Mea-
sure Evaluation (2006). 
5 Países con una dis-
minución entre el 10-20%: 
Madagascar, Kenia, Haití, 
Yemen, Zambia, Tanzania, 
Zimbabue, República Do-
minicana y Malawi. Países 
con disminuciones supe-
riores al 20%: Ruanda, Ni-
geria, Mongolia, Sudán y la 
República Democrática del 
Congo.
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con agua corriente - un nivel incluso inferior 

que en 1990, cuando alcanzaba al 43%. En 

Asia meridional, la proporción se redujo de 

53% a 51%.

Los únicos datos disponibles con referen-

cia al saneamiento son sobre “instalacio-

nes de saneamiento mejoradas”. La intro-

ducción del Informe GOLD III expone que 

los criterios establecidos para definir este 

indicador son insuficientes en la mayoría 

de contextos urbanos. Pero incluso acep-

tando esta definición, la mitad de la pobla-

ción urbana de muchos países carece de 

acceso al servicio (gráfico 2). En la mayoría 

de los centros urbanos de Asia y de Áfri-

ca subsahariana no hay alcantarillado y, si 

lo tienen, solo sirve a una proporción muy 

pequeña de la población6. En las ciudades 

densamente pobladas, es difícil lograr altos 

estándares de saneamiento si no se dispo-

ne de alcantarillado.

No es apropiado suponer que las deficien-
cias en la provisión de agua y saneamiento 
se irán resolviendo a medida que los países 
aumenten su nivel de desarrollo. Por ejem-
plo, se pueden encontrar grandes diferen-
cias en el acceso a los servicios entre paí-
ses con ingresos medios per cápita entre 
2.000 y 5.500 dólares EUA. Mientras que 
el 90% de la población urbana de muchos 
países de América Latina con ingresos de 
este rango tienen agua corriente en sus 
domicilios; en India o en Indonesia, sólo la 
mitad o menos de la población tiene acce-
so. La gobernanza es un factor clave para 
explicar estas diferencias en los niveles 
de suministros entre los países asiáticos y 
América Latina (véase la siguiente sección).

Energía: En las zonas urbanas de países de 
ingresos altos y muchos países de ingresos 
medios, la conexión al sistema eléctrico y el 
uso de combustibles “limpios” son univer-
sales. Allí el problema principal es el coste 

6 UN-Hábitat (2006). Este 
es el caso de las siguien-
tes ciudades (que cuentan, 
como mínimo, con una 
población de un millón de 
habitantes): Addis Abeba, 
Bamako, Brazzaville, Dar-es-
Salaam, Duala, Ibadán, Kadu-
na, Kinshasa, Kumasi, Lagos, 
Lubumbashi, Mbuji-Mayi, 
Port Harcourt y Yaundé. Se 
puede encontrar más infor-
mación acerca de las defi-
ciencias en la provisión de 
agua y saneamiento en las 
ciudades del África subsa-
hariana en el siguiente en-
lace: www.iwawaterwiki.org/
xwiki/bin/view/Articles/Afri-
canCitiesSanitationStatus.

Gráfico 1. Proporción de población urbana con acceso a agua corriente en 
sus hogares en 2010

Fuente: UNICEF y OMS (2012).
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Gráfico 3. Países con menores porcentajes de acceso a la electricidad en áreas 
urbanas

Fuente: Legros et al (2009)

del suministro para los grupos de población 
más pobres. En los países de ingresos bajos 
y algunos países de ingresos medios, la falta 
de electricidad y el uso generalizado de equi-
pamientos y combustibles baratos “sucios” 
generan altos niveles de contaminación del 
aire dentro de las viviendas y aumentan el 

riesgo de incendio. Se estima que alrededor 
de 700 millones de habitantes urbanos no 
tienen acceso a combustibles limpios y que 
279 millones no disponen de electricidad7. 
El gráfico 3 muestra los países con menores 
porcentajes de acceso a la electricidad en 
áreas urbanas. 

7 Legros et al (2009)

Gráfico 2. Poblaciones urbanas con niveles de “instalaciones de sanea-
miento mejoradas” inferiores al 50%, 2010

Fuente: UNICEF y OMS (2012) p. 60.
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Manejo de residuos sólidos: En los paí-
ses de ingresos altos, en torno al 90% de 
la basura es recogida y tratada; cada vez 
más se aplican las 4R (erres): reducir, re-
utilizar, reciclar y recuperar. En los países 
de la OCDE, sólo el 40% de los residuos 
se envía a rellenos sanitarios. En los paí-
ses de ingresos medianos, la tasa media 
de recogida es del 75%, pero cerca de las 
dos terceras partes se envía a los rellenos 
sanitarios y el resto va a vertederos a cielo 
abierto. El aumento de la mecanización, la 
mejora de los procesos de tratamiento y el 
reciclaje han supuesto mejoras8. En Améri-
ca Latina, el uso de los rellenos sanitarios 

se incrementó del 22.6% al 54.4% en la dé-
cada del 20009. En otros países de ingresos 
medios de otras regiones, la colecta no se 
incrementado a la par que la generación de 
residuos. Aunque en los países de ingre-
sos bajos se genera un volumen relativa-
mente bajo de basura doméstica, también 
tienen bajas tasas de recolección, con un 
promedio alrededor del 41%. Los residuos 
recolectados en África son abandonados 
en descargas o enviados a vertederos mal 
diseñados. También se observan grandes 
diferencias en la provisión de servicios en-
tre ciudades y dentro de las mismas, sobre 
todo entre los barrios marginales y el resto.

Fuente: OCDE (2006); Bilal (2013); Foster y Briceño-Garmendia (2010)p. 8; ADB (2012); Capítulo 

Norte América GOLD III.

Cuadro 1. Estimación de los costes de los servicios básicos, inclu-
yendo los déficits acumulados 

Las estimaciones de los costes necesarios para solventar los déficits acumulados 
en la provisión de servicios básicos sugieren sumas de capital superiores a las 
inversiones actuales. La OCDE estimó en 75 billones de dólares EUA la inversión 
necesaria en infraestructura hasta el año 2030; casi la mitad destinada a agua y 
saneamiento. Otra fuente estima en 57 billones de dólares EUA la financiación ne-
cesaria hasta 2030 para infraestructura en los países de ingresos bajos y medianos.

En África subsahariana se requiere alrededor de 93 mil millones de dólares EUA 
por año para infraestructura, el 15% del PIB regional. Dos tercios son necesarios 
para obras de infraestructura y un tercio para operaciones y mantenimiento. Con 
respecto al agua y el saneamiento, la suma requerida es de 21,9 mil millones – el 
doble de la inversión actual. En Asia, se necesita una inversión en infraestructura 
de 4,7 billones de dólares EUA en los próximos 10 años. Para los países de Asia 
Oriental y del Sur, el total de las inversiones necesarias representa entre el 6,5% 
y el 7% del PIB.

También se requieren inversiones significativas en los países de ingresos altos 
para sustituir la infraestructura obsoleta y para adaptarse a los nuevos retos 
(por ejemplo, al cambio climático y al envejecimiento de la población). En 2012, 
los reemplazos de infraestructura básica en Canadá se estimaron en 165 mil 
millones de dólares EUA. En los EE.UU., se estimó que estos costes serían equi-
valentes a 1,5 billones en 2009 (más del doble de los gastos previstos). Es evi-
dente que, para la mayoría de países y sectores, las inversiones actuales son 
insuficientes, tanto en términos absolutos como porcentuales. La brecha entre 
las necesidades y la inversión es aún mayor si se tiene en cuenta la resiliencia al 
cambio climático.8 Hoornweg and Bha-

da-Tata (2012).

9 Capítulo de América Lati-
na – GOLD III
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Transporte público: Muchas ciudades 
en países de ingresos altos, y en algunos 
países de ingresos medios, disponen de 
extensos sistemas de transporte público, 
espacios para caminar y, cada vez más, 
carriles para el uso de bicicletas, lo que 
ayuda a disminuir el uso del automóvil 
privado, la contaminación atmosférica 
y la congestión del tráfico. Sin embargo, 
se observa una inversión insuficiente en 
transporte público. La mayoría de las ciu-
dades deben hacer frente a los problemas 
de tránsito, sobre todo en países de ingre-
sos bajos y mediano-bajos, donde a me-
nudo muchas carreteras no están asfalta-
das y el transporte público es deficiente. A 
pesar de los esfuerzos durante los últimos 
años para proporcionar soluciones inno-
vadoras, los nuevos sistemas han sido 
insuficientes y a menudo mal integrados 
con los sistemas de transporte existentes. 
En la mayoría de grandes ciudades de los 
países con ingresos bajos y medianos, 
la falta de transporte público y/o su alto 
coste hace que la movilidad diaria sea un 
reto. Las comunidades de ingresos bajos 
ubicadas en las afueras de la ciudad de-
ben hacer frente a una oferta de transporte 
particularmente pobre.

 

GOBERNANZA Y GESTIÓN DE 
LOS SERVICIOS BÁSICOS

Descentralización y gobernanza 
multinivel

Los gobiernos locales desempeñan un 
papel creciente en la provisión de servi-
cios básicos. Como consecuencia de los 
avances de la descentralización, en una 
mayoría de países son responsables de la 
prestación de servicios básicos, de res-
ponder a las demandas de la ciudadanía, 
asegurando la rendición de cuentas y la 
transparencia. También deciden a menu-

do sobre el modo de gestión y de finan-
ciación.

La prestación de servicios básicos se de-
sarrolla dentro de sistema complejo de 
gobernanza multinivel, con creciente in-
teracción entre los niveles de gobierno y 
con la participación de múltiples actores: 
desde grandes holdings internacionales a 
pequeñas empresas locales y  organizacio-
nes comunitarias. El término “gobernanza 
multinivel” se utiliza para describir y ana-
lizar la eficacia de las relaciones entre los 
diferentes niveles de gobierno (coordina-
ción vertical) y entre los gobiernos locales 
(coordinación horizontal).10

Las Directrices internacionales de la ONU 
sobre la descentralización y el acceso a los 
servicios básicos plantean la necesidad de 
clarificar las funciones y responsabilidades 
de todos los actores en la organización y 
prestación de servicios básicos y las mo-
dalidades de cooperación (partenariado) 
entre las diferentes partes interesadas11. 
Hay tres factores que influyen en la mane-
ra como una gobernanza descentralizada 
puede desarrollar su potencial para mejorar 
la eficiencia y la transparencia en la presta-
ción de los servicios básicos: 1 ) qué com-
petencias están descentralizadas y en qué 
nivel, 2 ) cómo influyen las diferencias téc-
nicas y el financiamiento en cada servicio, 
y 3) cómo pesan los factores políticos y la 
gobernanza del proceso de descentraliza-
ción, así como la cohesión entre los niveles 
de gobierno y entre las regiones.

Sobre el primer punto, por lo general las 
reformas constitucionales o legales han 
transferido la responsabilidad de los servi-
cios básicos  a los gobiernos locales (ex-
cepto la energía). De ahí la necesidad de 
aplicar el principio de subsidiariedad reco-
nocido como uno de los fundamentos de 
las relaciones entre niveles de gobierno 
(que propone que la autoridad organiza-
dora sea asumida por el nivel de gobierno 

10 Sobre el concepto de 
gobernanza multinivel uti-
lizado aquí ver la introduc-
ción de GOLD III. Ver tam-
bién, Claire Charbit (2011); 
OECD (2013).
11 Ver http://www.unhab-
itat.org/pmss/listItemDe-
tai ls.aspx?publication-
ID=2613
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más eficiente y que esté lo más cerca po-
sible de las personas). La proximidad de 
los usuarios, la experiencia y la rendición 
de cuentas son importantes, pero también 
lo son las economías de escala. El sumi-
nistro de algunos servicios es más eficiente 
si se hace a nivel municipal, mientras que 
otros funcionan mejor en una escala mayor, 
cuando se reagrupan varios ayuntamientos 
(por ejemplo, el transporte metropolitano) 
o bien a nivel regional (cuencas hidrográ-
ficas). 

En cuanto al segundo punto, cuestiones 
técnicas y financieras propias a cada ser-
vicio, la distribución de responsabilidades 
debe adaptarse a la lógica de cada sector. 
Cada etapa de la prestación de servicios 
puede ser administrada de diferentes ma-
neras. Las autoridades locales han sido 
tradicionalmente responsables de la distri-
bución del agua potable y del saneamiento, 
de la gestión de residuos sólidos y, en al-
gunos casos, de la distribución de electrici-
dad. Sin embargo, el panorama de la oferta 
de servicios está evolucionando rápida-
mente debido a los cambios tecnológicos y 
económicos. Es cada vez más común que 
las responsabilidades sean compartidas 
con entidades supra-municipales, los go-
biernos intermedios (provincias o regiones), 
e incluso con los gobiernos nacionales. En 
algunos casos, los gobiernos centrales han 
creado operadores públicos nacionales 
para gestionar todo el proceso, incluyendo 
la distribución local del servicio (es el caso 
del agua en África Occidental y Central y en 
Oriente Medio, así como en algunos países 
de Asia y América Latina, más pequeños). 
La reglamentación y la planificación es una 
responsabilidad nacional (realizado por los 
ministerios sectoriales y organismos espe-
cializados). La financiación es creciente-
mente una responsabilidad compartida, y 
los gobiernos locales en gran medida si-
guen dependiendo en este aspecto de los 
gobiernos centrales.

Esto nos lleva al tercer factor: la transfe-
rencia efectiva de las responsabilidades 
es decisiva, no sólo en el papel, sino en la 
práctica. Esto incluye la autonomía de los 
gobiernos locales en la definición de las 
políticas locales, en la gestión y la financia-
ción; el nivel de discrecionalidad en la toma 
de decisiones y la movilización de recursos 
respecto a los otros niveles de gobierno, 
así como la coordinación entre ellos. La 
rendición de cuentas hacia abajo también 
es fundamental: si la prestación de servi-
cios básicos es responsabilidad de los go-
biernos locales, pero los niveles más altos 
del gobierno siguen asumiendo las tareas 
transferidas a los gobiernos locales, o limi-
tan su autonomía, ¿en qué medida pueden 
los gobiernos locales ser realmente respon-
sables de un servicio ante los ciudadanos?

Los informes regionales muestran cómo 
diferentes grados y formas de descentrali-
zación en el mundo afectan a la prestación 
de servicios. En los países donde la oferta 
de servicios es de buena calidad, los go-
biernos locales suelen tener una mayor 
autonomía y responsabilidad, su autoridad 
está legalmente reconocida, disponen de 
recursos humanos calificados, capacidad 
para aumentar sus ingresos y el gasto de 
los gobiernos locales es una parte impor-
tante del gasto del gobierno (un promedio 
de 24 % en Europa)12. Esta situación es 
típica en los países de ingresos media-
nos-altos y altos. Esto no significa que 
las cuestiones de gobernanza multinivel 
se hayan resuelto en estos países, pero 
sí quiere decir que los gobiernos locales 
pueden actuar de manera efectiva en un 
marco de gobernanza multinivel.

Por el contrario, en los países de ingre-
sos bajos y medios, donde la prestación 
de servicios básicos es deficiente, los 
gobiernos locales suelen tener poderes y 
recursos limitados. Carecen de personal 
profesional y de capacidad de mejorar sus 
ingresos. Sus presupuestos son peque-12 Ver el capítulo Europa
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ños en términos absolutos y relativos (por 
ejemplo, menos del 8 % del gasto del go-
bierno central en África Sub-sahariana)13. 
En muchos de estos países, los gobiernos 
nacionales no priorizan la prestación de 
los servicios básicos, ni las reformas insti-
tucionales y legales necesarias para refor-
zar las capacidades del gobierno local. El 
concepto de gobernanza multinivel puede 
ser difícil de aplicar en estos contextos 
en los que todavía no se ha consolidado 
una gobernanza eficaz. Sin embargo, sirve 
para poner de relieve las relaciones –mu-
chas veces  problemáticas– entre los nive-
les de gobierno y entre el gobierno y otros 
actores, y permite analizar las consecuen-
cias negativas de su falta de aplicación en 
la prestación de servicios.

Uno de los principales retos para mejo-
rar la gobernanza multinivel es clarificar 
la distribución de responsabilidades entre 
niveles de gobierno y evitar la frecuente 
superposición de funciones que resultan 
de la debilidad de los marcos institucio-
nales y de procesos de descentralización 
mal definidos. Una gobernanza multinivel 
ineficaz se traduce en procesos de plani-
ficación débiles, bloqueos en la ejecución 
de los presupuestos, mayores costos de 
transacción, ineficiencias económicas y 
recentralización de la toma de decisio-
nes14. Los numerosos y constante cam-
bios de leyes y reglamentos contribuyen 
también a la confusión. La promoción de 
programas sectoriales centralizados por 
parte de los organismos internacionales y 
de los gobiernos centrales, que a menu-
do no integran a los niveles locales, daña 
la gobernanza multinivel, ya que socaba 
la autonomía y la rendición de cuentas a 
nivel local. Estos problemas tienen graves 
consecuencias tanto para la calidad de la 
gobernanza multinivel como para la pres-
tación de los servicios. Dada la creciente 
complejidad en la distribución de respon-
sabilidades y la incorporación de nuevos 
actores en el campo de los servicios bási-

cos, existe la necesidad de aclarar y revi-
sar periódicamente las relaciones entre las 
instituciones.

Los gobiernos locales también tienen la 
responsabilidad de cooperar entre ellos 
para mejorar la «gobernanza horizontal». 
La cooperación intermunicipal (ej. manco-
munidades) reduce la fragmentación insti-
tucional, aumenta el potencial de las eco-
nomías de escala y fomenta la coherencia 
y la coordinación a nivel local, así como 
con otros niveles de gobierno. Existe ya 
un cierto arraigo de la cooperación inter-
municipal en muchos países de Europa y 
cada vez más en otras regiones, como se 
señala en los capítulos de Asia y de Amé-
rica Latina.

Para ser efectiva, la gobernanza multinivel 
debe apoyarse en el principio de subsi-
diariedad, el respeto a la autonomía local 
y en un partenariado efectivo. GOLD III 
presenta varios ejemplos de políticas na-
cionales desarrolladas con éxito gracias a 
la participación de los gobiernos locales, 
así como muchos ejemplos de fracasos 
en que los gobiernos locales han sido ex-
cluidos de la formulación de políticas y su 
implementación.

Gobernanza y gestión

Para clarificar los diferentes roles en la 
gobernanza de los servicios básicos se 
pueden considerar al menos cuatro dimen-
siones: a) quién es la “autoridad organi-
zadora”, b) cuáles son sus competencias 
institucionales y sus recursos humanos y 
financieros, c) cuál es el modelo de gestión 
y como se selecciona, d) cuáles son las 
fuentes de financiación y su combinación. 
En esta sección se analizan tres de estos 
cuatro puntos (la financiación se analiza en 
la siguiente sección). Asimismo, se explica 
el contexto de gobernanza que condiciona 
el papel de las autoridades locales en dife-
rentes regiones.

13 UCLG (2011).

14 Ver el diagnóstico de la 
OCDE sobre la gobernan-
za multinivel en el sector 
del agua en los países de 
altos ingresos y en Améri-
ca Latina. OECD (2011); 
Akhmouch (2012).
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�	 Una definición clara del papel de  la 
“autoridad organizadora”, encarga-
da de la prestación de servicios bá-
sicos locales

La “autoridad organizadora” es la autoridad 
pública legal y políticamente responsable 
de garantizar la prestación de los servicios 
básicos en un área geográfica específica15. 
Su papel debe estar claramente definido en 
la legislación, y debe contar con competen-
cias para planificar y regular el suministro, 
determinar el régimen de gestión (interna, 
a través de una empresa de servicios pú-
blicos, mediante PPP, etc.), imponer están-
dares de calidad y de acceso, y garantizar 
la asequibilidad y la sostenibilidad técnica, 
ambiental y financiera. La autoridad organi-
zadora debe responder a las necesidades 
de los usuarios, necesidades que deben ser 
identificadas mediante procesos de consul-
ta y participación.

Aunque en la mayoría de los países se ha 
asignado la responsabilidad de suministrar 
los servicios a los gobiernos locales (al me-
nos, oficialmente), su papel como “autori-
dad organizadora” sigue siendo poco claro 
o problemático. Esto varía ampliamente se-
gún el servicio y el marco de descentraliza-
ción de cada país. Por lo general el papel de 
los gobiernos locales está mejor definido en 
países de ingresos altos y en algunos países 
de ingresos medios. Europa tiene una larga 
y arraigada tradición de autonomía local en 
la prestación de servicios, a pesar que las 
reformas del sector público en varios países 
está modificando actualmente el papel de 
los gobiernos locales. Asimismo, las regula-
ciones de la UE pueden limitar su margen de 
maniobra. En EE.UU. y Canadá, y en Austra-
lia, Nueva Zelanda, Japón y Corea del Sur, 
los gobiernos intermedios y locales tam-
bién desempeñan un papel dominante en la 
prestación de servicios.

Por el contrario, hay países en los que el pa-
pel de los gobiernos locales en la prestación 

de servicios es débil o ignorado. Este es el 
caso en aquellos contextos donde no exis-
te un proceso de descentralización, en los 
que las administraciones central o provincial 
son la autoridad organizadora, o donde las 
autoridades locales actúan solamente como 
agentes en representación de autoridades 
de un nivel superior (en muchos países de 
Oriente Medio y Asia Occidental, en Asia, o 
incluso en África). Lo mismo puede decirse 
de algunos países de Eurasia, donde la ad-
ministración y la gobernanza local están aún 
limitadas debido a la extrema centralización 
heredada de la época soviética.

Entre estos dos extremos, hay muchos paí-
ses en los que varias competencias trans-
feridas por ley no están descentralizadas 
en la práctica. Por ejemplo, en África oc-
cidental y central, a pesar de la descentra-
lización, los gobiernos nacionales siguen 
desarrollando la mayor parte de las com-
petencias oficialmente otorgadas al gobier-
no local, a través de agencias nacionales 
o empresas de servicios públicos (a veces, 
en asociación con el sector privado) o a 
través de unidades especiales ad hoc para 
implementar proyectos de desarrollo o de 
infraestructura, a menudo con el apoyo de 
instituciones donantes internacionales.

�	 Disponer de poderes institucionales 
y de recursos humanos y financieros 
adecuados para satisfacer las nece-
sidades de la población 

Además de la falta de claridad sobre el rol 
que deben asumir, en muchas regiones los 
gobiernos locales carecen de los recursos 
- humanos y financieros - para cumplir con 
sus responsabilidades16. El Informe GOLD 
III destaca las notables diferencias entre 
países y entre las categorías de gobiernos 
locales: las grandes ciudades disponen 
generalmente de más recursos que los de 
ciudades periféricas e intermedias, los pue-
blos o zonas rurales. Deben diferenciarse 
las grandes áreas metropolitanas del sur de 

15 Cabe diferenciar entre el 
rol de la autoridad organi-
zadora y el operador de los 
servicios. El operador (pú-
blico o privado) es el encar-
gado de ejecutar el servicio 
a diario. En algunos casos, 
la autoridad organizadora 
también puede desem-
peñar el papel de operador 
(por ejemplo, a través de 
un servicio del gobierno 
local). La autoridad organi-
zadora puede ser un ayun-
tamiento, mientras que el 
operador puede ser una 
empresa pública propiedad 
del Estado o de la provin-
cia/región/estado federado, 
como en el caso del agua en 
Brasil.
16 Véase el WHO-UN Wa-
ter Report (2012). En más 
del 90% de los 74 países 
evaluados, el agua y sanea–
miento son competencias 
descentralizadas, pero sólo 
el 40% cuenta con  descen-
tralización fiscal. El 60% 
informó falta de recursos 
humanos suficientes para 
operar y mantener los 
sistemas urbanos de agua 
potable, lo que debilita la 
capacidad de los gobier-
nos locales para planificar 
y ejecutar servicios.
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Asia, o las ciudades en los países subsaha-
rianos que también sufren grandes retrasos 
en cuanto a garantizar el acceso a los ser-
vicios. Incluso en países de ingresos altos y 
mediano-altos, los gobiernos locales deben 
enfrentarse regularmente a la insuficiencia 
de recursos, y a tareas y competencias 
para las que no disponen de financiación. 
Por ejemplo, en Europa, las recientes refor-
mas macro-económicas podrían debilitar la 
capacidad del gobierno local para respon-
der a las crecientes demandas de servicios 
básicos en algunos países.

En otras regiones se pueden identificar 
cuatro situaciones respecto a la gobernan-
za de los servicios básicos. En la primera, 
que responde mayormente a países de 
ingresos medios, los avances en la des-
centralización y en la prestación de servi-
cios muestran una correlación positiva. La 
mayor parte de América Latina se puede 
incluir en este grupo. En las últimas déca-
das, las políticas nacionales han concedi-
do mayores competencias y recursos a los 
gobiernos locales (la proporción media del 
gasto nacional a su cargo se elevó del 13 
% en la década de 1980, al 19-20% a fi-
nales de la década de 2000)17. Sin embar-
go, este proceso no es homogéneo: en los 
países de ingresos bajos y mediano-bajos 
de la región, la mayoría de gobiernos loca-
les tienen dificultades para gestionar los 
servicios básicos. En muchos países, las 
empresas públicas nacionales siguen pres-
tando varios servicios claves. En los países 
grandes, como Brasil, se observan grandes 
diferencias entre regiones; los gobiernos 
intermedios juegan un papel importante en 
el suministro del agua y saneamiento.

Un segundo grupo, se caracteriza por poco 
o ningún progreso en la descentralización 
o en la prestación de servicios. Éste inclu-
ye a la mayor parte de Eurasia, donde los 
gobiernos locales son responsables de la 
prestación de servicios básicos, pero dis-
ponen solo parcialmente de las competen-

cias o recursos necesarios para cubrir las 
actividades operacionales de los servicios, 
o para hacer frente a toda una década de 
deterioro de las infraestructuras. Los pode-
res y las responsabilidades transferidas a 
los gobiernos locales siguen evolucionan-
do y no siempre están claramente defini-
dos, mientras que los niveles de gobierno 
central (o regional) continúan ejerciendo un 
control significativo. Dentro de los proble-
mas específicos a esta región cabe men-
cionar la autoridad de los gobiernos loca-
les sobre los impuestos y los aranceles es 
débil; las tarifas de los servicios básicos se 
definen a nivel nacional y por lo general no 
reflejan el coste real.

Los países de ingresos medios de Asia, 
donde la descentralización ha avanzado 
rápidamente en las últimas dos décadas, 
se sitúan en medio de los dos grupos an-
teriores. Los avances en la prestación de 
servicios en las zonas urbanas con más 
recursos se acompañan de importantes 
rezagos en ciudades intermedias y en los 
pueblos. En la India, donde el proceso de 
descentralización se ha quedado atascado 
a nivel de los estados federales, las diver-
gencias son aún más considerables. Por el 
contrario, en China se ha concedido mayor 
autonomía a las autoridades locales de las 
grandes ciudades, quienes han logrado de-
sarrollar y modernizar las infraestructuras 
básicas a una velocidad increíble durante 
los últimos veinte años, aunque la situación 
no es tan positiva en los centros urbanos 
más pequeños y en las áreas rurales. En 
toda la región, y particularmente en la In-
dia, el problema más grave es el limitado 
acceso a los servicios de los habitantes de 
los barrios marginales (un tercio de la po-
blación - 396 millones de personas). 

En el tercer grupo se encuentra el conjunto 
de países del África subsahariana. En una 
mayoría, se están desarrollando procesos 
de reforma y de descentralización, pero los 
gobiernos locales no tienen ni el poder ni 17  GOLD II, p 99.
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los recursos para asumir sus responsabi-
lidades. Sudáfrica es una excepción: ha 
logrado importantes avances gracias a los 
poderes otorgados al gobierno local, re-
conocidos constitucionalmente, y a la cre-
ciente colaboración entre el gobierno cen-
tral y los gobiernos locales, en particular en 
las grandes ciudades. 

La cuarta categoría incluye gran parte del 
norte de África, donde los gobiernos cen-
trales siguen ejerciendo un fuerte control 
sobre los servicios básicos, a pesar de la 
presencia de autoridades locales electas. 
En Marruecos, los gobiernos locales son 
más activos. Los datos muestran mejoras 
en el acceso a los servicios básicos en el 
norte de África, pero la inversión se concen-
tra principalmente en las zonas costeras, 
dejando a las ciudades intermedias del in-
terior y a otras áreas insuficientemente equi-
padas (lo que es probablemente un factor 
que podría haber influido sobre los recientes 
levantamientos populares en la región). En 
Oriente Medio, los gobiernos locales elec-
tos (allí donde existen) también actúan bajo 
estricto control del gobierno central. Duran-
te los últimos años se han hecho esfuerzos 
para promover la gestión local de los resi-
duos sólidos y la regulación del transporte 
urbano. Una excepción es Turquía, donde la 
descentralización ha otorgado más respon-
sabilidades y recursos para la prestación de 
servicios al gobierno local.

Esta tipología es obviamente muy general 
por lo que no tiene en cuenta todos los ca-
sos; sin embargo, sugiere una correlación 
significativa entre las diferentes formas de 
gobernanza, la descentralización y las me-
joras en la prestación de servicios básicos.

�	 La elección estratégica de los mode-
los de gestión

Las autoridades organizadoras disponen 
de una gama de posibles modelos para la 

gestión de los servicios básicos: la gestión 
directa, la contratación de un operador 
público o la externalización a una empre-
sa privada, así como el partenariado con 
asociaciones, ONG u organizaciones co-
munitarias. La privatización total (la venta 
de los activos) no es usual. La complejidad 
de la gestión de los servicios no facilita la 
elección de un modelo, y exige la consul-
ta con los diferentes actores, el análisis del 
contexto local y la toma de decisiones es-
tratégicas en cuanto a los modelos de pro-
ducción, financiamiento y gobernanza de 
cada servicio.

La gestión pública (ya sea interna, com-
partida o mediante empresas de servicios 
públicos) sigue siendo el modelo más utili-
zado. En principio, esto permite a la auto-
ridad organizadora un mayor control sobre 
el servicio, sobre sus políticas y activida-
des, y minimiza los costes de transacción, 
el solapamiento de responsabilidades y la 
pérdida de información. En teoría, esto fa-
cilita una mayor coherencia y capacidad de 
respuesta. Un operador público también 
puede reducir los costes, ya que no busca 
obtener beneficios, sino equilibrar su pre-
supuesto18.

Sin embargo, la gestión pública también es 
criticada por ser poco competitiva e inefi-
ciente. Muchos operadores públicos tienen 
estructuras de gestión poco transparen-
tes, lo que dificulta la rendición de cuen-
tas y facilita la concentración del poder de 
decisión en manos de unos pocos (véase, 
en particular, los capítulos regionales de 
Asia y América Latina). Sus procedimien-
tos administrativos, a veces burocráticos, 
no siempre facilitan un servicio de calidad 
a un coste más bajo. La externalización de 
la prestación de servicios al sector priva-
do es propuesta entonces como una for-
ma para mejorar la eficiencia y responder a 
las necesidades de los clientes. En teoría, 
la competencia entre operadores de ser-
vicios impide la aparición de monopolios, 

18 Cf. Sobre las ventajas 
de las gestión pública 
ver  http://www.psiru.org/. 
Véase también: http://
www.fnccr.asso.fr/docu-
ments/APE-GestionPub-
liqueDeLEau_2.pdf (en 
francés).
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crea incentivos para que los operadores 
innoven, mejoren el acceso y la calidad, y 
contribuye a reducir los costes, lo que es al 
fin y al cabo beneficioso para los gobiernos 
locales, los usuarios del servicio y los con-
tribuyentes.

Sin embargo, como se destaca en el capí-
tulo europeo, no hay evidencia empírica de 
que un sistema de gestión sea intrínseca-
mente más eficiente que cualquier otro19. 
La elección óptima entre la externalización 
y la gestión directa sólo puede hacerse so-
bre la base de evaluaciones caso por caso, 
atendiendo a cada situación, por parte de 
las autoridades públicas. Esta es la razón 
por la cual es esencial que la autoridad or-
ganizadora tenga total libertad de elección 
del modelo de gestión. Esto promueve la 
flexibilidad y la adaptación a los contextos 
locales, a la vez que facilita la experimenta-
ción y la innovación.

En la práctica, las tradiciones naciona-
les, las lógicas sectoriales y la evolución 
del marco institucional influyen en cómo 
son gestionados los servicios. En Europa, 
existen diferentes modelos históricos: las 
empresas locales de servicios múltiples 
alemanas (Stadtwerke), propiedad de las 
autoridades locales; la larga experiencia 
francesa en el uso de empresas de servi-
cios públicos, privadas o mixtas; o la pri-
vatización de la mayoría de los servicios 
básicos en el Reino Unido durante los años 
80. La mayor parte de estas tradiciones na-
cionales han evolucionado hacia modelos 
híbridos durante los últimos veinte años. 
Actualmente, tres cuartas partes de la po-
blación de Europa recibe el suministro del 
agua y saneamiento por parte de operado-
res públicos.

En América Latina, el 90% del servicio de 
agua y saneamiento también es proporcio-
nado por empresas de servicios públicos 
en las zonas urbanas, y muchas veces por 
juntas de agua en  zonas rurales. Los go-

biernos regionales desempeñan un papel 
importante en los países federales, mien-
tras que las empresas de servicios públi-
cos nacionales dominan en los países de 
menor tamaño. En África, muchos países 
francófonos mantienen una sola empresa 
nacional de agua, mientras que los países 
anglófonos tienden a la gestión descentra-
lizada20. En ambos casos, pero particular-
mente en los países francófonos, existen 
experiencias en que el sector privado se 
asocia con las empresas de servicio pú-
blico nacionales o maneja una parte de 
los servicios. En Asia, muchos países han 
pasado de la gestión directa a la gestión a 
través de empresas de servicios públicos 
nacionales y locales, así como a la contra-
tación externa, incluyendo joint ventures 
con socios privados. En China, el desarro-
llo de las últimas décadas tiene que ver con 
el fortalecimiento de las capacidades de 
los gobiernos locales, pero también con el 
establecimiento de PPP y de joint ventures 
con socios extranjeros. En la mayor par-
te de Eurasia, los proveedores de agua y 
saneamiento son propiedad de los gobier-
nos municipales y de niveles de gobierno 
regionales, o de una empresa nacional de 
servicios públicos (como en Tayikistán). En 
los últimos años, algunos países han bus-
cado atraer a operadores privados hacia el 
sector de los servicios públicos. En Rusia, 
una cuarta parte de la población obtiene el 
agua y el saneamiento de operadores pri-
vados en virtud de contratos de PPP, pero 
la normativa establecida recientemente ha 
limitado la privatización de los activos de 
agua y saneamiento.

La gestión de residuos es el servicio más 
descentralizado en todas las regiones, a 
menudo proporcionado directamente por 
los gobiernos locales. Sin embargo, los 
contratos con operadores privados son 
comunes en muchos países. En Europa, el 
80 % de los trabajadores dedicados a este 
servicio son empleados por el sector priva-
do21. En América Latina, los ayuntamientos 

19 Bel, Fageda y Warner 
(2008) y Mühlenkamp 
(2013).
20 Banerjee et al (2008) p.7.
21  Wollman y Marcou (2010); 
Hall y Nguyen (2012).
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manejan alrededor de la mitad del volumen 
total del servicio, mientras que el sector pri-
vado se encarga del 45 %, y un 3% restan-
te recae sobre cooperativas22. En Eurasia, 
los gobiernos locales externalizan la ges-
tión de residuos a operadores privados.

A menudo, en los países de ingresos altos 
los sistemas urbanos de transporte públi-
co están dirigidos por agencias o autori-
dades públicas especiales, aunque tam-
bién hay operadores privados y sistemas 
de transporte de propiedad privada (esto 
es, redes de autobús y tranvías). En las 
zonas menos pobladas, los gobiernos lo-
cales gestionan los sistemas de transporte 
puesto que ello no sería rentable para los 
operadores privados. Tras la caída de la 
Unión Soviética, en Eurasia y Europa del 
Este la responsabilidad del transporte pú-
blico urbano fue transferida a los ayunta-
mientos, pero sin la correspondiente asig-
nación de financiación para que pudieran 
asumir su operación y mantenimiento. 
Ello supuso una caída en la calidad del 
servicio, lo que propició el surgimiento 
de operadores privados. En los países de 
medianos y bajos ingresos, por lo general 
el sector privado domina el transporte, y 
los operadores muy pequeños juegan un 
papel importante. Las autoridades locales 
regulan las rutas de transporte, el mante-
nimiento de carreteras, la reglamentación 
del tráfico, y a veces también tienen ser-
vicios de transporte propios (por ejemplo, 
de Porto Alegre, Brasil).

La electricidad –generación, transporte 
y distribución– no es generalmente una 
responsabilidad del gobierno local, pero 
en algunos casos la distribución se com-
parte con las autoridades nacionales. 
Los informes regionales señalan casos 
en que gobiernos locales promueven el 
uso de energías renovables o asisten 
a áreas geográficas más aisladas con 
pequeñas instalaciones eléctricas de 
propiedad local o de cooperativas (en 

EE.UU. y América Latina). En China, las 
autoridades metropolitanas gestionan la 
electricidad.

Sea cual sea la forma de gestión – interna 
o externalizada–, la autoridad organiza-
dora debe garantizar el control sobre los 
bienes públicos, la equidad en el acceso 
y una clara la rendición de cuentas. En los 
casos de externalización, las autoridades 
locales deben asumir el seguimiento siste-
mático y el control de los operadores ex-
ternos (públicos o privados), así como la 
evaluación de su actividad.

En muchos países, las autoridades locales 
están poco capacitadas para negociar con 
operadores privados, que suelen tener 
más experiencia en procesos de contra-
tación complejos. Las relaciones asimé-
tricas pueden dar lugar a malentendidos, 
aumentar la incertidumbre y el riesgo y, en 
el largo plazo, también los costes. Si bien 
no existe una fórmula universal para el éxi-
to, las autoridades organizadoras deben 
tratar de maximizar sus puntos fuertes. 
Los capítulos regionales presentan múlti-
ples estrategias locales exitosas que han 
permitido la competencia entre operado-
res, manteniendo al mismo tiempo el con-
trol interno y fortaleciendo la experiencia 
local.

El Informe también menciona diversas ini-
ciativas de gobiernos locales para evaluar 
el desempeño en la prestación de servi-
cios básicos. Existen iniciativas de evalua-
ción comparativa tanto voluntarias como 
impuestas por los reguladores nacionales 
(p. ej. IBNET del Banco Mundial, la Euro-
pean Benchmarking Initiative para el agua, 
o ADERASA , la red de agencias de regu-
lación en América Latina). Los gobiernos 
locales deben ser apoyados para que 
puedan fortalecer su capacidad de super-
visión, con el fin de promover la eficiencia 
en los servicios básicos.

22 Véase el capítulo sobre 
América Latina.
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FINANCIACIÓN DE SERVICIOS 
BÁSICOS 

Desde el punto de vista financiero, el rol de 
los gobiernos locales puede tomar diferen-
tes formas, dependiendo de los recursos, 
el alcance de la descentralización y de si 
son la autoridad organizadora de los ser-
vicios. En esta sección se analiza la finan-
ciación de los servicios básicos, las tarifas 
y su accesibilidad, y los mecanismos de 
inversión utilizados en diferentes regiones; 
y cómo esto afecta a la gestión de los ser-
vicios básicos. [El apéndice de GOLD III 
aborda algunos aspectos complementarios 
sobre la financiación].

Servicios básicos y financiación 
pública

Desde la década del 2000, se ha abando-
nado la idea de la “recuperación total” del 
coste de los servicios a través del pago de 
los usuarios del servicio y se ha adoptado 
el concepto de  Recuperación Sostenible 
de Costes (RSC), que se basa en una com-
binación de tarifas, tasas o impuestos y 
transferencias (las 3Ts)23. La RSC también 
implica el uso de las 3Ts para atraer finan-
ciamiento vía préstamos, emisión de bonos 
o acciones, en función de la situación lo-
cal, para invertir en la ampliación o mante-
nimiento de los servicios. Mientras que las 
3Ts son la base de la financiación, las fuen-
tes de financiamiento reembolsables pue-
den jugar un papel crucial en la inversión 
inicial, permitiendo que el pago se extienda 
sobre un largo período. Se han identificado 
tres características principales de la recu-
peración sostenible de costos:24

	� Una mezcla de las 3Ts para financiar los 
gastos ordinarios y de capital y atraer 
otros fondos de financiación; 

	� Previsibilidad de las subvenciones públi-
cas para facilitar la inversión (planifi-
cación); 

	� Tarifas asequibles para todos, garanti-
zando al mismo tiempo la sostenibilidad 
financiera de los servicios. 

La financiación sostenible requiere que cada 
sector o servicio no sea considerado de for-
ma separada o aislada. La utilización de 
subvenciones cruzada es fundamental para 
amortiguar las desigualdades geográficas y 
garantizar la igualdad inter-sectorial (donde 
los beneficios de un servicio son utilizados 
para financiar los déficits en otros).

Aunque los gobiernos centrales siguen 
siendo una fuente de financiación impor-
tante para los servicios básicos, los gobier-
nos locales aportan una proporción cada 
vez mayor, sobre todo en países de ingre-
sos altos y medios. La RSC implica que el 
gasto público servirá para complementar 
los ingresos provenientes de las tarifas, 
sobre todo (pero no sólo) en los países de 
ingresos medianos-bajos y bajos, donde la 
capacidad de pago por parte del usuario 
es una limitación importante. Por ejemplo, 
mientras que las tarifas representan el 90% 
de los ingresos para el sector del agua en 
Francia; sólo alcanzan el 40% en Corea, y 
el 10% en Egipto25. Las contribuciones de 
donantes pueden ser una importante fuen-
te de financiación en países de ingresos 
bajos (equivalente al 1 % del PIB en siete 
países)26.

El capítulo europeo analiza una amplia 
gama de formas de financiación de los ser-
vicios: la recuperación total mediante tari-
fas (ej. Dinamarca en el sector del agua), 
la financiación total a través de impuestos 
(ej. agua y el saneamiento en Irlanda), una 
mezcla de subsidios de varios proveedores 
de servicios (ej. el transporte en Francia y 
Alemania), subsidios cruzados por razones 
de desequilibrios geográficos, sociales o 
sectoriales; la cofinanciación por parte de 
las autoridades públicas nacionales, regio-
nales y locales, y los fondos europeos o 
internacionales. La combinación de estos 

23 Las “tarifas” son las ta-
sas que pagan los  usuarios 
del servicio; las tasas e im-
puestos se refieren a los 
fondos canalizados hacia 
los servicios básicos y pro-
venientes de los  gobiernos 
centrales, regionales y lo-
cales; y las “transferencias” 
son aquellos fondos ofreci-
dos por donantes interna-
cionales y fundaciones de 
caridad. Las transferencias 
incluyen donaciones y prés-
tamos concesionales, como 
los que ofrece el Banco 
Mundial, que incluyen un 
componente de subvención 
en forma de un tipo de in-
terés subvencionado o un 
período de gracia. OCDE 
(2009).
24 Winpenny (2002)
25 OCDE (2009). No obstante, 
incluso en Francia, los fondos 
públicos representan alrede-
dor del 88% de la inversión 
pública en el sector del agua. 
Pezon (2009). Citado en D. 
Hall y E. Lobina (marzo de 
2012), Financiación del agua 
y el saneamiento: Realidades 
públicas, PSI-PSIRU, www.
psiru.org
26 OCDE (2009)
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modelos puede dificultar la identificación 
de los “costes reales” en la prestación de 
servicios. Pocos países recuperan todos 
los costes de los servicios de agua a través 
de las tarifas y las inversiones son financia-
das principalmente mediante subvencio-
nes públicas y fondos locales, nacionales 
o internacionales. El transporte público 
también es subvencionado en gran parte 
mediante presupuestos municipales y de 
niveles de gobierno intermedio, subvencio-
nes nacionales y de fuentes comerciales. 

Si bien ha habido progresos en la recauda-
ción de tarifas y la financiación en América 
Latina, los subsidios de los gobiernos loca-
les, intermedios y nacionales siguen siendo 
esenciales. En la mayoría de los casos, los 
beneficios derivados de los servicios de agua 
son insuficientes para garantizar el funciona-
miento eficaz de las empresas del sector, y 
sobre todo para la inversión en infraestruc-
tura. La mayoría de los países utilizan sub-
sidios fiscales y subvenciones nacionales 
para financiar la provisión de agua27. En Ru-
sia, las empresas de agua y saneamiento y 
las encargadas del suministro de calefacción 
tienen derecho a una indemnización del go-
bierno central si como resultado de las tarifas 
reguladas pierden ingresos. En la India, en 
los últimos años se ha financiado el 90% del 
agua y saneamiento con fondos públicos28. 
En Medio Oriente, casi todos los servicios es-
tán financiados de manera consecuente por 
el gobierno nacional. En África, los impues-
tos y las tarifas constituyen las dos terceras 
partes de la financiación de los servicios de 
agua, y el resto proviene de fuentes exter-
nas29. A nivel internacional, sólo el 30% de 
los servicios públicos en el sector del agua 
generan los ingresos necesarios para cubrir 
su operación, mantenimiento y parte de los 
costes de capital30.

Los impuestos y subvenciones son aún más 
importantes para el saneamiento y la gestión 
de residuos sólidos. Los usuarios general-
mente son más renuentes a pagar por estos 

servicios que por el agua, la electricidad o el 
transporte. En los países de ingresos altos, 
la recogida y gestión de residuos represen-
tan alrededor del 10 % de los presupuestos 
locales (la mayor parte es financiada median-
te las tarifas); mientras que en los países de 
ingresos medianos la gestión del servicio de 
residuos representa alrededor del 40 % del 
presupuesto local, y en los países de ingre-
sos bajos un 80-90%. En 2010, en América 
Latina la recuperación media de los costes 
por medio de tarifas fue de alrededor del 
52%. Cabe señalar, sin embargo, que algu-
nas ciudades han logrado equilibrar el coste 
de sus servicios31. En Eurasia, las tarifas cu-
bren, sobre todo, los costes operativos de la 
recolección de residuos (excepto en Tayikis-
tán y Kirguistán).

El transporte público está muy subvenciona-
do en casi todas las regiones. En los EE.UU. 
la principal fuente de financiación del servi-
cio de transporte, después de las tarifas, es 
un impuesto sobre la gasolina. Sin embargo, 
éste no se ha aumentado desde principios 
de los años 1980 y los vehículos actuales 
-más eficientes- tienen un menor consumo 
de carburante. Por consiguiente, en los úl-
timos años se ha acumulado un retraso en 
la realización de las mejoras necesarias en 
el servicio que va en aumento. En Eurasia, 
casi el 30% de la financiación del transporte 
proviene de actividades ajenas al sector y de 
subsidios. En África, los sistemas de trans-
porte urbano reciben subsidios regulares de 
los gobiernos centrales. Esto parece ser me-
nos común en América Latina32. La financia-
ción para el transporte en Indonesia proviene 
de subvenciones directas de los ministerios 
centrales y de los presupuestos de las pro-
vincias, ciudades y regencias (kabupaten).

Definición de tarifas,  asequibilidad 
y recaudación 

Además de contribuir a la sostenibilidad 
financiera de los servicios, el pago de las 
tarifas por parte de los usuarios también es 

26 OCDE (2009)
27 Véase el capítulo de 
América Latina, CAF 
(2012) y ADERASA http://
www.aderasa.org/index.
php/es/grupos-de-trabajo/
benchmarking. 
28 Hall y Lobina (2009).
29 Foster y Briceño-Gar-
mendia (2010) p. 299, tabla 
16.6.
30 Komives et al (2005).
31 Hoornweg y Bhada-Tata 
(2012).Véase el capítulo de 
América Latina.
32 CAF (2011), citado en 
el capítulo sobre América 
Latina.
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un incentivo para su uso eficiente. En los 
últimos años, ha aumentado la recupera-
ción del coste de servicios por vía de las 
tarifas33. Los modelos de fijación de precios 
y la capacidad de los operadores de servi-
cios y de los ayuntamientos para recaudar 
las tarifas y tasas influyen fuertemente en la 
sostenibilidad y en la asequibilidad de los 
servicios.

En Europa, los precios generalmente se es-
tablecen localmente en los contratos entre 
las autoridades organizadoras y los opera-
dores, aunque las regulaciones europeas 
influyen cada vez más sobre la financiación 
y la fijación de precios34. En América Latina, 
los precios en el sector del agua son esta-
blecidos por los organismos reguladores o 
las empresas de servicios públicos nacio-
nales. En países federales como México, 
las tarifas deben ser aprobadas anualmen-
te por cada estado. Por lo general, los pro-
veedores de servicios necesitan la aproba-
ción de los niveles superiores del gobierno 
para cambiar las tarifas35. En el sector de 
los residuos, el precio es aún más varia-
ble pues la mayoría de los ayuntamientos 
facturan y cobran directamente36. En África 
y Oriente Medio, las autoridades naciona-
les (o intermedias) son las encargadas del 
establecimiento de tarifas. En Eurasia, las 
tarifas “socialmente aceptables” son gene-
ralmente fijadas a nivel nacional o estatal, 
lo que resulta en una brecha entre los cos-
tes y los ingresos, que se cubre mediante 
subvenciones públicas.

La recaudación de tarifas e impuestos es 
un gran desafío en países de ingresos ba-
jos y medianos. En África, las encuestas 
de hogares muestran que un 40% de los 
usuarios no pagan los servicios públicos 
de agua - en algunos países, esta cifra 
llega hasta un 65 %37. En muchas ciuda-
des, no hay ningún sistema para identificar 
la dirección a la que se debe facturar. Por 
ejemplo, en Maputo (Mozambique) sólo el 
15 % de los hogares reciben las facturas. 

El primer paso para mejorar la recaudación 
puede ser el establecimiento de un sistema 
para identificar calles; aunque es una tarea 
particularmente difícil en los asentamientos 
donde la tenencia de propiedad formal ni 
siquiera se reconoce. Sin embargo, el In-
forme GOLD III expone casos en que se ha 
logrado una implementación exitosa de sis-
temas de recaudación adaptados, por par-
te de los gobiernos locales o los mismos 
proveedores de servicios con el apoyo de 
organizaciones comunitarias (por ejemplo, 
en Manila, Filipinas).

Lograr un equilibrio entre la asequibilidad 
y la sostenibilidad financiera es uno de los 
principales retos para la fijación de tarifas, 
pero estos objetivos no son mutuamente 
excluyentes. Según el PNUD, para garanti-
zar el derecho al agua, las tarifas no deben 
superar el 3% del ingreso familiar. En Eu-
ropa, en 2011, las tarifas representaron un 
pequeño porcentaje de los ingresos medios 
de los hogares (1,7% el agua y 4,4%  la 
electricidad), pero estos promedios ocultan 
variaciones importantes. Si la accesibilidad 
es una preocupación incluso en los países 
de ingresos altos, lo es todavía más en paí-
ses de ingresos bajos y medianos. El deba-
te de la asequibilidad puede ser abordado 
desde dos perspectivas: a) una perspectiva 
de mercado, que evalúe los ingresos fami-
liares para establecer las tarifas más ade-
cuadas y así garantizar que los colectivos 
más pobres puedan asumirlas, y b) un en-
foque centrado en los derechos humanos, 
en particular en el derecho al agua, para 
garantizar el libre acceso a un nivel mínimo 
de consumo38. El enfoque basado en los 
derechos humanos se ha visto impulsado 
con el reconocimiento del derecho al agua 
potable y al saneamiento por la Asamblea 
General de la ONU en 201039.

En Sudáfrica, la población más pobre tie-
ne garantizado un nivel mínimo de acceso 
libre a los servicios de agua, electricidad y 
recogida de residuos sólidos40. Esta estra-

33 OCDE (2009) p. 17
34 Véase el capítulo sobre 
Europa, 3.5 Financiamien-
to de los servicios públicos 
básicos
35 CAF (2012) p. 25.
36 Véase el capítulo para 
América Latina, particu-
larmente Martínez et al 
(2011).
37 Foster y Briceño- Gar-
mendia (2010) p. 10. 
Véanse los informes regio-
nales para las diferentes 
modalidades de factura-
ción.
38 Una Directiva de la 
Comisión Europea tam-
bién prohíbe la desconexión 
de la electricidad para los 
“clientes más vulnerables” 
en momentos críticos. Las 
mismas medidas se han 
tomado para el sector del 
agua. Véase el capítulo eu-
ropeo.
39 Asamblea General de la 
ONU, resolución 64/292, El 
derecho humano al agua 
y saneamiento, 28 de julio 
2010.
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tegia permitió una mejora significativa del 
acceso a los servicios en los últimos quin-
ce años, aunque no ha logrado proveer 
un acceso universal al agua potable. Una 
estrategia más común es la de establecer 
precios diferenciados, generalmente a tra-
vés de subsidios cruzados, para apoyar 
a las familias de ingresos bajos41. Otra al-
ternativa son las subvenciones directas -a 
través de subvenciones o transferencias de 
efectivo-, tal como se practica en Chile y 
Colombia. En Asia, hay ejemplos de sub-
sidios para conexiones al servicio en lugar 
del consumo, lo que es una medida eficaz 
para identificar los colectivos más pobres 
en los lugares donde el acceso a la red es 
bajo. Los subsidios deben ser predecibles, 
transparentes, focalizados hacia un grupo 
concreto y, de ser posible, que disminuyan 
gradualmente con el tiempo.

Este informe también proporciona ejemplos 
de tarifas diferenciadas en base a: volumen 
de consumo (en América Latina o en Euro-
pa), tarifas por barrios o estándares de ser-
vicio (por ejemplo grifos públicos en África y 
Asia, con agua muy económica o gratuita), 
el apoyo a la acción comunitaria (como la 
construcción de aseos públicos en colabo-
ración con las ONGs y las asociaciones de la 
comunidad, en Mumbai)42. Las políticas que 
mantienen tarifas reducidas para todos los 
usuarios acostumbran a ser problemáticas, 
ya que difícilmente benefician al colectivo 
más vulnerable, ni garantizan la sostenibili-
dad financiera del servicio. Por ejemplo, en 
África, el 90 % de las personas que reciben 
agua o los servicios de electricidad con ta-
rifas subsidiadas pertenecen al 60% de los 
más ricos de la población43. La asequibilidad 
también es crítica para aquellos hogares sin 
acceso a los servicios que dependen de los 
proveedores informales: ello hace que a me-
nudo paguen más que los usuarios de los 
servicios en red, lo que supone un gran im-
pacto sobre la renta familiar. Los gobiernos 
locales deberían intervenir en esta situación.

Los presupuestos locales: una 
fuente clave para la financiación 
de servicios básicos, pero pro-
blemática44 

En la mayoría de países, la descentrali-
zación de los gastos es mayor que la de 
los ingresos. En los países de la OCDE, 
los gobiernos sub-nacionales representan 
el 22 % de los ingresos generales del go-
bierno, pero el 31 % del gasto público45. 
En América Latina, el gobierno local repre-
senta el 12% de los ingresos nacionales, 
pero el 19% de los gastos46, y en el caso 
del África subsahariana, en torno al 3% de 
los ingresos y el 8% de los gastos47. Hay 
un contraste notable entre los países de 
ingresos altos y la mayoría de países de in-
gresos medianos y bajos, en términos de 
la participación de los gobiernos locales en 
el gasto general del gobierno. En la Unión 
Europea (27 países), el gasto de los gobier-
nos locales representa el 24,3% del gasto 
general del gobierno - esto es, 1,3 veces el 
porcentaje de América Latina, y tres veces 
más que África subsahariana. A finales de 
la década del 2000, los gobiernos locales 
de los EE.UU. y Europa gastaban 3.000 - 
4.000 dólares EUA por persona y por año48, 
mientras que en África el gasto fue sólo de 
36 dólares EUA49.

La creciente brecha entre el gasto y los in-
gresos se debe en gran medida a la limita-
ción de los poderes (y muchas veces ca-
pacidades) de los gobiernos locales para 
movilizar recursos, uno de los fundamentos 
de la descentralización. Tradicionalmente, 
los recursos del gobierno local provienen 
de tres fuentes principales: 1) los impuestos 
locales y las tarifas por servicios (“ingresos 
propios”), 2) las transferencias de otros ni-
veles de gobierno, y 3) endeudamiento. Sin 
embargo, muchos gobiernos locales tienen 
una capacidad limitada para movilizar sus 
propios recursos, así como escaso control 
sobre las transferencias.

40 Véase el capítulo sobre Áfri-
ca: cada hogar pobre recibe 
de forma gratuita los prime-
ros 200 litros de agua por día 
y alrededor de 50 - 100 kWh 
al mes de forma gratuita. En 
2012, el programa llegó al 
86% de los hogares.
41 Algunas instituciones inter-
nacionales son críticas con las 
subvenciones, argumentan-
do que “socavan la gestión 
eficiente”. Ver Komives et al 
(2005).
42 Véase OCDE (2009), pági-
nas 21-22, para un análisis 
más detallado de los pros y 
los contras de las diferentes 
tarifas sociales.
43 Foster y Briceño-Garmendia 
(2010) p. 11. Esta política tam-
bién es criticada en Eurasia y 
en algunos países de América 
Latina.
44 La información de esta sec-
ción está extraída principal-
mente del Informe GOLD II y 
se refiere a finales de la déca-
da del 2000.
45 Datos de la OCDE, Claire 
Charbit (2011); en 27 países 
de la Unión Europea los in-
gresos y gastos de los niveles 
sub-nacionales representan 
el 35.8% y 34%, respecti-
vamente del total del sector 
público en 2011, para Eu-
ropa véase CMRE-Dexia, 
Subnational public Finance 
in the European Union, Ve-
rano 2012, 11 ª edición. El 
GFS-FMI dan los siguientes 
valores medios: en 2008, los 
gobiernos locales de todo el 
mundo fueron responsables 
del 17,8% del gasto público 
y del 12,2% de los ingresos 
públicos. En los países de-
sarrollados estos porcentajes 
son: 22,6% y 16,3%, respec-
tivamente; y en los países en 
desarrollo: 14,5% y 9,4% (Om 
Prakash Mathur, 2012).
46 Fuente: GOLD II
47 Fuente:  GOLD II. Thierry 
Paulais (2012) calcula la pro-
porción de los gastos locales / 
gastos públicos en un 11,7% 
en 2010.
48 Sin embargo, varía de 
15.872 euros en Dinamarca 
a 97 euros en Malta (véase el 
capítulo de Europa).
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En muchos países la fiscalidad local no pa-
rece ser lo suficientemente dinámica  como 
para permitir un crecimiento de los ingresos 
locales que  se corresponda con el aumen-
to de responsabilidades transferidas a los 
ayuntamientos. El potencial del impuesto 
sobre la propiedad - el impuesto local más 
recomendado y utilizado a nivel mundial- 
no parece haberse realizado50. Inciden en 
ello las barreras políticas impuestas por el 
gobierno central (o los estados en países 
federales) o por la misma reticencia de los 
gobiernos locales a aumentar los impues-
tos. La otra fuente principal de ingresos 
propios son las tarifas por los servicios. En 
Canadá y los EE.UU. los gobiernos locales 
generan una cuarta parte de sus ingresos 
a través de tarifas; en la Unión Europea, 
estos ingresos por servicios alcanzaron el 
10,6 % en 2011. La situación es muy dife-
rente en muchos países de ingresos media-
nos y bajos, donde las tarifas representan 
una contribución limitada a los presupues-
tos locales debido a la escasa capacidad 
local de recaudación, agravada en ciertos 
países por la baja capacidad de pago de la 
población por los servicios.

Las transferencias del gobierno central 
son una segunda fuente de ingresos. Se-
gún un estudio de ONU-Hábitat, éstas 
representan el 47 % de los ingresos del 
gobierno local en los países en desarrollo, 
y en torno al 36 % en los países desarro-
llados (un porcentaje que aumentó en la 
década del 2000, mientras que los ingre-
sos propios fueron disminuyendo)51. Lejos 
de ser una solución fácil para financiar 
la prestación de los servicios, el uso de 
transferencias plantea una serie de proble-
mas a los gobiernos locales, como la im-
previsibilidad y la falta de transparencia en 
su distribución (como en África occidental 
y central); o la vulnerabilidad ante recortes 
presupuestarios intempestivos (ej. en Eu-
rasia). Asimismo una excesiva dependen-
cia de transferencias, en particular si son  
condicionadas, limita la autonomía del go-

bierno local y orientan el gasto local exclu-
sivamente hacia las prioridades definidas 
por el gobierno central. Y lo que es más 
importante, una proporción excesiva de 
transferencias en los presupuestos locales 
puede crear incentivos perversos para la 
generación de ingresos, socavando la mo-
vilización local de recursos y la responsa-
bilidad del gobierno local ante sus propios 
habitantes.

Los recursos también pueden ser distri-
buidos de manera muy desigual y concen-
trarse en las ciudades principales y regio-
nes centrales. Las grandes ciudades, con 
bases fiscales más amplias y una mayor 
capacidad para movilizar recursos, dispo-
nen por lo general de más medios para fi-
nanciar servicios. Pero es en las ciudades 
intermedias dónde se necesita una mayor 
inversión pues allí se concentrará el creci-
miento urbano en las próximas décadas. 
El problema es que muchos países care-
cen de mecanismos de igualación o de 
redistribución de las transferencias que 
son esenciales para mejorar el acceso 
a los servicios básicos en las regiones y 
ciudades con más dificultades. En África, 
sólo unos pocos países (entre ellos, Ma-
rruecos y Sudáfrica) han introducido este 
tipo de mecanismos, y en Medio Oriente 
y Asia occidental generalmente no existe. 
La situación es un poco mejor en América 
Latina. Algunos países asiáticos utilizan 
transferencias de igualación (por ejemplo, 
Australia, Indonesia y Japón), pero otros 
prácticamente ignoran las disparidades 
fiscales.

La brecha financiera entre la descentraliza-
ción del gasto y de los ingresos se tradujo, 
en términos generales, en un aumento de 
la presión financiera sobre los gobiernos lo-
cales. Paradójicamente, la tendencia global 
hacia la descentralización se acompaña a 
menudo de la centralización de los ingre-
sos52. Después de dos décadas de descen-
tralización gradual, los gobiernos locales 

49 Véase GOLD II. En Eurasia, 
el presupuesto para el gasto 
anual promedio per cápita 
de los gobiernos locales 
es de alrededor de 232 
dólares EUA; en Latino-
américa es de 133 dólares 
EUA; y en los países de 
ingresos bajos y media-
nos de Asia, de 92 dólares 
EUA.
50 En países en un estadio 
medio de desarrollo, el im-
puesto sobre la propiedad 
ingresa un 0,5% del PIB, 
en comparación con el 
2% en los países desarro-
llados. El impuesto sobre 
la propiedad no se apli-
ca en muchos países (de 
Asia y Medio Oriente, así 
como de África, Eurasia y 
América Latina). Es difícil 
y costoso de administrar, 
especialmente en países 
sin registros de la propie-
dad actualizados y con 
muchas áreas informales, 
o con poca capacidad lo-
cal para hacer avalúos y 
garantizar la recaudación. 
Véase GOLD II.
51 Mathur (2012). Esta ten-
dencia de las transferen-
cias es también destaca-
da por la OCDE [Claire 
Charbit (2011)]. Pero en 
Europa, los impuestos y 
tasas locales aumentaron 
a un ritmo similar al de las 
transferencias en la última 
década (excepto duran-
te el período 2009-2010), 
y representan alrededor 
del 54,7% de los presu-
puestos locales. Luego, 
las transferencias cayeron 
entre 2010-2012 (-5,5%), 
mientras que los ingresos 
propios se incrementaron 
(ver CMRE-Dexia, verano 
2012). En América Lati-
na, los ingresos propios 
representan alrededor del 
40% de los presupuestos 
locales (promedio para 
15 países), aunque existe 
una gran diferencia entre 
países. También en África, 
un promedio del 40% de 
los presupuestos locales 
provienen de los ingresos 
propios y el 60% de las 
transferencias (muestra de 
15 países).
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de todo el mundo se enfrentan a problemas 
cada vez mayores para generar los ingre-
sos que les permitan cubrir los costes re-
currentes de la prestación de servicios. Los 
gobiernos locales están asumiendo los pro-
blemas, pero no disponen de los recursos 
para encontrar soluciones. La generación 
local de ingresos y la autonomía son fun-
damentales para que los gobiernos locales 
puedan cumplir con sus responsabilidades 
en el suministro de servicios básicos de 
una manera responsable y eficiente.

Sin embargo, la financiación sostenible de 
los servicios básicos no está fuera de al-
cance; incluso para aquellas regiones con 
mayores retrasos en inversión. Como se 
menciona en el capítulo sobre África, el 
coste de las conexiones domiciliarias a las 
redes de agua y saneamiento se estima en 
un 1% del PIB – porcentaje inferior al im-
pacto económico que supone la falta de 
acceso adecuado a estos servicios estima-
do en un 6.5% del PIB. Si se considera la 
tasa de crecimiento sostenido del PIB en 
la mayoría de países africanos (superior al 
4% ó 5%), es posible encontrar  soluciones 
localmente sin esperar recursos externos. 
Otras regiones se enfrentan al mismo reto. 
Pero para ello, los gobiernos nacionales y 
locales deben unir fuerzas, definir niveles 
impositivos y tarifarios apropiados, mejorar 
la eficiencia en la gestión presupuestaria y 
experimentar con modelos de financiación 
innovadores. En muchos países se requie-
ren reformas estructurales para reducir las 
brechas en la financiación de los servicios 
básicos y potenciar la descentralización. 

Otras alternativas de financiación 
de servicios básicos: el endeuda-
miento

La financiación a través del endeudamiento 
público, solventado por los impuestos y ta-
sas locales, ha sido la columna vertebral de 
la mayoría de la inversión en infraestructura 

en las ciudades occidentales en los últimos 
dos siglos. Los ayuntamientos han liderado 
este proceso, con el apoyo de los gobier-
nos centrales53. En los países emergentes, 
muchas ciudades recurren en la actualidad 
al endeudamiento para financiar las infraes-
tructuras de servicios. Tradicionalmente se 
utiliza el crédito y, en algunos países, las 
obligaciones de deuda (bonos). Otros mo-
delos de financiación incluyen la captura de 
la plusvalía de la tierra (véase el recuadro 
3) y los PPPs, aunque estos  no han cum-
plido plenamente con las expectativas que 
muchos habían depositado en ellos (véase 
más adelante “partenariado con el sector 
privado”). 

En los países de la OCDE, el sistema de 
financiación permite el endeudamiento 
de los gobiernos sub-nacionales, pero en 
otras regiones el panorama es menos favo-
rable. En muchos países de ingresos me-
dios, el endeudamiento del gobierno local 
está restringido legalmente. En Asia, los 
gobiernos locales de los países de ingresos 
medianos tienen potestad para endeudar-
se, pero el endeudamiento se dificulta en la 
práctica. Fuera de las áreas metropolitanas 
y de las grandes ciudades, la débil solven-
cia crediticia y las restricciones administra-
tivas limitan el acceso al financiamiento54. 
La principal excepción es China, donde 
los gobiernos locales han desarrollado las 
infraestructuras con financiamiento de los 
mercados nacionales e internacionales, uti-
lizando la tierra como garantía. En algunos 
ayuntamientos, la tierra ha financiado hasta 
el 70% de la inversión en infraestructuras 
a través de leasings o como garantía para 
préstamos. El Banco de Desarrollo de Chi-
na proporciona hasta el 50% de la financia-
ción de infraestructuras. Los ayuntamientos 
crearon Corporaciones de Inversiones para 
el Desarrollo Urbano (Urban Development 
Investment Corporation), dentro de las cua-
les reagruparon los activos municipales 
como garantía para el endeudamiento55. 

52 Zhang (2011); citado en 
Mathur (2012) p. 32
53 Juuti y Katko (2005); 
Barraqué (2007), citado en 
D. Hall y E. Lobina (Marzo 
2012)
54 Véase el capítulo sobre 
Ásia y el Pacífico.
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En Eurasia, el acceso a préstamos de los 
bancos comerciales está limitado por la le-
gislación y por la baja solvencia crediticia 
de los gobiernos locales y de las empresas 
de servicios públicos56. En América Latina, 
los gobiernos locales pueden endeudarse 
a través de créditos o emisión de bonos en 
la mayoría de países, pero deben respetar 
ciertos límites de endeudamiento. Algunas 
grandes ciudades emiten bonos y obliga-
ciones. Los bancos municipales o fondos 
nacionales de inversión municipal dominan 
el mercado de préstamos a los gobiernos 
locales, pero los bancos comerciales tam-
bién participan. El endeudamiento externo 
no está permitido sin la autorización del 
gobierno central57. La financiación de los 
servicios básicos locales a largo plazo es 
también difícil en Oriente Medio y Asia Oc-
cidental, salvo en los países productores de 
petróleo. Los fondos disponibles se asignan 
principalmente a proyectos de infraestructu-
ra en las ciudades principales. Existen tam-
bién  instituciones financieras municipales58. 
El acceso a los préstamos sigue siendo muy 
limitado en África subsahariana, con algu-
nas excepciones (Sudáfrica). Los fondos de 
desarrollo municipal dominan también las 
inversiones locales a través de subsidios y 
préstamos, ya que los bancos comerciales 
consideran riesgoso el crédito a gobiernos 
locales insolventes o débiles. Raramente los 
gobiernos locales emiten bonos.59

�	 El papel de las instituciones finan-
cieras intermedias 

Existen Fondos de Desarrollo Municipal o 
Instituciones Financieras Especializadas 
(IFE) para apoyar el financiamiento de los 
gobiernos locales y los proveedores de 
servicios en más de 60 países de ingre-
sos bajos y medianos60. Por lo general son 
instituciones públicas controladas por el 
gobierno nacional, aunque algunas tienen 
un estatuto  para-público o privado (por 
ejemplo, el INCA en Sudáfrica). Inspiradas 
en los bancos o fondos públicos especiali-

zados de los países de ingresos altos que 

proporcionan financiación a las ciudades a 

costes razonables, estas instituciones han 

tenido resultados algo decepcionantes. 

Esto ha sido asociado a la politización de 

las decisiones de crédito, a políticas inade-

cuadas de préstamo, a la estrechez de los 

mercados o a su debilidad profesional61. 

Pero también hay casos de éxito (Findeter 

en Colombia y FEC en Marruecos; y ban-

cos de desarrollo locales, como BNDES y 

CEF en Brasil). Los IFEs podrían jugar un 

papel esencial en el financiamiento de los 

gobiernos sub-nacionales y de los servicios 

públicos si su desempeño fuera mejorado.

Globalmente, el acceso a la financiación 

para los gobiernos locales y para las em-

presas de servicios públicos sigue siendo 

problemático. Parece evidente que la situa-

ción actual no es sostenible en el tiempo. 

La inversión en el desarrollo urbano requie-

re de gobiernos locales más fortalecidos, 

de un entorno propicio para movilizar fi-

nanciamiento, en particular nacional, y del 

refuerzo de los instrumentos de inversión 

local para acceder a los préstamos nacio-

nales y a los mercados de capitales.62

�	 Otras fuentes internacionales

Los bancos de desarrollo regionales e in-

ternacionales también desempeñan un 

papel importante en la financiación de las 

infraestructuras de servicios urbanos bá-

sicos. En Asia y América Latina, el finan-

ciamiento ha aumentado en los últimos 

años63. Sin embargo, estos bancos prestan 

casi exclusivamente a los gobiernos nacio-

nales y al sector privado, y rara vez direc-

tamente a los gobiernos locales. Por ende, 

se deberían explorar otras opciones, con 

el fin de superar las barreras instituciona-

les (por ejemplo, garantías para préstamos 

 sub-soberanos y mecanismos innovadores 

para reducir los riesgos del tipo de cambio).

55 Peterson y Muzzini (2005) 
pp. 224-225.
56 Véase el capítulo sobre 
Eurasia y el Informe GOLD 
II
57 Ver capítulo sobre Améri-
ca Latina e Informe GOLD II 
58 Véase capítulo Medio 
Oriente y Asia occidental.
59 Paulais (2012).
60 Para África, Paulais 
(2012, pp.162-164) hace 
la siguiente diferencia: 
las Instituciones de In-
termediación Financiera 
se encuentran en países 
de ingresos medianos y 
levantan fondos en los 
mercados financieros; los 
Fondos de Inversión Mu-
nicipal  predominan en los 
países de ingresos bajos y 
generalmente canalizan los 
recursos de los gobiernos 
centrales y de los donantes 
hacia los gobiernos lo-
cales. Las actividades de 
préstamo de este último 
grupo son más restringidas 
y requieren de un acuerdo 
del gobierno central.
61 GOLD II; Paulais (2012) 
p. 164.
62 Paulais reclama para 
África un cambio de para-
digma. Esto también puede 
ser aplicable en otras re-
giones. 
63 Capítulo América Latina e 
Informe GOLD II. 2 mil mi-
llones de dólares EUA entre 
2006-2012.
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Los donantes siguen desempeñando un pa-
pel importante en la financiación de las inver-
siones en infraestructuras en algunos países 
de bajos ingresos. En 2009-10, el promedio 
anual de ayuda para los servicios de agua y 
saneamiento ascendió a 8,3 mil millones de 
dólares EUA, un 7% de la AOD total64. Sin 
embargo, existe preocupación acerca de la 
distribución de estas ayudas para el agua 
(alrededor del 45% se destina a 10 países, 
la mayoría de ingresos medianos). También 
se ha ampliado la cooperación Sur-Sur -las 
 inversiones por parte de China e India en 
África pasaron de ser casi inexistentes a 
principios de la década del 2000, a alcanzar 
alrededor de los 2,6 millones de dólares es-
tadounidenses anuales entre 2001 y 2006. 
En la mayoría de los casos, proporcionan 
fondos a gobiernos centrales o a intermedia-
rios financieros ad hoc; y sólo una parte muy 
limitada es reasignada a los gobiernos loca-
les. Hay muy pocos ejemplos de donantes 
que otorguen préstamos a administraciones 
sub-nacionales. 

En el marco del Protocolo de Kyoto, existen 
algunos mecanismos de financiamiento inno-
vadores para proyectos específicos de desa-
rrollo sostenible. El Mecanismo de Desarrollo 
Limpio (para la reducción de las emisiones 
de gases de efecto invernadero y para tec-
nología limpia) ha apoyado varios proyectos 
de gestión y transporte de residuos, pero sus 
recursos actuales son limitados (70 millones 
de dólares estadounidenses en 2012) y los 
proyectos aprobados se han concentrado en 
un pequeño grupo de sectores y países (Chi-
na, India y Brasil). Existen otros mecanismos 
para financiar la adaptación al cambio climá-
tico, pero el acceso de los gobiernos locales 
está restringido.65

�	La captura de la plusvalía de la tierra 
para la inversión

La captura de la plusvalía de la tierra para 
la inversión pública es un mecanismo típi-
co de los gobiernos locales. Se basa en el 

principio que las obras públicas aumentan 
el valor de las tierras colindantes, por lo tan-
to, los costes deben ser compartidos por 
los propietarios de esas tierras. La finan-
ciación basada en el valor de las tierras ha 
sido importante para el desarrollo histórico 
de la ciudad y la financiación de infraes-
tructuras en Europa y Estados Unidos, y 
se utiliza también en Asia, América Latina, 
África del Norte y Turquía, sobre todo en las 
ciudades que están creciendo rápidamente. 
El enorme desarrollo urbano de las últimas 
dos décadas en China ha sido financiado en 
parte por estos mecanismos de captura del 
valor de la tierra. El capítulo asiático expli-
ca cómo se ha adaptado la normativa para 
permitir que las ciudades de China puedan 
utilizar la tierra como garantía para présta-
mos y da ejemplos de casos exitosos. Los 
mecanismos de financiación basados en el 
valor de la tierra están estrechamente rela-
cionados con la gestión del suelo y la plani-
ficación urbana, que también son decisivos 
para la prestación de servicios básicos. Por 
lo general, se requiere también de registros 
de propiedad actualizados que, a la larga, 
permiten un incremento de los ingresos pro-
pios. (Véase cuadro 2).  

Para reducir la brecha de financiación , los 
países deberán movilizar financiamiento 
de múltiples fuentes, plantearse además  
otras medidas como la reducción de cos-
tes (mejorando la eficiencia o recurriendo 
a opciones de servicio más baratas), el 
aumento de las fuentes tradicionales de fi-
nanciación (es decir, tarifas e impuestos) y 
el endeudamiento. Movilizar el ahorro local 
para inversiones de capital beneficia a la 
economía nacional, evita que los ahorros 
se inviertan en el extranjero y reduce las 
necesidades de endeudamiento en divi-
sas. Teniendo en cuenta las restricciones 
presupuestarias en los países donantes, 
es poco probable que las transferencias 
aumenten significativamente durante los 
próximos años, lo que significa que los 
recursos tendrán que ser invertidos de 

64 Camdessus et al (2012). 
A pesar de la crisis finan-
ciera global, el importe to-
tal de la ayuda al desarrollo 
para agua y saneamiento 
se ha incrementado a una 
tasa promedio anual del 
5% en términos reales des-
de 2001 hasta 2009 (aun-
que cayó en 2010).
65 El Fondo para el Medio 
Ambiente Mundial (FMAM), 
la Carbon Partnership 
Facility (CPF), el Fondo 
para el Cambio Climático 
(ACF-ADB), la Iniciativa del 
Mercado de Carbono, el 
Fondo Cooperativo para el 
Financiamiento de Energía 
Limpia (CEFPF), el Global 
Climate Partnership Fund.
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Cuadro 2. La plusvalía de la tierra para financiar la infraestructura 
urbana 

Algunas de las técnicas de financiación basadas en el valor de la tierra permiten 
movilizar recursos para realizar la inversión en infraestructura, mientras que otras 
requieren de préstamos para la construcción de las infraestructuras que serán 
reembolsados gracias al aumento del valor de la tierra. En los países de ingresos 
bajos y medianos, donde es difícil obtener crédito a largo plazo para financiar la 
infraestructura urbana, la obtención de ingresos antes de iniciar las obras dan 
flexibilidad a las decisiones de financiación. Sin embargo, estos instrumentos no 
son generadores de ingresos recurrentes a largo plazo y no pueden cubrir los 
gastos de funcionamiento. La financiación obtenida debe dedicarse a inversión de 
capital para financiar los avances en infraestructura. Las principales herramientas 
y ejemplos relacionados son:

Gestión de tierras como activos: los entes públicos deben realizar un análisis 
estratégico de sus activos para  intercambiar tierras mal aprovechadas o vacías 
para invertir en infraestructura. Es fundamental en este caso que se vendan o 
arrienden tierras urbanas no esenciales, para que los gobiernos locales puedan 
concentrar sus recursos  financieros y la gestión en infraestructuras estratégicas.

Venta de derechos de urbanización: Sao Paulo (Brasil) vendió derechos de edifi-
cación adicionales (autorizando una mayor densidad para la construcción, o con-
virtiendo suelo rural en suelo urbano) para ayudar a financiar inversiones públicas 
en torno a determinados polos urbanos.

Impuestos sobre la plusvalía: el Estado grava una parte del aumento del valor 
de la tierra resultante de los proyectos de infraestructura. Colombia ha utilizado un 
impuesto sobre la valorización, la contribución por mejoras, para financiar obras 
públicas. Bogotá ha simplificado el sistema y ha convertido el impuesto sobre la 
valorización en un impuesto general sobre la infraestructura, englobando en él al 
conjunto de obras públicas para toda la ciudad.

Exacciones y cargos por impacto a los urbanizadores: los promotores inmobi-
liarios desarrollan infraestructuras in situ y a nivel de barrio por su propia cuenta 
para cumplir con las normas, o costean los elementos de infraestructura que son 
responsabilidad de las autoridades públicas. Los cargos de impacto cubren el 
coste de la infraestructura externa que generan las urbanizaciones (por ejemplo, 
en los EE.UU.).

Venta de tierras por los urbanizadores: los promotores inmobiliarios desarrollan 
infraestructura pública a cambio de tierras. Se utiliza para el desarrollo de nue-
vas ciudades y urbanizaciones, en asociación con inversores privados, y por lo 
general consiste en el desarrollo de planes de vivienda a gran escala y de zonas 
industriales (por ejemplo, en Copenhague y el Norte de África). Los promotores 
deben construir también carreteras, y ayudar a pagar las principales líneas tron-
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 manera más estratégica para maximizar 
su impacto y eficacia.

GESTIÓN PÚBLICA Y 
PARTENARIADO

Los servicios básicos que se analizan en 
este documento son proporcionados por 
una gran variedad de operadores: gobier-
nos locales, empresas de servicios públi-
cos locales y nacionales, empresas priva-
das internacionales, empresas locales y 
joint ventures que asocian sector público y 
privado. En muchos países de bajos y me-
dianos ingresos, los pequeños operadores 
locales y el sector informal juegan además 
un papel complementario en las zonas ur-
banas pobres o periféricas.

La gestión pública local de los ser-
vicios básicos e  infraestructuras

La gestión pública de los servicios básicos 
es la forma de suministro más utilizada en 
casi todos los países del mundo. La des-
centralización ha ampliado el papel de los 

gobiernos sub-nacionales  en la gestión de 
estos servicios durante las últimas déca-
das. 

Las formas de gestión de los servicios bá-
sicos están evolucionando rápidamente. 
Dentro de los países de la OCDE, el proce-
so de europeización ejerce una fuerte pre-
sión que promueve la creación de modelos 
de gestión híbridos en toda Europa, aunque 
las tradiciones nacionales siguen ejercien-
do una cierta influencia. En los EE.UU, las 
agencias públicas especializadas o las au-
toridades distritales encargadas de la pres-
tación de determinados servicios (agua y 
saneamiento, transporte público y residuos 
sólidos) son el modelo dominante conjun-
tamente con la gestión directa en manos de 
los gobiernos locales. Estas agencias públi-
cas especializadas funcionan como empresas 
paraestatales autónomas, cuasi-privadas. Los 
representantes de los gobiernos locales 
participan a menudo en su junta directiva. 
La mayoría de los sistemas de transporte 
son operados por agencias públicas es-
pecializadas, la mayor de ellas es la Agen-
cia Metropolitana de Transporte de Nueva 
York. Estos organismos son responsables 

cales de suministro de agua, eliminación de aguas residuales y sistemas de 
tratamiento y el alumbrado público.

Venta o arrendamiento de terrenos públicos en proyectos de desarrollo 
urbano: los activos públicos de tierras se venden y se utilizan los ingresos 
para financiar inversiones en infraestructura (en China). Por ejemplo para un 
gran proyecto de autopista urbana, un ayuntamiento puede transferir las tierras 
adyacentes de la futura vía a una corporación de desarrollo público-privada, 
que utiliza la tierra como garantía para financiar la construcción de la autopista; 
y  luego reembolsa la deuda y obtiene utilidades mediante la venta o arrenda-
miento de terrenos colindantes, cuyo valor habrá aumentado con la construc-
ción de la nueva carretera.

Fuente: Peterson (2009).
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del 39% de los servicios de transporte de 
Estados Unidos, mientras que los gobier-
nos locales proporcionan otro 32%. 

En otros países de la OCDE, como Japón y 
Corea, también existen empresas de servi-
cios públicos locales muy eficientes. La em-
presa pública de agua Arisu da servicio a 10,4 
millones de personas en el área metropolita-
na de Seúl66. Muchas de estas empresas de 
servicios públicos están a la vanguardia de 
la innovación en su sector (uso de tecnolo-
gías inteligentes para reducir el consumo de 
agua, conversión de residuos en energía, 
estrategias de “basura cero”, etc.). Las em-
presas de servicios públicos o las agencias 
especializadas también se han desarrollado 
en los países de ingresos medianos. Bajo la 
influencia de las instituciones internaciona-
les, en las últimas dos décadas muchos ser-
vicios públicos locales y nacionales se han 
transformado en entidades corporativas con 
una dirección y modelos de gestión indepen-
dientes67. Estas empresas públicas pueden 
movilizar recursos de diferentes niveles de 
gobierno para financiar grandes proyectos y 
atraer a personal profesional altamente cali-
ficado. En América Latina, uno de los ejem-
plos más destacados es la Empresa Pública 
de Medellín de propiedad del Municipio de 
Medellín, Colombia. Junto a otras empresas 
de servicios públicos locales o estatales de 
América Latina (como Sedapal en Lima y Sa-
besp en Brasil), es considerada como una de 
las empresas con mejores resultados a nivel 
regional e internacional.

Algunas empresas públicas o agencias es-
pecializadas se comportan de hecho como 
empresas privadas, desarrollando joint 
ventures con el sector privado, como en 
China. La ciudad de Shanghái evolucionó 
de un sistema tradicional de gestión directa 
de sus servicios en los años 90, a la crea-
ción de numerosas empresas de servicios 
públicos cotizadas en bolsa. Algunas se 
transformaron en joint ventures asociándo-
se a compañías internacionales.

En muchos países de Europa, Asia y Amé-
rica Latina, la cooperación se ha extendido 
entre instituciones públicas, en particular 
la cooperación intermunicipal (manco-
munidades). Como se mencionó en la in-
troducción, la cooperación intermunicipal 
permite superar los límites administrativos 
entre ayuntamientos y desarrollar eco-
nomías de escala (ej. gestión de residuos 
sólidos, abastecimiento de agua potable y 
tratamiento de aguas residuales, transporte 
público). En Asia, el Banco Asiático de De-
sarrollo promueve la creación de “asocia-
ciones de desarrollo entre ciudades” (city 
cluster development) para realizar planes 
regionales e infraestructuras básica, como 
caminos, agua potable y alcantarillado.

Las entidades metropolitanas constituyen 
otra forma de cooperación intermunicipal 
entre autoridades locales. La autoridad 
metropolitana permite reducir la fragmen-
tación, mejorar la coordinación para la 
prestación de servicios básicos, desarro-
lla mecanismos de gestión más eficientes 
y moviliza mayores recursos financieros. 
Una desventaja potencial de este tipo de 
gobierno unificado que aglutina a millones 
de habitantes es que suele ser menos ac-
cesible para la ciudadanía.

Por lo general las grandes empresas de 
servicios públicos y las agencias espe-
cializadas se encuentran en las grandes 
ciudades, mientras que en las ciudades 
más pequeñas y en los pueblos las au-
toridades locales tienden a recurrir a la 
gestión directa. GOLD III ofrece diversos 
ejemplos de gestión directa de servicios 
básicos con estructuras de tamaño inter-
medio o pequeñas. La gestión de los re-
siduos sólidos, por ejemplo, es asumida 
normalmente a nivel municipal por los de-
partamentos de sanidad o por pequeñas 
estructuras de cooperación entre ayunta-
mientos vecinos, sobre todo para la dis-
posición final. La gestión de los residuos 
puede representar un alto porcentaje de 

66 Seoul Metropolitan Govern-
ment, Mission of Seoul Water-
works, Presentación realizada 
en el Taller CGLU-ASPAC 
sobre GOLD III, realizado en 
Gwangju, Corea, 16 de Mayo 
de 2013.
67 La principal caracterís-
tica de las empresas pú-
blicas o de las agencias 
públicas especializadas 
es su situación jurídica (a 
menudo similares a las em-
presas privadas). Aunque 
son independientes, las 
empresas siguen estando 
bajo la responsabilidad 
de los gobiernos locales, 
regionales o nacionales (a 
veces de todos ellos). Véa-
se los capítulos regionales 
para Asia y América Latina.
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los presupuestos locales (hasta un 80-
90% en los países de bajos ingresos)68.

A pesar de los avances, muchas empresas 
de servicios públicos y proveedores de ser-
vicios municipales carecen todavía de la 
capacidad institucional, de los recursos hu-
manos, de equipos técnicos o de recursos 
financieros adecuados para proporcionar 
eficazmente servicios básicos universales 
de calidad. La mayoría de los 70 países 
que respondieron a la encuesta del Informe 
2012 de ONU Agua (GLASS) declaran que 
las infraestructuras de suministro de agua 
están en mal estado y que el mantenimien-
to es insuficiente.69 Los informes de África, 
América Latina, Asia, Eurasia, Medio Orien-
te y Asia Occidental también subrayan los 
problemas de ineficiencia en la gestión (fu-
gas, débil mantenimiento, mora, exceso de 
personal, etc.). Cabe señalar que esta infor-
mación concierne tanto a empresas públi-
cas como privadas.70 La cooperación des-
centralizada entre gobiernos locales y entre 
empresas públicas, conocida como “parte-
nariado público-público” (PUP) puede me-
jorar la asistencia técnica a estas institucio-
nes71. Durante los últimos 20 años, se han 
implementado 130 PUP en 70 países en 
diversas regiones del mundo. Desde 2006, 
las Naciones Unidas han apoyado activa-
mente este tipo de cooperación a través de 
Global Water Operators’ Partnership Allian-
ce (GWOPA) coordinado por ONU-Hábitat.

Las autoridades locales deben reforzar 
su capacidad de control de las empresas 
públicas y agencias especializadas para 
garantizar su transparencia frente a los 
usuarios y ciudadanos. Deben combinar 
la eficiencia en la prestación de servicios 
con un mejor acceso y calidad para todos 
los habitantes, contribuyendo al desarrollo 
sostenible de las ciudades. La reducción 
de las ineficiencias, la promoción de la coo-
peración entre ayuntamientos y empresas 
públicas, puede contribuir a optimizar el 
uso de los recursos que se pueden movi-

lizar para mejorar el acceso y la calidad de 
los servicios básicos. 

El partenariado con el sector 
 privado

Durante la mayor parte del siglo 20, se su-
ponía que las autoridades públicas eran 
los proveedores más adecuados de los 
servicios básicos. Sin embargo, como re-
sultado de insuficientes progresos en mu-
chos países, se promovieron reformas para 
transferir la prestación de estos servicios a 
empresas públicas y a operadores priva-
dos. Durante las últimas dos décadas se ha 
observado una creciente participación del 
sector privado en la provisión de servicios 
básicos, especialmente en los países de in-
gresos medianos.72

Sin embargo, como muestra el gráfico 4, 
el flujo de la inversión privada ha seguido 
el ciclo económico mundial y, con la crisis 
mundial, está decayendo. La mayor parte 
de la inversión privada se ha concentrado 
en países emergentes en unas pocas regio-
nes (América Latina, Asia y Europa del Este) 
y sectores (telecomunicaciones, energía, 
transporte y, en menor medida, en agua).

Las expectativas que se tenían en los años 
90 en el sector privado como nueva fuente 
de inversiones para ampliar el acceso a los 
servicios, en particular en países de bajos 
ingresos y a través de concesiones, no se 
cumplieron. Las primeras experiencias de 
concesiones subestimaron el costo de la 
renovación y ampliación de las infraestruc-
turas y sobreestimaron la recuperación de 
costos a través del pago de los usuarios. 
Se atribuyó también el fracaso de algunas 
experiencias de PPP en América Latina 
en la década de 2000 a insuficiencias en 
la gestión de riesgos, a problemas de in-
versión y de capacidad. Cualquiera fuera 
la razón, esto se tradujo en un cambio del 
modelo de concesión privada hacia otras 

68 Hoornweg y Bhada 
(2012).
69 WHO-UN WATER (2012); 
ver también, OECD (2009).
70 Ver también OECD 
(2009).
71 Hall et al (2009) y Hall et 
al (2011).
72 Para el sector agua, ver: 
Marin (2009).
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formas de partenariado público-privada, 
que combinan gestión privada con inver-
sión pública, incluyendo arrendamientos 
(leasing), empresas mixtas y contratos de 
gestión (a veces llamado PPP de segunda 
generación). 73

El desempeño de los PPP durante los últi-
mos 20 años ha sido desigual. Sus mayo-
res contribuciones han sido en mejorar la 
eficiencia y la calidad de los servicios. Los 
contratos de leasing que se centraron en la 
calidad del servicio (por ejemplo, mejorar la 
gestión) y la eficiencia operativa (por ejem-
plo, cobro de facturas, productividad y la 

reducción de pérdidas de agua) obtuvieron 
mejores resultados, mientras que las con-
cesiones tuvieron mayores dificultades en 
cumplir con sus compromisos contractua-
les de aumentar las inversiones y mejorar la 
cobertura. 74

Los capítulos regionales dan varios ejem-
plos de partenariados público-privados, por 
ejemplo en el transporte público gestiona-
dos por los gobiernos locales y estatales/
provinciales en América del Norte. En esta 
región el financiamiento combina inversio-
nes públicas y privadas, incluyendo compra 
de acciones, así como las concesiones a 

Fuente: WB-PPIAF, Private Participation in Infrastructure (PPI) Project Database (datos extraídos 

julio de 2013)

Gráfico 4. Compromisos de inversión totales de PPP por sector y por región 1990-
2012

73 Marin (2009): Se señala 
allí que de los 65 países 
en desarrollo que inicia-
ron PPP en el sector del 
agua en las últimas dos 
décadas, por lo menos 41 
seguían utilizando opera-
dores privados de agua, y 
el 84% de todos los con-
tratos adjudicados seguían 
todavía activos a fines de 
2007. Veinticuatro países 
han vuelto a la gestión 
pública, y varios contratos 
finalizaron antes por con-
flictos entre las partes.
74 Extraído del capítulo 
América del Norte.



RESUMEN EJECUTIVO

operadores del sector privado para finan-
ciar y prestar servicios, quienes a su vez se 
remuneran mediante el cobro directo a los 
usuarios (por ejemplo, el Reno Transporta-
tion Rail Access Corridor y la concesión del 
puente Skyway en Chicago). En el sector de 
los residuos, la contratación externa surge 
como respuesta a las nuevas tecnologías de 
eliminación de residuos sólidos en el mar-
co de un entorno regulatorio en constante 
evolución. El sector privado fue más rápido 
para desarrollar las técnicas e invertir res-
pondiendo a las necesidades de reciclaje y 
para aprovechar la recuperación energética 
de los residuos75. Los capítulos regionales 
dan ejemplos de PPP con varios gobiernos 
locales en países de bajos y medianos in-
gresos.76 También presentan diferentes mo-
delos de participación privada, como DBO 
[diseñar, construir, operar] o BOT [construir, 
operar, transferir]. En el transporte urbano, el 
panorama es más heterogéneo. La mayoría 
de las grandes ciudades de países de bajos 
y medianos ingresos externalizan servicios 
a través de concesiones o licencias; por lo 
general predominan numerosos pequeños 
operadores privados.

En un estudio desarrollado por PPIAF- 
Banco Mundial se concluye que las dificul-
tades observadas en las concesiones en el 
sector del agua indican que estos modelos 
requieren de un cuidadoso estudio antes 
de ser utilizados; y que por lo general son 
más apropiados para los países de ingre-
sos medianos altos (donde hay accesos a 
crédito privado de mediano y largo plazo 
en moneda local). Para los países de bajos 
y medianos ingresos, el estudio afirma que 
los PPP deberán probablemente ser finan-
ciados con dinero público y que la principal 
contribución de los operadores privados se 
centrará en la mejora de la eficiencia ope-
rativa de los servicios.

Pero el papel del sector privado en la provi-
sión de servicios básicos sigue siendo obje-

to de debate en muchos países. Se observa 
una tendencia hacia la re-municipalización 
de los servicios básicos en varias ciuda-
des europeas.78 El ayuntamiento de París, 
Francia, optó en 2010 por re-municipalizar 
la gestión de distribución de agua potable.79 
En junio de 2011, los italianos rechazaron 
una propuesta de ley sobre la participación 
del sector privado en los servicios de agua 
en un referéndum.80 En América del Norte, 
América Latina, Asia y África subsahariana, 
algunos PPP importantes también experi-
mentaron dificultades, ya sea debido a un 
conflicto entre el Estado y la empresa priva-
da o frente a la creciente oposición pública.81 

Como señalan varios capítulos regionales, 
se necesita un marco normativo adecuado 
para optimizar las condiciones de partena-
riado con las empresas privadas. Durante 
los últimos años, muchos países han imple-
mentado reformas para facilitar la participa-
ción del sector privado en la prestación de 
servicios; sin embargo, en algunas regiones, 
los gobiernos locales consideran que los 
marcos jurídicos con los que trabajan para 
licitaciones, contratación y el monitoreo de 
los servicios operados por el sector privado 
son insuficientes o no se cumplen (por ejem-
plo, en América Latina). En cualquier caso, 
la falta de claridad de los marcos regulato-
rios también desalienta la inversión privada 
nacional y extranjera.

El desarrollo de PPP es complejo. Pero las 
ciudades exitosas necesitan fomentar y 
atraer la inversión privada. La magnitud de 
las inversiones necesarias en infraestructura 
y la prestación de servicios en las ciudades 
requieren de la contribución de todos los ac-
tores.82 La experiencia muestra en qué con-
textos los PPP pueden funcionar mejor. Para 
que las partes que participan en PPP contri-
buyan a reforzar las políticas públicas y las 
instituciones locales, los gobiernos locales 
tienen que tener la capacidad de ser socios 
activos y exigentes. 

75 Extraído del capítulo 
América del Norte.
76 Ver también Banerjee et 
al (2008).
77 Marin (2009) p.8. 
78 Por ejemplo otros 40 
ayuntamientos franceses 
han decidido re-munici-
palizar parte de los servi-
cios de agua, también Bu-
dapest (Hungría), Nápoles 
(Italia) y otras ciudades en 
Alemania (véase el ejem-
plo de Bergkamen en el 
capítulo Europa). Por ejem-
plo, en Francia, un estudio 
de 1998-2008 que cubre 
alrededor de tres cuar-
tas partes del mercado 
francés (donde la gestión 
privada del agua represen-
ta más del 60% de la po-
blación), muestra que 107 
entidades locales cambia-
ron de privado a público, 
mientras que 104 pasaron 
de público a privado. So-
bre los principios evoca-
dos en el debate sobre la 
‘remunicipalización’, ver 
http://www.fnccr.asso.fr/
documents/APE-Gestion-
PubliqueDeLEau_2.pdf o 
Wollman (2013).
79 Ver capítulo Europa. Pi-
geon et al (2012).  
80 Ver capítulo Europa y 
también Hall et al (2011).
81 Hall et al (2005) y Cheng 
(2013).). Algunos de los 
ejemplos mencionados 
son: Malasia, Manila (Fil-
ipinas), Argentina y Bo-
livia. Hamilton (Canadá). 
En África, se dieron por 
concluidos los contratos 
en Gambia, Malí, Chad, 
Nkonkobe (Sudáfrica) y 
 Dar-es-Salaam (Tanzania, 
2005). Más recientemente, 
en Marruecos, se produ-
jeron protestas populares 
contra los operadores 
privados en el sector del 
agua debido al aumento 
de las tarifas.
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El otro sector privado

Las pequeñas empresas privadas, tanto del 
sector formal como informal, desempeñan 
un papel importante cuando la calidad o el 
acceso a los servicios básicos ofrecidos 
por los operadores oficiales son deficien-
tes.83 Su tamaño puede variar de empresas 
unipersonales a pequeñas estructuras que 
sirven a cientos de familias. Pueden operar 
bajo contratos con empresas de servicios 
públicos, con licencias o permisos especí-
ficos, o simplemente no estar registrados. 
Hay ejemplos de cooperativas o de orga-
nizaciones comunitarias que gestionan 
y financian la instalación de sistemas de 
desagües, servicios y aseos públicos con 
el apoyo de los gobiernos locales. Muchas 
de estas experiencias tienen lugar en asen-
tamientos informales, dónde pequeños 
proveedores pueden proveer servicios a 
comunidades de hasta 50.000 personas.84 
Más allá de responder a las necesidades no 
cubiertas por los servicios públicos, los pe-
queños operadores y el sector informal re-
presentan una importante fuente de empleo 
y de innovación (la industria del reciclaje tie-
ne una facturación de más de mil millones 
de dólares EUA en América Latina).

Mozambique fue pionero en la contratación 
de pequeños operadores para la presta-
ción de servicios de agua en 365 peque-
ños ayuntamientos.85 Iniciativas similares 
se han extendido en otros países de Áfri-
ca, dando lugar a un modelo híbrido de 
prestación en las zonas periféricas de las 
ciudades donde los pequeños sistemas au-
tónomos (con bombas de pozos, sistemas 
de almacenamiento y tuberías) aseguran la 
distribución a un grupo de casas o a un ba-
rrio.86 Se estimaba en la década de 2000 
que la proporción de población que recibía 
agua a través de dichos operadores en los 
principales centros urbanos de África osci-
laba entre el 21% en Dakar el 80% en Jar-
tum. Los porcentajes de suministro de la 

electricidad de forma informal en la región 
son similares.87 Las autoridades municipa-
les se pueden asociar a pequeños opera-
dores privados para proporcionar servicios 
públicos de retretes o de saneamiento (por 
ejemplo en Suzhou, China, y en Mumbai, 
en colaboración con las comunidades y la 
Federación de Mujeres de habitantes de tu-
gurios). Estas iniciativas producen muchas 
veces soluciones de calidad más adecua-
das, más baratas y mejor gestionadas.88

En la mayoría de ciudades de África, Asia 
y América Latina, se han desarrollo ofertas 
de transporte público a través de pequeños 
operadores o del sector informal (minibu-
ses, motos, triciclos y taxis compartidos) 
que son fundamentales para garantizar la 
movilidad urbana. En América Latina, hasta 
el 30% de los desplazamientos se hacen 
en transporte informal, y esta proporción es 
mucho más alta para los grupos de bajos 
ingresos. La falta de un servicio regular de 
recolección de residuos sólidos conduce 
a menudo a la aparición de cooperativas, 
microempresas, organizaciones no guber-
namentales y de trabajadores informales 
que ofrecen el servicio a los hogares y a las 
empresas. En América Latina se estima que 
estos pequeños proveedores de servicios 
representan alrededor del 3,3% de la acti-
vidad en el sector, llegando a 7,8% en las 
grandes ciudades, sobre todo en barrios 
marginales y asentamientos informales. 
El número de recolectores y recicladores 
informales se estima en más de 400.000 
personas en toda la región.89 En muchas 
ciudades de Asia y en África, decenas de 
miles de personas se ganan la vida con la 
recolección de residuos90, que en algunos 
casos compiten con los sistemas forma-
les y pueden presentar un problema para 
los ayuntamientos débiles. Por ejemplo, 
en Addis-Abeba, Etiopía, los usuarios se 
negaban a pagar la tasa municipal de re-
cogida de residuos, con el argumento de 
que preferían pagar directamente a los re-

82 Brugmann (2012).
83  Hasan (2006); Ostrom 
(1996); OECD (2009).
84 PPIAF, Gridlines, Note 
nº9, Junio 2006
85 Etienne et al (2010).
86 Citado en T. Paulais 
(2012)
87 PPIAF, Gridlines, Note nº 
9, Junio 2006. McGrana-
han et al (2006).
88 Burra et al (2003).
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cicladores informales. Esto redujo los in-
gresos municipales para financiar la trans-
ferencia y la disposición final de residuos 
que los usuarios no veían.91 Pero también 
hay buenos ejemplos de cooperación en-
tre los recicladores y los gobiernos locales, 
que se han beneficiado cuando los recicla-
dores han formado organizaciones con el 
fin de participar en licitaciones y contratos 
con el gobierno local.92 Este enfoque pue-
de ser muy rentable, ya que puede costar 
menos de un tercio de la provisión formal 
para los hogares.93 Sin embargo, si no se 
hacen esfuerzos para mejorar las condicio-
nes de trabajo e integrar al sector informal, 
el precio de estos ahorros se paga con las 
malas condiciones de trabajo y de seguri-
dad de los recicladores que operan en el 
sector informal.

Los pequeños proveedores pueden jugar un 
papel importante en el medio plazo, sobre 
todo cuando el desarrollo urbano supera la 
capacidad de los gobiernos locales y de los 
servicios públicos existentes. Estos peque-
ños proveedores representan una “segunda 
opción”, por ejemplo, para gestionar grifos o 
fuentes de agua públicas o promover expe-
riencias de letrinas aboneras secas como en 
algunas ciudades de África del Sur, o para 
la iluminación de las calles mediante faro-
las solares como en Kenia. Estas iniciativas 
ofrecen a las familias un mejor servicio a un 
costo que, si bien es ligeramente superior a 
las alternativas tradicionales, sigue siendo 
mucho más barato que el costo de los ser-
vicios más modernos, aunque en algunos 
casos no constituyen una solución viable a 
largo plazo.

El papel de los gobiernos locales en la re-
gulación y el seguimiento de los pequeños 
proveedores es de gran importancia, ya 
que estas actividades también pueden te-
ner consecuencias negativas sobre la se-
guridad humana y el medio ambiente. Por 
ejemplo, como se recuerda en el capítulo 

de Asia, la competencia entre los pequeños 
transportistas aumenta la congestión del 
tráfico y la contaminación del aire debido a 
la circulación de vehículos en mal estado, e 
incrementa los accidentes debido al incum-
plimiento de normas de seguridad. A veces, 
estos proveedores de servicios sólo vierten 
los residuos de las fosas sépticas en los ríos 
y arroyos. Los recolectores de basura pue-
den estar más interesados en el material que 
puede ser recuperado o reciclado, dejando 
de lado los residuos húmedos y malolientes 
poco rentables. Los proveedores privados 
de agua en las zonas de tugurios cobran 
precios mucho más altos que los servicios 
públicos municipales y con frecuencia pro-
porcionan agua no potable, o explotan de 
manera incontrolada las napas subterráneas 
lo que puede tener graves consecuencias 
sobre la salud y la sostenibilidad futura del 
suministro de agua. Los gobiernos locales 
deben considerar la manera de regular estas 
actividades y también apoyar a los peque-
ños proveedores para desarrollar un sistema 
de servicios básicos urbanos más integrado. 

El gobierno local y la comunidad 
en la prestación de servicios

En muchos países de bajos y medianos 
ingresos, donde los barrios pobres y asen-
tamientos informales son parte del paisaje 
urbano, hay una larga tradición de participa-
ción de las comunidades locales en la provi-
sión de servicios básicos, a menudo con el 
apoyo de organizaciones no gubernamenta-
les y de organizaciones comunitarias. Como 
las infraestructuras de servicios básicos tar-
dan mucho tiempo en llegar a esas zonas, 
muchos habitantes seguirán dependiendo 
en el futuro de la acción comunitaria para 
acceder a servicios.

En la India, Civic Exnora comenzó en 1989 
como un movimiento de base comunitaria 
para la gestión de residuos sólidos y se ha 

89 Fergutz et al (2011).
90 Keita (2001).
91 AFD (2007); citado por 
Paulais (2012).
92 Terrazza y Sturzenegger 
(2010) citado en el capítulo 
América Latina. En Brasil, la 
legislación apoya la coope-
ración entre el sector públi-
co y el sector informal para 
la recolección y el reciclaje 
de residuos.
93 Kadalie (2012).
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convertido en una organización de alrede-
dor de 5000 grupos cuyas actividades in-
cluyen programas de limpieza y de áreas 
verdes, a menudo en colaboración con los 
gobiernos locales y los servicios munici-
pales. Los capítulos de América Latina y 
África proporcionan numerosos ejemplos 
de apoyo gubernamental a iniciativas de la 
comunidad para mantener carreteras, re-
coger residuos y mejorar la infraestructura 
de agua. 

La aceptación por parte de los gobiernos 
locales de la necesidad de programas de 
mejoramiento de los asentamientos infor-
males es un paso importante para mejorar la 
prestación de servicios básicos y aumentar 
la cobertura de las poblaciones urbanas. In-
cluso cuando la iniciativa es tomada por la 
comunidad, se necesita la colaboración de 
los gobiernos locales para regularizar la te-
nencia de las propiedades y proporcionar las 
infraestructuras más importantes. El capítulo 
sobre Asia - Pacífico incluye ejemplos de pro-
gramas de mejora dirigidos por la comunidad 
que benefician a cientos de miles de perso-
nas de bajos ingresos en Tailandia y la India, 
con un fuerte apoyo de los gobiernos locales 
para la conexión de asentamientos mejora-
dos a las redes de servicios. Cientos de go-
biernos locales en África y Asia han estable-
cido alianzas formales con las federaciones 
locales de habitantes de barrios marginales y 
muchas ciudades han creado fondos locales 
(con el apoyo de gobiernos locales y de las 
federaciones de habitantes de tugurios) para 
mejorar la vivienda y los servicios.94 CGLU 
África ha firmado un acuerdo con la rama afri-
cana de la Federación mundial de habitantes 
de tugurios (Slum Dwellers International). Sin 
embargo en muchas ciudades estas iniciati-
vas no son la norma.

Pero hay otros ejemplos más problemáticos 
de comunidades locales que, con el apo-
yo de organizaciones internacionales y de 
ONGs, promueven mecanismos paralelos 

para la prestación de servicios locales, sin 

considerar a las instituciones locales. Aunque 

estos esfuerzos puedan mejorar la prestación 

de servicios en lo inmediato, estas iniciativas 

no participan del fortalecimiento de la gober-

nanza local y socaban la legitimidad y la efi-

cacia del gobierno local.

La política del gobierno local para la pres-

tación de servicios básicos debe abordar la 

realidad de los habitantes de los barrios po-

bres y de los asentamientos informales. Esto 

significa apoyar a las comunidades y a las 

ONG y promover su papel en la supervisión 

de la salud y del medio ambiente. Por ejem-

plo, el proyecto “Conozca a su ciudad”, una 

iniciativa conjunta lanzada por CGLU-África 

y la Federación mundial de los habitantes de 

tugurios, con el apoyo de la Alianza de Ciu-

dades, moviliza a las comunidades locales 

para recopilar datos en Epworth, cerca de 

Harare (Zimbabue) y en Lusaka (Zambia). Los 

asentamientos informales son organizados y 

participan en un proyecto de planificación y 

cartografía urbana innovador.

RETOS ACTUALES Y FUTUROS 
PARA SATISFACER LAS DEMAN-
DAS DE LOS SERVICIOS BÁSICOS

Brindar acceso universal

A pesar de los avances de la última década, 

más de 780 millones de personas aún no 

tienen acceso a fuentes de agua mejorada, 

2,5 mil millones carecen de saneamiento 

mejorado y casi mil millones de personas 

todavía viven en barrios marginales con 

acceso limitado a los servicios. En muchas 

áreas urbanas de África subsahariana y de 

Asia meridional, el acceso a servicios bási-

cos de calidad está decreciendo en lugar 

de mejorar.
94 Satterthwaite y Mitlin 
(2014).
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Se necesitan inversiones masivas para 
ampliar el acceso a los servicios básicos 
(véase el recuadro 1). Y una fuerte volun-
tad política. Todos los niveles de gobierno 
y las instituciones internacionales deben 
movilizar recursos para este fin. En muchos 
países de bajos ingresos, las inversiones 
necesarias exceden las capacidades de 
financiación nacionales, por lo que reque-
rirán una mejor orientación de la ayuda in-
ternacional. El Informe GOLD III ha demos-
trado que es decisivo localizar la inversión 
y la implementación de las estrategias, así 
como reforzar la implicación de los gobier-
nos locales y de otros actores.  

La escasez crónica de financiación de los 
servicios básicos es un factor determinante 
de su ineficiencia. Los recursos son inade-
cuados para ampliar el acceso y mejorar 
la calidad; en muchas regiones las infraes-
tructuras y las instalaciones existentes es-
tán obsoletas; las deficiencias son comunes 
a todos los servicios básicos. En África, el 
Banco Mundial estima que la reducción de 
las ineficiencias en el sector de agua y una 
mejor orientación de las subvenciones ha-
cia los sectores más pobres podría reducir 
la brecha de financiación en 2,9 mil millones 
de dólares anualmente (sobre un déficit total 
de 14,3 mil millones de dólares EUA)95. Lo 
mismo ocurre en América Latina, donde la 
brecha de financiación se calcula en 8,1 mil 
millones de dólares96.

La mejora de la gestión de los servicios, 
esencial para reducir las ineficiencias, re-
quiere el fortalecimiento de los gobiernos 
locales y de sus empresas de servicios 
públicos, así como una mejor gobernanza 
multinivel con la participación de todos los 
actores. Estos desafíos hacen necesaria la 
revisión de las políticas y prioridades na-
cionales y locales, y las alianzas con otros 
gobiernos locales y partes interesadas (en 
particular, el sector privado y las comunida-
des locales).

Lo ideal sería el suministro regular de agua 
corriente y un aseo en cada vivienda, el ac-
ceso a la electricidad, la recogida periódi-
ca de residuos sólidos en cada hogar, y el 
transporte público asequible y seguro. Pero 
allí dónde los recursos faltan y las falencias 
son enormes, los gobiernos locales deben 
explorar y promover soluciones interme-
dias que puedan suponer beneficios inme-
diatos para los grupos de ingresos bajos, 
incluyendo sistemas alternativos. Cuando 
se disponga de la financiación y de las ca-
pacidades necesarias, se instalarán servi-
cios de mejor calidad.  

Participación ciudadana 

Este informe muestra un claro avance, aun-
que desigual, en la participación ciudadana 
y la rendición de cuentas en el ámbito de 
los servicios básicos. Con frecuencia, la 
participación pública es entendida como el 
derecho de los ciudadanos a tener acceso 
a la información sobre las tarifas y los pre-
supuestos, a presentar quejas o, a veces, a 
coproducir servicios (cuando el acceso es 
limitado o inexistente). Paradójicamente, la 
participación en la toma de decisiones no 
parece recibir la misma atención.

En varias regiones, la participación ciuda-
dana adquiere la forma de reuniones abier-
tas de los consejos de los gobiernos locales 
en los que se debaten las políticas de su-
ministro de servicios, o de debates online, 
reuniones públicas, referendos y consultas 
públicas. En Inglaterra, los usuarios de ser-
vicios pueden participar en la definición de 
las tarifas y estándares de calidad del agua; 
y en Francia, en los Comités Consultivos 
de los Servicios Públicos Locales; mientras 
que en Finlandia pueden apelar decisiones 
municipales y proponer iniciativas propias. 
Los mecanismos de consulta y control en 
la gestión y la toma de decisiones también 
se utilizan en América Latina (Colombia, 
Chile y Perú). En algunos casos, a pesar 

95 Foster y Briceño-Gar-
mendia (2010) p. 299, tabla 
16.6
96 Foster y Briceño-Gar-
mendia (2010) p. 8; CAF 
(2012) pp. 44-45.
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de la legislación positiva, los usuarios 
subrayan las dificultades que tienen para 
poder participar de forma adecuada de-
bido a las asimetrías en la información y 
en los recursos entre los usuarios de los 
servicios, los proveedores privados y las 
autoridades públicas.

Los mecanismos para reunir y presen-
tar las quejas de los usuarios pueden ser 
pizarras para clientes, sistemas de queja 
electrónicos, consultas sobre los servicios 
y buzones de opinión. En algunos países 
existen agencias públicas nacionales y lo-
cales de protección de los consumidores. 
El papel de la defensoría del pueblo a ni-
vel local ha ido ganando terreno en Euro-
pa y en América Latina. También se han 
hecho esfuerzos a nivel nacional y local 
para incluir a los usuarios en la evaluación 
y control de los servicios públicos y de los 
ayuntamientos, a través de consultas, de 
sistemas de monitoreo o de encuestas en 
línea, la mayoría en Europa. En América 
Latina, el proyecto “Bogotá como vamos” 
es otro caso interesante. Sin embargo, en 
muchos países, no es fácil que los usua-
rios puedan acceder a la información para 
poder participar de manera efectiva. Los 
gobiernos locales tiene más facilidades 
para recopilar y publicar información, tan-
to sobre los servicios que prestan directa-
mente como sobre los proporcionados por 
proveedores externos. Esta información 
es esencial para la formulación de políti-
cas locales y nacionales, sobre todo para 
el control y la vigilancia y para luchar con-
tra la corrupción.

Una dimensión importante de la participa-
ción es el diálogo entre los gobiernos lo-
cales y los trabajadores y sindicatos. Esta 
es una práctica tradicional en la mayoría 
de Europa. Por otro lado, en África, Asia y 
América Latina es más común la organiza-
ción y la movilización vecinal para exigir y 
defender los servicios locales.

Uno de los ejemplos más innovadores de 
participación ciudadana es el proceso de 
presupuesto participativo que se inició en 
Porto Alegre en los años 90, ahora activo 
en más de 1.000 ciudades97. Un ejemplo 
destacado de ello es la ciudad de Cheng-
du, China, donde en los últimos años se 
han implementado más de 50.000 proyec-
tos en 2.300 comunidades, dando lugar a 
grandes mejoras en el día a día de millones 
de personas. El presupuesto participativo 
también indujo una evolución en la demo-
cracia local gracias a la participación de los 
residentes en las deliberaciones. (Para más 
ejemplos, véase el recuadro 3).  

Planificación estratégica 

La gobernanza de los servicios básicos está 
estrechamente relacionada con la planifica-
ción espacial y estratégica a largo plazo. 
Muchas ciudades tienen que planificar su 
futuro para revertir la degradación del nivel 
de vida, reducir el número de barrios mar-
ginales y dar cabida a los 1,4 mil millones 
de futuros residentes urbanos proyectados 
para los próximos veinte años. La planifica-
ción de las infraestructuras de los servicios 
básicos no se puede improvisar y su reem-
bolso tarda años, incluso décadas. La pla-
nificación juega un papel clave para que las 
ciudades puedan beneficiarse de las eco-
nomías de aglomeración. Por lo tanto, los 
planes de infraestructura y las prioridades 
para los servicios básicos deben basarse 
en una comprensión clara de la distribución 
espacial de la actividad económica y social 
en el presente y en el futuro.

La planificación espacial hace visible la 
necesidad de coordinación entre sec-
tores, teniendo en cuenta los contextos 
sociales, ambientales y económicos. El 
proceso de urbanización también requie-
re que cada ciudad y su entorno rural 
sean tratados como una unidad econó-
mica y social integrada. La prosperidad 

97 Cabannes (2013); 
Cabannes y Ming (2013).
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Cuadro 3. Presupuestos participativos y prestación de servicios 
básicos 

Un estudio para el Informe GOLD III analizó los presupuestos participativos 
en 20 centros urbanos para ver cómo han influido en la prestación de servi-
cios básicos. Los espacios urbanos van desde pequeños centros a grandes 
ciudades, en Europa, en América del Norte, en Asia y (sobre todo) en América 
Latina.

Dentro de estos centros urbanos, se han financiado 20.000 proyectos a través 
de 74 presupuestos participativos (PP) con un valor total de alrededor de 20 
mil millones de dólares EUA. La proporción del presupuesto municipal asigna-
do a través de los presupuestos participativos oscila en general entre los 8 y 30 
dólares por habitante - a pesar de que llegó a superar los 200 dólares EUA en 
Ilo (Perú) y los 180 dólares EUA en Porto Alegre. Más de un tercio de todos los 
proyectos estaban relacionados con uno o más servicios básicos. 

Las prioridades en proyectos de servicios básicos financiados mediante PP en 
18 ciudades han sido los siguientes:

1: Carreteras, caminos, apertura de vías y pavimentación de calles (en 17 ciu-
dades, a menudo, la primera o segunda prioridad).

2: Agua y saneamiento (en 13 ciudades, ocupó el primer o segundo lugar en 
seis ciudades)

3: Energía y alumbrado público (en 13 ciudades, ocupó el primer o segundo 
lugar en cinco ciudades)

4: Sistemas de desagüe (11 ciudades)

5: El transporte y el aumento de la movilidad (10 ciudades)

6: Abastecimiento de agua potable (9 de las 18 ciudades. Muchas de las ciuda-
des ya habían alcanzado casi el 100% de cobertura de agua, pero ésta fue 
la primera o segunda prioridad en 3 ciudades.)

La recolección de residuos sólidos y los proyectos relacionados con su gestión 
se implementaron sólo en 5 de las 18 ciudades, pero como primera o segunda 
prioridad en 3 ciudades.

Fuente: Cabannes (2013).

y la densidad van de la mano. La con-
centración favorece la prosperidad en 
las zonas urbanas y rurales. Los deba-
tes que oponen lo rural versus lo urbano 
deberían ser superados para buscar la 

interdependencia entre ambos espacios. 
La integración económica y social de las 
zonas rurales y urbanas es la única vía 
para el crecimiento y el desarrollo inclu-
sivo. 
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Cambio climático y prevención de 
desastres naturales 

Una alta proporción de ciudades a nivel 
global ha experimentado el impacto de fe-
nómenos meteorológicos extremos (inclu-
yendo tormentas, inundaciones y olas de 
calor) que han causado catástrofes98. Las 
ciudades de Asia, América Latina, el Ca-
ribe y América del Norte son las que pre-
sentan un riesgo mayor. El coste de estos 
desastres ha aumentado rápidamente y es 
probable que el cambio climático agrave 
su frecuencia e intensidad99. El impacto de 
estos fenómenos meteorológicos extremos 
es variable, y depende de la calidad de la 
vivienda, de las infraestructuras y de los 
servicios, así como de la forma en que los 
gobiernos locales hayan manejado la ex-
pansión territorial - evitando asentamientos 
en zonas de alto riesgo100. Los peligros sue-
len ser más altos en ciudades donde una 
proporción sustancial de la población vive 
en asentamientos informales que carecen 
de infraestructura y servicios básicos101. 
Esto es especialmente notorio para los 
asentamientos informales instalados en lla-
nuras aluviales o pendientes pronunciadas 
por falta de ubicaciones más seguras.

En algunos países y regiones, los recur-
sos de agua potable se están agotando y 
es previsible que como consecuencia del 
cambio climático las situaciones de estrés 
hídrico se agraven aún más. Muchas gran-
des ciudades tienen ya graves limitacio-
nes en el acceso al agua potable. Además 
todas las ciudades y pueblos costeros se 
verán afectados por la subida del nivel del 
mar102 y por mareas más fuertes en el cor-
to plazo. Cientos de millones de habitantes 
urbanos viven en zonas costeras bajas que 
están en riesgo. La mayoría de las ciudades 
que ya experimentan altas temperaturas se 
enfrentarán a olas de calor más intenso o 
de larga duración. Todos estos riesgos re-
quieren respuestas de los gobiernos loca-

les, especialmente para la reducción de la 
vulnerabilidad de los más pobres.

Muchas medidas de adaptación a las ame-
nazas de desastres o al cambio climático 
dependen de los gobiernos locales, como 
también las medidas de reducción riesgos. 
No es una tarea fácil que los gobiernos lo-
cales atiendan los problemas planteados 
por el cambio climático, ante la cantidad de 
urgencias que deben asumir; pero cuando 
invierten en infraestructuras y servicios o en 
la mejora de los asentamientos informales 
podrían integrar en sus planes la reducción 
de riesgos de desastres y la resiliencia a 
los impactos del cambio climático. Muchos 
gobiernos locales, por ejemplo en América 
Latina, han demostrado una notable capa-
cidad para reducir el riesgo ante desastres 
- a menudo apoyados por agencias nacio-
nales y una legislación adecuada103. Algu-
nos gobiernos locales también han logrado 
integrar la reducción del riesgo de desas-
tres y la adaptación al cambio climático en 
la gobernanza y la planificación urbana104.

Aunque las ciudades en Europa se ven me-
nos afectadas por las consecuencias más 
severas del cambio climático, también de-
ben mejorar su resiliencia. Asimismo, es 
preciso reducir las emisiones globales de 
gases a efecto invernadero. Muchos gobier-
nos locales en América del Norte y en Euro-
pa, así como algunos de otras regiones, se 
han comprometido a reducir las emisiones 
de gases de efecto invernadero dentro de 
sus fronteras y están implementando inicia-
tivas, pero la escala y el alcance de estos 
compromisos deben ampliarse aún más.

98 Naciones Unidas (2012); 
IFRC (2010).
99 IPCC (2012).
100 Bicknell et al (2009).
101 Douglas et al (2007).
102 McGranahan et al (2007).
103 IFRC (2010)
104 Roberts (2008); Roberts 
(2010).
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OBJETIVOS DE DESARROLLO 
DEL MILENIO, SERVICIOS BÁSI-
COS Y GOBIERNOS LOCALES

El único ODM que menciona directamente 
los servicios básicos es el objetivo 7, meta 
7.c., sobre el acceso al agua potable y al 
saneamiento básico. Pero no se pueden al-
canzar la mayoría de los Objetivos del Mile-
nio si no hay servicios básicos. Es imposible 
reducir la pobreza, terminar con el hambre 
y las enfermedades, promover la igualdad 
de género y mejorar la salud materna e in-
fantil, o garantizar el desarrollo sostenible, 
sin servicios básicos. Para mejorar las con-
diciones de vida de los habitantes de tugu-
rios se requiere también ampliar el acceso 
a los servicios básicos en los barrios mar-
ginales. Sólo dos de los servicios básicos 
analizados en este informe - la gestión de 
los residuos sólidos y el transporte – no son 
mencionados en los ODM.

Sin duda, los ODM han contribuido a que 
la comunidad internacional se preocupe 
de las necesidades y derechos básicos de 
las personas, pero su debilidad ha sido no 
definir responsabilidades para su realiza-
ción. Los gobiernos nacionales asumieron 
el compromiso de cumplir con los ODM, 
pero en la práctica la mayoría de esos ob-
jetivos dependen para su realización de los 
gobiernos locales. Este es un punto im-
portante que necesita ser abordado si se 
quiere alcanzar los ODM en el año 2015 –y 
también para la agenda post-2015. En qué 
medida los procesos globales aún domina-
dos por los gobiernos nacionales y los or-
ganismos internacionales pueden integrar 
a los gobiernos sub-nacionales cuyo papel 
es fundamental en al menos tres aspectos:

	� como responsables del financiamiento y 
administración de los servicios básicos 
que son esenciales para lograr muchos 
de los objetivos de desarrollo;

	� como punto de referencia para la par-

ticipación democrática de los ciudada-
nos y de la sociedad civil, para que las 
necesidades se identifiquen y se definan 
de manera conjunta, garantizando la 
transparencia y la rendición de cuentas;

	� en el seguimiento y presentación de in-
formes sobre los progresos realizados 
a nivel local para que se visualicen los 
problemas en el cumplimiento de los 
objetivos. 

Los debates sobre localización de los ODM 
se refieren exclusivamente al nivel nacio-
nal, no a los contextos locales105. Cuando 
se menciona “buena gobernanza”, se alu-
de a los gobiernos nacionales, y no a las 
relaciones esenciales entre los ciudadanos 
y sus gobiernos locales. Cuando se mide 
el progreso de los ODM se utilizan datos 
nacionales, agregados, que no permiten 
identificar ni ubicar a las poblaciones más 
pobres que siguen marginadas. Uno de los 
problemas que se señalan en el informe del 
Grupo de Trabajo del Sistema de las Nacio-
nes Unidas sobre la Agenda de Desarrollo 
Post- 2015 es que los ODM dependen de 
“agendas políticas nacionales rígidas, que 
siguen los parámetros internacionales, en 
lugar de reflejar las condiciones locales”106. 
La necesidad de disponer de objetivos 
universales simples, fácil de comunicar, 
oculta la complejidad de los procesos de 
desarrollo y la diversidad de los contextos 
en que se desenvuelven. Se necesita dar 
mayor atención al papel de los gobiernos 
sub-nacionales y al apoyo que necesitan 
para cumplir con sus responsabilidades. 

Un enfoque local es aún más importante 
si se consideran las diferencias entre las 
zonas rurales y urbanas. El mundo ya ha 
alcanzado la meta de los ODM de reducir 
a la mitad la proporción de personas sin 
acceso sostenible al agua potable. Pero 
como se muestra en este informe, el indi-
cador que se utiliza (“acceso mejorado”) 
no es adecuado para las áreas urbanas. 
Sin embargo, a pesar de las limitaciones de 

105 “Hemos aprendido de 
los ODM que los objetivos 
globales se ejecutan sólo 
cuando existe una efectiva 
apropiación a nivel local – y 
cuando se incluyen tanto 
en los planes nacionales 
como en las metas naci-
onales” United Nations 
High-Level Panel (2013) p. 
21.
106 United Nations Task 
Team (2012)
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los ODM, se reconoce cada vez más a nivel 
internacional la importancia de los gobier-
nos sub-nacionales para garantizar la pres-
tación universal de los servicios básicos y 
en la construcción de una gobernanza más 
responsable y transparente para los ciuda-
danos y la sociedad civil.

Los gobiernos sub-nacionales y 
la agenda post-2015107

En la Cumbre de los ODM de septiembre 
de 2010, los Estados miembros de la ONU 
lanzaron el debate sobre la agenda de de-
sarrollo post-2015. Dentro de este proceso 
se incluyen: las deliberaciones del Grupo 
de Alto Nivel creado por el Secretario Ge-
neral de la ONU, los resultados de los de-
bates de la Cumbre de Río + 20 de la ONU; 
las negociaciones sobre el cambio climá-
tico, el diálogo sobre la financiación para 
el desarrollo (en seguimiento del Consen-
so de Monterrey), la Agenda de Beijing y la 
Agenda de Hábitat III.

El papel de los servicios básicos locales 
está presente en todos los debates sobre la 
reducción de la pobreza: “en muchos países 
se han producido avances cuando las per-
sonas pobres y excluidas tuvieron acceso a 
servicios básicos de calidad”, señala el in-
forme del Secretario General. En el informe 
del Grupo de Alto Nivel se reconoce que la 
falta de acceso a los servicios básicos es 
una manifestación de pobreza, por lo cual 
se prioriza el acceso al agua y al sanea-
miento. En su propuesta de agenda post-
2015 se incluyen como objetivos globales 
el acceso universal a ambos servicios. Se 
afirma además en este informe que “todo 
el mundo debería tener acceso a infraes-
tructuras modernas - agua potable, sanea-
miento, carreteras, transporte y tecnologías 
de información y comunicaciones (TIC)”. 
También reconoce, al igual que el Grupo 
de Trabajo de las Naciones Unidas, que la 
gestión de los residuos sólidos es un gran 

desafío en las ciudades. El informe sobre la 
agenda post-2015 de la Comisión Regional 
de las Naciones Unidas destaca a su vez la 
importancia de los servicios básicos para 
el desarrollo. Todos los temas que se con-
sideran por el Grupo de Trabajo Abierto de 
las Naciones Unidas (Open Working Group) 
de seguimiento de Rio+20, están directa o 
indirectamente relacionados con los ser-
vicios básicos: agua y saneamiento, salud 
y dinámica de la población, el desarrollo 
de infraestructuras y la industrialización, la 
energía, las ciudades sostenibles, los asen-
tamientos humanos, transporte, consumo y 
producción, la equidad social, la igualdad de 
género y el empoderamiento de las mujeres.

Como GOLD III lo demuestra, cuando los 
gobiernos locales tienen la autoridad, los re-
cursos y la capacidad necesaria para cum-
plir con sus responsabilidades, el acceso y 
la calidad de los servicios básicos mejoran. 
Muchos gobiernos locales han sido pione-
ros en el desarrollo de políticas de inclusión 
social innovadoras. Allí dónde se observan 
progresos sustantivos en la implementación 
de los ODM es a menudo gracias a los go-
biernos locales. Es fundamental que existan 
mecanismos de participación que garan-
ticen la transparencia en la gestión y que 
permitan interactuar a los habitantes con 
sus gobiernos locales, en especial para la 
población que aún no ha visto que los obje-
tivos de desarrollo le aporten avances con-
cretos. Por eso tiene sentido descentralizar 
– “localizar”– la definición, la implementación 
y la medición de los objetivos y metas glo-
bales. Los gobiernos locales, cuya respon-
sabilidad es mayor en el cumplimiento de 
los objetivos de desarrollo, deben poder 
participar en la definición de las prioridades, 
disponer de mayores recursos y capacida-
des, y jugar un papel en la supervisión de su 
cumplimiento a nivel local. 

El informe del Grupo de Trabajo de las Na-
ciones Unidas propone flexibilizar la apli-
cación de los objetivos para adaptarlos a 

107 Esta sección se basa 
en los siguientes informes 
y documentos: UN Task 
Team (2012); Report of the 
Secretary-General (26 July 
2013); United Nations Re-
gional Commission (2013); 
HLP (2013).
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los contextos locales, haciendo hincapié 
en que no hay “modelos” y que se necesita 
dejar cierto espacio “para la experimenta-
ción y la adaptación a las condiciones loca-
les”. El informe de la Comisión Regional de 
las Naciones Unidas señala diferencias en 
la realización de los objetivos a nivel local 
que no necesariamente están relacionadas 
con el nivel de ingresos de la población y 
defiende el valor añadido de la participa-
ción de los gobiernos locales. El informe 
del Grupo de Alto Nivel reconoce explíci-
tamente a los gobiernos locales como im-
portantes actores del desarrollo y  afirma 
que “las autoridades locales son un puente 
entre los gobiernos nacionales, las comuni-
dades y los ciudadanos y tendrán un papel 
esencial en la nueva alianza global”.

La pobreza urbana en la agenda 
post-2015

Los informes del Secretario General y del 
Grupo de Alto Nivel reconocen el poder de 
transformación de los procesos de urbani-
zación y los retos que conllevan. El informe 
del Grupo de Alto Nivel afirma que “la batalla 
por el desarrollo sostenible se ganará o se 
perderá en las ciudades”, lo que implica que 
la capacidad de los gobiernos locales para 
hacer frente a la pobreza urbana es un factor 
decisivo. Este informe reconoce la magnitud 
de estos desafíos y la creciente responsa-
bilidad de los gobiernos de las ciudades, 
afirmando que “el buen gobierno local, la 
gestión y la planificación son las claves para 
asegurarse de que la migración a las ciuda-
des no reemplace una forma de pobreza por 
otra”. De manera encomiable, el informe del 
Grupo de Alto Nivel también señala que “el 
problema más urgente no es oponer lo urba-
na a lo rural, sino cómo fomentar un enfoque 
local, territorial, dentro de la agenda post- 
2015. El Grupo considera que esto puede 
hacerse mediante la desagregación de los 
datos por lugar y dando a las autoridades 
locales un papel más importante en la defi-

nición de prioridades, la implementación, el 
seguimiento de los resultados y fomentando 
la participación de los actores económicos 
y de las comunidades”. También se sugie-
re que una manera de apoyar a los gobier-
nos locales “sería, por ejemplo, reconocer 
que los objetivos puedan ser definidos de 
manera diferente a nivel sub- nacional para 
diferenciar la pobreza urbana de la pobreza 
rural”.

El desarrollo local... pero ¿cómo?

El informe del Grupo de Alto Nivel recono-
ce las funciones esenciales de los gobiernos 
locales, pero no menciona la descentraliza-
ción ni específica cómo pueden contribuir 
los gobiernos locales. En este texto, como 
en muchos otros documentos con recomen-
daciones globales, no se reconoce que los 
gobiernos locales deben ser incluidos en la 
definición y en la adopción de los compro-
misos. No se analizan los desafíos a los que 
enfrentan los gobiernos rurales y urbanos 
para hacer de la reducción de la pobreza 
una realidad. Los objetivos pueden ser uni-
versales, pero las metas e indicadores deben 
reconocer las diferencias y la interdependen-
cia de los contextos rurales y urbanos y la 
necesidad de la cohesión social y territorial.

Aún más preocupante, el Grupo recomienda 
una conferencia internacional para abordar 
la financiación del desarrollo sostenible, pero 
no menciona reforzar la financiación para los 
gobiernos sub-nacionales. Los gobiernos 
locales no podrán desarrollar todo su poten-
cial para contribuir a la agenda de desarrollo, 
si no cuentan con los recursos adecuados.

La buena gobernanza: una inno-
vación en la agenda post-2015

El tema de la buena gobernanza no fue in-
cluido en los ODM, pero se ha convertido en 
un debate central en la agenda post-2015. 
Durante la última década, las agencias in-
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ternacionales han mostrado un crecien-
te interés en la buena gobernanza y en la 
“responsabilidad social” para la prestación 
de los servicios. El informe del Grupo de 
Alto Nivel insta a “un cambio fundamental – 
reconociendo que la paz y la buena gober-
nanza son los cimientos del bienestar, no 
son temas extra opcionales”. El informe de 
la Comisión Regional de las Naciones Uni-
das reconoce también que la democracia, 
la gobernanza responsable en todos los 
niveles es fundamental para el desarrollo 
sostenible, que los habitantes deben poder 
exigir de los proveedores de servicios que 
sean responsables. Las organizaciones de 
la sociedad civil son a menudo un medio 
eficaz para aumentar la influencia de los 
marginados e impulsar la mejora del acce-
so a los servicios básicos.

Un avance positivo es que el concepto de 
buena gobernanza finalmente también in-
corpora la gobernanza local, como la ne-
cesidad de una mayor integración de los 
territorios y su inclusión en las alianzas glo-
bales. El informe de la Red sobre Solucio-
nes para el Desarrollo Sostenible de la ONU 
reconoce que el gobierno local es un socio 
pleno y uno de los actores de la gobernan-
za global, y hace hincapié en el “enorme” 
reto de la gobernanza urbana.108 El informe 
del Grupo de trabajo de la ONU reconoce 
que la “adaptación de los objetivos de de-
sarrollo a las circunstancias nacionales y 
locales es más eficaz y legítimo cuando se 
hace a través de procesos participativos”. 
Como lo demuestra GOLD III, los gobiernos 
locales han avanzado mucho en la colabo-
ración con otros niveles de gobierno, con la 
sociedad civil y el sector privado para bus-

car soluciones innovadoras a las necesida-

des apremiantes de los ciudadanos.

Las desigualdades y los servicios 
básicos

Aunque el informe del Grupo de Alto Nivel 

no recomienda un objetivo específico sobre 

la desigualdad, muchas partes interesa-

das consideran que este tema es esencial. 

Dentro de las desigualdades más graves 

están las relacionadas con la vivienda, las 

condiciones de vida y el acceso a los ser-

vicios básicos, que se repercuten sobre 

otras desigualdades, en particular las des-

igualdades de género. Esto llevó al Grupo 
de Trabajo Global de Gobiernos Locales 
y Regionales para la Agenda Post-2015 y 
Habitat III109 a incluir los servicios básicos 

como uno de los principales objetivos de 

su agenda.

El Informe GOLD III ha analizado la situa-

ción de algunos de los servicios básicos 

que son fundamentales tanto para el logro 

de los ODM como para la Agenda post-

2015. Sin agua potable, saneamiento y 

gestión de residuos y un medioambiente 

saludable, no habrá futuro. Sin infraestruc-

turas básicas que son la base de la pros-

peridad, no habrá desarrollo. Dar prioridad 

a las personas significa hacer del acceso 

a los servicios básicos una prioridad, y los 

gobiernos locales son actores esenciales 

para hacer frente a este desafío. Esta es la 

convicción que transmite este informe. Las 

recomendaciones que se presentan a con-

tinuación son el resultado de ello. 

108 United Nations Solu-
tions for Sustainable De-
velopment Network (2013), 
p. 3.
109 Las organizaciones de 
gobiernos locales y regio-
nales lanzaron el Grupo de 
Trabajo Global de Gobier-
nos Locales y Regionales 
en el Consejo Mundial 
de CGLU en Dakar en di-
ciembre de 2012. Su obje-
tivo es crear una estrategia 
conjunta para defender el 
punto de vista, el cono-
cimiento y los intereses 
de los gobiernos locales 
y regionales en los de-
bates internacionales de 
formulación de políticas 
en el marco de Rio +20, la 
Agenda post-2015 y hacia 
Hábitat III.
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Para alcanzar los ODM, apoyar la Agen-
da de Río+20 y la futura Agenda Post-
2015, se requiere una alianza entre los 
gobiernos nacionales, regionales y lo-
cales, las organizaciones internaciona-
les y la sociedad civil para garantizar el 
acceso universal a los servicios básicos 
como la piedra angular del desarrollo 
global. 

“Dar prioridad a las personas” significa 
hacer de los servicios básicos una prio-
ridad. Esto implica:

�	El reconocimiento del papel de los ser-
vicios locales básicos para garantizar el 
respeto de los derechos humanos y la 
dignidad de las personas, para impulsar 
el desarrollo económico y luchar contra 
las desigualdades sociales y económi-
cas, incluyendo las desigualdades de 
género;

�	Un compromiso político para aumentar 
la inversión en servicios básicos con 
el fin de reducir los déficit existentes, 
responder al aumento de la deman-
da en las zonas urbanas, y a los retos 
de sostenibilidad y de resiliencia que 
plantean el cambio climático y otras 
amenazas; 

�	El desarrollo de nuevas formas de pro-
ducción y de consumo para la prestación 
de servicios básicos sostenibles en un 
mundo cuya población alcanzará 9 mil 
millones de habitantes en los próximos 
30 años.

Los gobiernos locales y regionales y sus 
asociaciones, con el apoyo de otros ni-
veles de gobierno deben:

Asumir la responsabilidad de garantizar 
el acceso universal a los servicios bá-
sicos locales y, con este fin, desarrollar 

planes estratégicos a largo plazo para 
ampliar las infraestructuras básicas:

�	Los planes de infraestructura deben 
desarrollarse conjuntamente con los 
planes de uso del suelo y apoyar los 
planes de desarrollo estratégico de las 
ciudades;

�	La planificación debe incluir estrategias 
de inversión a largo plazo que tengan en 
cuenta el coste económico y social real 
de los servicios; 

�	Dentro de las prioridades debe incluirse 
la construcción y mantenimiento de in-
fraestructuras que permitan reducir los 
riesgos de desastres y mejorar la resi-
liencia de los servicios básicos a los de-
sastres naturales y al cambio climático.

Desarrollar estrategias financieras 
sostenibles que aseguren el acceso a 
servicios básicos de calidad para todos:

�	Definir “planes de negocios” que ga-
ranticen la viabilidad financiera a largo 
plazo de cada servicio. Las tarifas paga-
das por los usuarios y el financiamiento 
público (tasas e impuestos) deben cu-
brir los costes de operación y, cuando 
sea posible, permitir la inversión para 
expandir los servicios. En los países de 
bajos ingresos, el aumento de los nive-
les actuales de financiación pública se-
guirá siendo esencial;

�	Establecer mecanismos que garan-
ticen que los servicios básicos sean 
asequibles a todos los miembros de 
la sociedad, gracias a tarifas sociales, 
subvenciones directas a los grupos más 
vulnerables y el uso de redes locales de 
solidaridad social;

�	Desarrollar sistemas de información 
transparentes sobre los presupuestos 
locales y sobre su contribución al finan-
ciamiento de los servicios básicos para 
que los ciudadanos pueden dar segui-

RECOMENDACIONES
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miento a las decisiones de los gobier-
nos locales y de los operadores de ser-
vicios; 

�	Tomar medidas para mejorar la solven-
cia de los gobiernos locales y regionales 
y la de los operadores públicos de ser-
vicios, para aumentar su capacidad de 
endeudamiento en el mercado financie-
ro.

Promover alianzas y partenariados 
multi-actores y multinivel innovadores:
�	Promover diálogos políticos con las 

principales actores (gobiernos centra-
les, operadores de servicios, sindica-
tos, sociedad civil) para elaborar cartas 
de compromiso locales que definan los 
niveles y estándares de servicios, la 
asignación de funciones y responsabi-
lidades, las modalidades de financia-
ción y gestión;

�	Reconocer, por parte de los gobiernos 
locales, el papel desempeñado por los 
pequeños operadores y por el sector in-
formal en la provisión de servicios bási-
cos, en particular en los asentamientos 
informales, y asumir la responsabilidad 
de supervisar la calidad, armonizar los 
precios y promover la coordinación con 
los proveedores oficiales para evitar 
brechas en el suministro; y

�	Reafirmar los siguientes principios cuan-
do se hacen alianzas /partenariados con 
otros actores para la prestación de ser-
vicios: (1) Los gobiernos locales son en 
última instancia los responsables de los 
servicios, (2) necesidad de disponer de 
marcos legales y regulatorios claros, (3) 
aprovechar el financiamiento y la ex-
periencia de los socios para mejorar el 
acceso y la calidad de los servicios, (4) 
garantizar la transparencia y la rendición 
de cuentas. 

Reforzar las capacidades internas para 
definir las políticas, gestionar y supervi-
sar los servicios básicos:

�	Mejorar la eficiencia y la eficacia de los 
servicios de los gobiernos locales y re-

gionales y de los operadores públicos 
de servicios invirtiendo en recursos hu-
manos y técnicos, aplicar sistemas de 
gestión y tecnologías modernos;

�	Desarrollar o mantener dentro del go-
bierno local la capacidad para controlar 
y supervisar los servicios básicos, en 
particular cuando la prestación del ser-
vicio se confía a socios externos, con el 
fin de garantizar que el acceso, la cali-
dad y las tarifas responden a las necesi-
dades de los ciudadanos;

�	Mejorar la recolección de datos sobre 
el acceso y la calidad de los servicios 
básicos locales con el fin de identificar 
las necesidades y prioridades de la po-
blación y para mejorar el monitoreo de 
los servicios. Los datos deben ser pú-
blicos para que los usuarios puedan dar 
seguimiento; 

�	Dar prioridad a la lucha contra la co-
rrupción, con medidas de prevención, 
sanciones penales y protección de los 
denunciantes.

Los gobiernos locales y metropolitanos 
deben:

Adoptar medidas para reforzar la 
coordinación entre gobiernos locales:

�	Coordinarse entre el gobierno metro-
politano y los gobiernos locales del 
área metropolitana o vecinos para 
garantizar que las infraestructuras de 
servicios básicos acompañan y guían 
el cre cimiento urbano;

�	En el sector del agua, impulsar la 
coordinación a nivel de la cuenca hi-
drográfica, lo que facilita la acción 
conjunta en caso de emergencias o 
desastres.

Potenciar la gestión y valorización del 
suelo para desarrollar la prestación de 
servicios:

�	Utilizar la gestión del suelo y los me-
canismos fiscales sobre el valor agre-
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gado de tierras y propiedades para 
movilizar fondos que contribuyan a 
financiar el desarrollo urbano y los 
servicios básicos; 

�	Usar sistemas de información geográ-
ficos (GIS) y otras herramientas para 
el análisis de mercado de la tierra y 
para monitorear el valor del suelo en 
las zonas con infraestructuras de ser-
vicios básicos.

Fomentar la planificación estratégica 
participativa:

�	Involucrar a todos los actores en la 
pla nificación estratégica, no  dejarla 
exclusivamente en manos de ex-
pertos; integrar a los habitantes de 
barrios marginales y asentamientos 
informales. Las necesidades de las 
mujeres deben ser consideradas en 
todas las fases del proceso de plani-
ficación; 

�	Diseñar sistemas e infraestructuras 
de transporte que faciliten la movili-
dad y la seguridad de los grupos más 
vulnerables, de las personas con dis-
capacidad y otras necesidades espe-
ciales.

Los gobiernos nacionales y las institu-
ciones internacionales deben:

Aprovechar el enorme potencial de los 
gobiernos locales para prestar servicios 
básicos mediante la aplicación del prin-
cipio de subsidiariedad:

�	Reconocer las diversas modalidades 
que han permitido a los gobiernos lo-
cales ampliar y mejorar la prestación de 
servicios básicos, apoyándose tanto en 
los buenos como en los malos ejem-
plos;

�	Establecer con claridad un marco legal 
para la descentralización, definir las 
responsabilidades de los gobiernos lo-
cales y facilitar sus relaciones con otros 
grupos de actores para la prestación 
de servicios básicos; 

�	Acompañar la descentralización con 
políticas de fortalecimiento de las ca-
pacidades de los gobiernos locales para 
la gestión de los servicios, así como 
para negociar y colaborar con socios 
externos.

Definir e implementar un marco de go-
bernanza multinivel eficaz para la pres-
tación de servicios básicos:

�	Mejorar la coordinación horizontal entre 
los gobiernos locales y vertical con los 
niveles regionales y central de go bierno 
para responder a los desafíos de la 
prestación de servicios básicos que su-
peran las fronteras municipales o regio-
nales, para promover la colaboración, el 
intercambio de conocimientos y el uso 
eficiente de los recursos; para mejorar 
la ejecución de las políticas sectoriales 
nacionales;

�	Reconocer a los gobiernos locales la 
libertad de elegir, en consulta con sus 
habitantes, los modelos de gestión de 
servicios y de partenariado que se ajus-
ten mejor a las necesidades y priori-
dades locales;

�	Establecer un marco reglamentario claro 
para las adquisiciones y contrataciones, 
y brindar apoyo técnico y profesional 
para su aplicación, con el fin de facili-
tar las relaciones entre los gobiernos lo-
cales y sus socios; 

�	Garantizar a los gobiernos locales un 
lugar en la mesa de negociaciones in-
ternacionales cuando se aborden temas 
que puedan afectar la prestación de 
servicios básicos (ej.: acuerdos comer-
ciales, leyes laborales, objetivos de de-
sarrollo, estándares sobre los servicios, 
reglas de contratación).

Los gobiernos locales deben disponer 
de recursos financieros para mejorar la 
prestación de servicios básicos:

�	Dotar a los gobiernos locales de pode-
res y de autonomía para permitirles ge-
nerar ingresos locales, establecer tarifas 
de servicios, orientar los subsidios hacia 
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los más necesitados y experimentar con 
modelos de financiación innovadores;

�	Asegurar que las transferencias que 
complementan los presupuestos de 
los gobiernos locales sean predecibles 
y desembolsadas con regularidad, que 
sus montos estén definidos en base a 
evaluaciones objetivas de los costes 
de las responsabilidades transferidas y 
que permitan igualar las diferencias en 
la prestación de servicios entre locali-
dades;

�	Establecer o reforzar los mecanismos 
de financiamiento como los fondos de 
desarrollo municipal y los bancos mu-
nicipales de desarrollo para mejorar el 
acceso al crédito o a los mercados de 
capitales con el fin de cubrir las necesi-
dades de financiamiento a largo plazo 
en infraestructuras; 

�	Orientar el apoyo técnico y la ayuda fi-
nanciera de los donantes y de las insti-
tuciones financieras multilaterales hacia 
los niveles sub-nacionales de gobierno; 
las instituciones internacionales de-
berían apoyar la inversión a largo plazo 
en servicios básicos ofreciendo présta-
mos sub-soberanos con tasas conce-
sionales, para lo cual deberían explorar 
mecanismos de garantías y reducir ries-
gos; 

�	Facilitar el acceso directo a los gobier-
nos locales a los mecanismos mundiales 
de financiación sobre cambio climático, 
como el Mecanismo de Desarrollo Lim-
pio y los regímenes de comercio de emi-
siones.

Los gobiernos nacionales y locales y las 
instituciones internacionales deben:

�	Promover la cooperación descentraliza-
da entre gobiernos locales y las asoci-
aciones público-públicas entre los ope-
radores de servicios públicos; 

�	Apoyar a los centros y programas de 
formación internacionales y regionales 

para fortalecer las capacidades de los 
gobiernos locales y los operadores de 
servicios.

Los gobiernos nacionales y locales 
 deben:

� Crear un entorno propicio para la parti-
cipación de la sociedad civil;

� Establecer un marco institucional dónde 
se especifique los derechos y respon-
sabilidades de las organizaciones de la 
sociedad civil y de los sindicatos en re-
lación a los servicios básicos;

� Promover la participación de la socie-
dad civil en la prestación de servicios 
básicos, en la definición , seguimiento y 
evaluación de las políticas públicas;

� Apoyar la creación de Defensorías del 
pueblo que puedan dar seguimiento a 
los problemas de los servicios y mediar 
entre los ciudadanos, los operadores y 
los gobiernos locales en caso de con-
flictos; 

� Favorecer la participación de las orga-
nizaciones comunitarias y de la socie-
dad civil en la cogestión de sistemas de 
seguimiento de la opinión pública sobre 
la calidad y las tarifas de los servicios 
básicos. 

Los operadores de servicios del sector 
público y privado deben:

Ejecutar sus contratos de conformidad 
con las Directrices internacionales so-
bre la descentralización y el acceso a los 
servicios básicos para todos, la legisla-
ción nacional e internacional y las ins-
trucciones de las autoridades públicas:

�	Combinar la eficiencia en la prestación 
de servicios (con el fin de reducir los 
costos y el impacto ambiental) prestan-
do atención a las implicaciones sociales 
de los servicios básicos;

�	Someterse a auditorías regulares y es-
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tablecer mecanismos para asegurar la 
rendición de cuentas y combatir la co-
rrupción en la prestación de servicios 
públicos;

�	Cumplir con las normas locales, nacio-
nales e internacionales sobre las condi-
ciones de trabajo, incluidas las Con-
venciones de la OIT sobre los derechos 
fundamentales y las condiciones de tra-
bajo decentes; 

�	Privilegiar la contratación de empleados 
locales, desarrollar sus capacidades y 
promoverlos a puestos de dirección.

�	Reconocer su responsabilidad social en 
las comunidades en las que operan;

�	Invertir en servicios de salud, educativos 
y sociales para apoyar el desarrollo local; 

�	Participar en la planificación local, las 
consultas, el seguimiento y la creación 
de capacidades locales.

La sociedad civil, los sindicatos y las or-
ganizaciones de la comunidad deben:

�	Reclamar el derecho a participar en la 
definición de políticas y la asignación 
de recursos para los servicios básicos; 

apoyar la participación de los grupos 
sub-representados, en particular las 
mujeres;

�	Hacer que los gobiernos locales y los 
operadores de servicios rindan cuen-
ta sobre las deficiencias en la calidad, 
la cobertura o el costo de los servicios 
básicos, desarrollar su capacidad para 
monitorear los servicios, expresar sus 
opiniones, hacer reclamaciones y pre-
sentar quejas;

�	Compartir el conocimiento sobre la 
prestación de servicios con otros acto-
res; coordinar esfuerzos con los gobier-
nos locales para mejorar los servicios, 
evitar solapamientos o brechas en el 
suministro; 

�	Apoyar a las organizaciones de traba-
jadores informales que colaboran con 
los gobiernos locales en la prestación 
de servicios para que puedan mejorar 
sus condiciones de trabajo y la calidad 
de los servicios.
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